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LOS DERECHOS CULTURALES EN COLOMBIA:

SIGLAS

BIC		  Bienes de interés cultural

CEDAW	 Convención sobre la eliminación de todas las formas de  	
		  discriminación contra la mujer

CERD		 Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial

CONPES	 Consejo Nacional de Política Económica y Social

DANE		  Departamento Administrativo Nacional de Estadística

ECOSOC	 Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas

FIO		  Federación Iberoamericana de Ombudsman

OEA		  Organización de los Estados Americanos

OHCHR	 Oficina del Alto Misionado de las Naciones Unidas para 	
	                    los Derechos Humanos

OIT		   Organización Internacional del Trabajo

ONU		  Organización de las Naciones Unidas

PIDESC	 Pacto Internacional para los Derechos Económicos, So		
                                     ciales y Culturales

PIDCP		 Pacto Internacional para los Derechos Civiles y Políticos

UNESCO	 Organización de las Naciones Unidas para la Ciencia, la 	
	                    Educación y la Cultura
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LOS DERECHOS CULTURALES EN COLOMBIA:

La Defensoría del Pueblo de Colombia es un órgano constitucional 
y autónomo que ejerce la misión de impulsar la efectividad de los 
derechos humanos de los habitantes del territorio nacional y de los 
colombianos en el exterior, en el marco del Estado social de derecho 
democrático, participativo y pluralista. En este sentido, los objetivos 
fundamentales de esta institución son promover el ejercicio y la divul-
gación de los derechos humanos, así como protegerlos y defenderlos 
frente a posibles violaciones; fomentar la observancia del derecho in-
ternacional humanitario; atender, orientar y asesorar en el ejercicio de 
los derechos; y proveer el acceso a la administración de justicia, en los 
casos señalados en la Ley.

Por medio del Plan Estratégico Institucional de la Defensoría del Pue-
blo para el periodo 2021–2024 “Nos une tus derechos”, se ha trazado 
como horizonte estratégico que los derechos humanos son un instru-
mento de dignificación y, en consecuencia, esta entidad busca desa-
rrollar programas pedagógicos para su promoción y divulgación. Lo 
anterior se manifiesta en concordancia con las obligaciones del Estado 
colombiano de cumplir con lo estipulado en la Declaración Universal 
de los Derechos Humanos de 1948 y el Pacto Internacional de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales de 1966. Así, tanto la juris-
prudencia interna de muchos países como el marco legal y normativo 
interno de Colombia dejan en evidencia el esfuerzo que debe hacerse 
constantemente por proteger, promover y divulgar los derechos eco-
nómicos, sociales y culturales, en concordancia con los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible trazados por las Naciones Unidas en 2015. 

De acuerdo con la Declaración de Friburgo sobre Derechos Culturales 
de 2007, los actores culturales públicos, privados y civiles ostentan la 

PRESENTACIÓN
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responsabilidad de llevar a cabo iniciativas que permitan “identificar 
y tomar en consideración la dimensión cultural de todos los derechos 
humanos, con el fin de enriquecer la universalidad a través de la diver-
sidad, y de promover que toda persona, individual o colectivamente, 
los haga propios” (art. 9°, literal d). En concordancia con lo anterior, 
y buscando mecanismos dirigidos a consolidar una conciencia de exis-
tencia y ejercicio de los derechos culturales, este documento tiene por 
objetivo servir como instrumento para la exigibilidad política y judi-
cial de los derechos culturales. Además, busca facilitar la base jurídica 
y jurisprudencial, revisando y analizando instrumentos nacionales e 
internacionales, que se requiere para la evaluación y seguimiento de las 
políticas públicas y las obligaciones internacionales del Estado colom-
biano en materia de derechos culturales. 

La primera fase del proyecto de investigación, del que surge este infor-
me técnico de resultados, ha sido trazada con el objetivo de fortalecer 
el grado de conocimiento institucional que existe sobre los derechos 
culturales, con el fin de sustentar investigaciones más profundas sobre 
la conexión que puede existir entre este tipo de derechos y elementos 
como el desarrollo económico, social y cultural de las diferentes re-
giones de Colombia. Así, se presenta el primer volumen del proyecto 
como resultado de una investigación preliminar frente al contenido y 
alcance de los derechos culturales, así como el marco jurídico y juris-
prudencial sobre el cual se rigen en el Estado colombiano. 
Es necesario extender agradecimientos a las diferentes dependencias 
de la Defensoría del Pueblo que participaron, brindando insumos, 
orientaciones y recomendaciones para realización de este proyecto y 
la entrega del primer volumen, al igual que a José Alberto González 
García, Alfonso Padrón Padilla, Teresa Ahogado Lara, Andrés Alba y 
José Luis Pinzón Sánchez.
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Al revisar los diferentes documentos1 emitidos por organismos interna-
cionales como las Naciones Unidas, queda en evidencia que el reconoci-
miento, el respeto, la garantía y la exigibilidad de los derechos culturales 
le impone a los Estados una serie de compromisos y obligaciones que es 
necesario establecer: 

1. La obligación de respetar, que implica que los Estados se absten-
gan de interferir, directa o indirectamente, en el disfrute de los dere-
chos culturales. 

2. La obligación de proteger, que exige a los Estados la necesidad de 
adoptar medidas para impedir que otros actores interfieran con el de-
recho a participar en la vida cultural. 

3. La obligación de cumplir, que hace referencia a que los Estados 
adopten las medidas adecuadas legislativas, administrativas, judicia-
les, presupuestarias, de promoción y de otra índole, destinadas a la 
plena realización del derecho de un individuo a la participación en la 
vida cultural. 

Así, escenarios de discriminación basada en identidad cultural, exclu-
sión o asimilación forzada, dificultad para que las minorías realicen sus 
prácticas culturales y lleven su forma de vida, violaciones al libre desa-
rrollo de una identidad cultural, o imposición de idiomas que impidan 

INTRODUCCIÓN

1 Las resoluciones, declaraciones y observaciones son expresiones oficiales 
de la opinión o voluntad de los Estados miembros de organismos inter-
nacionales, como las Naciones Unidas y la Organización de los Estados 
Americanos.
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desarrollar la libertad de opinión o expresión en el idioma, lengua o dia-
lecto principal de las comunidades, implican claros ejemplos de cómo 
se puede estar violando el derecho de una persona a participar en la vida 
cultural. 

Por todo lo anterior, se debe partir del siguiente interrogante: ¿Cómo se 
puede conocer y comprender el contenido y alcance de los derechos 
culturales, con el fin de fortalecer el ejercicio de la Defensoría del 
Pueblo como actor relevante en la protección de los derechos huma-
nos, promoviendo el respeto, garantía y exigibilidad de los mismos?

Teniendo en cuenta el interrogante expuesto, el objetivo de este ejercicio 
investigativo se centra en fortalecer el grado de conocimiento institucio-
nal de los derechos culturales, con especial énfasis en aquellos correspon-
dientes a los grupos de especial protección constitucional. De igual for-
ma, busca promover el seguimiento de las políticas públicas orientadas a 
la materialización de los derechos culturales y formular las recomenda-
ciones pertinentes para su protección y garantía. 

El desarrollo de esta investigación se enmarca en el Programa de Segui-
miento y Evaluación de Políticas Públicas en Derechos Humanos –Pro-
SeDHer–, el cual comprende tres (3) etapas:

Primera etapa:
Para el desarrollo de esta etapa se contempla una investigación cuali-
tativa que permita reconstruir el marco teórico, conceptual, jurídico 
y jurisprudencial de los derechos culturales en Colombia, a la luz de 
los marcos legales y normativos nacionales e internacionales. De igual 
forma, se presentará un análisis de casos internacionales y la forma 
en la que se abordan los derechos culturales en otros Estados. Los 
resultados de esta primera etapa de investigación se presentan en este 
informe técnico. 

Segunda etapa:
En un segundo momento, se diseñarán herramientas de medición 
que buscarán analizar las políticas públicas que el país ha puesto 
en marcha para dar cumplimiento a sus obligaciones en materia de 
derechos culturales y de protección especial a los sectores de la po-
blación más vulnerables, es decir, los sujetos de especial protección. 
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Esta segunda etapa permitirá profundizar en la relación que puede 
existir entre el respeto por los derechos culturales y el concepto de 
desarrollo, así como sus manifestaciones en las diferentes regiones de 
Colombia. Se ha trazado, de forma preliminar, que el objeto de este 
estudio se centre en la relación directa entre dos variables: el derecho 
a participar de la vida cultural y el desarrollo económico. 

Tercera etapa:
Durante la tercera etapa, se buscará brindar un análisis objetivo, pre-
ciso y claro de un problema específico y un conjunto de recomenda-
ciones e iniciativas orientadas a asegurar la realización progresiva de 
los derechos en estudio. Esto se deriva de las herramientas de medi-
ción de política pública diseñadas en la segunda fase de este proyecto 
de investigación. 

El documento presentado a continuación desarrolla a profundidad los 
resultados de la primera fase de esta investigación, correspondiente al 
análisis realizado del contenido y alcance de los derechos culturales, así 
como del marco jurídico y jurisprudencial sobre el cual se rigen en el caso 
colombiano. 

Para dar cumplimiento a lo anterior, se hace necesario orientar la inves-
tigación hacia el establecimiento de una aproximación a la definición 
del concepto de los derechos culturales por medio del análisis de su na-
turaleza y alcance normativo, así como de las obligaciones que se deri-
van de los instrumentos internacionales diseñados para tal fin. En este 
sentido, el primer capítulo, titulado Naturaleza y alcance normativo de 
los derechos culturales, busca presentar una revisión y análisis del mar-
co jurídico, normativo y jurisprudencial de los derechos culturales en el 
caso de Colombia. Se partirá de las aproximaciones académicas frente a 
conceptos y teorías existentes en esta materia, para luego continuar con 
los instrumentos internacionales a los cuales el Estado colombiano os-
tenta obligaciones. 

El segundo capítulo se orientará a la revisión de las obligaciones del Esta-
do colombiano frente al respeto, la promoción y la protección de los de-
rechos culturales y la diversidad cultural en Colombia. En este capítulo 
se abordará, en primer lugar, la evolución constitucional de los derechos 
culturales en Colombia para aterrizar en lo establecido por la Constitu-
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ción Política de 1991, así como la jerarquía normativa existente en esta materia y su impacto 
en los sujetos de especial protección. Luego, se examinará la jurisprudencia existente en ma-
teria de derechos culturales. 

El tercer capítulo presentará las perspectivas internacionales en la materialización de los dere-
chos culturales. La finalidad del mismo será explorar los avances que se han desarrollado des-
de la experiencia de otros países en materia de derechos culturales, con el objetivo de utilizar-
los como lecciones aprendidas para el diseño de políticas públicas, y proyectos de exigibilidad 
y promoción de los derechos culturales. Como criterios de selección, se tendrá en cuenta que 
los países estudiados sean firmantes del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales, que cuenten con una postura de exportación frente a temas y hechos culturales, 
y que tengan un índice de población diversa con respecto a expresiones étnicas, raciales y 
culturales. 

Para la realización de este ejercicio de investigación de acuerdo con las etapas que plantea 
el Programa de Seguimiento y Evaluación de Políticas Públicas en Derechos Humanos, se 
tomarán como herramientas la revisión de literatura, empleando fuentes primarias y secun-
darias de investigación, así como el desarrollo de Focus Groups y entrevistas semiestructuradas 
a expertos en materia de derechos culturales
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CAPÍTULO 1. NATURALEZA Y 
ALCANCE NORMATIVO DE LOS 
DERECHOS CULTURALES

1.1.	 CONCEPTUALIZACIÓN SOBRE LOS 
DERECHOS CULTURALES

El Alto Comisionado de las Naciones Unidas 
para los Derechos Humanos define los dere-
chos humanos como los derechos con los que 
cuenta toda persona en virtud de su dignidad 
humana. Estos son inherentes y “definen las 
relaciones entre los individuos y las estructuras 
de poder, especialmente el Estado”. Esto im-
plica una delimitación del poder institucional 
del que ostenta el Estado y, de igual forma, le 
exigen adoptar “medidas positivas que garan-
ticen condiciones en las que todas las personas 
puedan disfrutar de sus derechos humanos” 
(ACNUDH, 2016). 

Basado en lo expuesto anteriormente, los Go-
biernos y otras instituciones tienen por obliga-
ción respetar, proteger y cumplir los derechos 
humanos. Desde un punto de vista jurídico, 
estos pueden concebirse como “la suma de de-
rechos individuales y colectivos reconocidos 
por los Estados soberanos y consagrados en su 
legislación nacional y en las normas interna-
cionales de derechos humanos” (ACNUDH, 
2016). Gracias a las diferentes luchas y esfuer-

zos revolucionarios que nacieron desde el siglo 
XVII, hoy en día existe un marco de referencia 
normativo y jurídico para delimitar el esfuerzo 
y la responsabilidad de proteger los derechos 
humanos. 

Desde la Segunda Guerra Mundial, la Orga-
nización de las Naciones Unidas ha tenido un 
rol primordial tanto en la definición como en 
la promoción de los derechos humanos; “el 
resultado es que los derechos humanos han 
quedado codificados en diversos tratados e 
instrumentos internacionales y regionales 
que han sido ratificados por la mayoría de los 
países” (ACNUDH, 2016). En la actualidad, 
los derechos humanos representan el único 
sistema de valores universalmente reconocido. 
Están comprendidos por el grupo de los dere-
chos civiles y políticos, el grupo de los derechos 
colectivos de los pueblos y, de igual forma, el 
grupo de los derechos económicos, sociales y 
culturales, siendo estos últimos el objeto de 
este documento. 
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En la esfera de los derechos económicos, so-
ciales y culturales se pueden citar, como ejem-
plos, los siguientes: el derecho al trabajo, el de-
recho a condiciones equitativas y satisfactorias 
de trabajo, el derecho a la seguridad social, la 
protección de la familia, el derecho a la salud, 
el derecho a la educación, entre muchos otros. 
Pero el concepto que más llama la atención, 
por la dificultad en su comprensión al existir 
diversidad de acepciones para tal término, es 
el de derecho cultural. Para comprender esta 
esfera de derechos humanos, es necesario 
abordar el concepto de cultura en sí mismo: 
la UNESCO ha definido la cultura como “el 
conjunto de los rasgos distintivos, espiritua-
les, materiales y afectivos que caracterizan una 
sociedad o grupo social. Ella engloba, además 
de las artes y las letras, los modos de vida, los 
derechos fundamentales del ser humano, los 
sistemas de valores, creencias y tradiciones” 
(UNESCO, 2005, citada en Molano, 2007). 

En concordancia con lo estipulado por el 
Comité de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales, “la cultura es un concepto 
amplio e inclusivo que comprende todas las 
manifestaciones de la existencia humana, 
en el que a través de un proceso dinámico y 
evolutivo los individuos y las comunidades 
dan expresión a la humanidad, mantenien-
do sus particularidades y sus fines”2. Así, se 
podría considerar que, bajo cualquier óp-
tica, la cultura es la encargada de definir la 
condición del ser humano: 

Ella ha posibilitado explicarse su alrededor 
y el rol que juega ante el mundo, de ahí que 
en el terreno axiológico su reconocimiento 
cobre especial relevancia para la realización 
de las condiciones de existencia tanto del 
individuo como de las sociedades. Por ello, 
en atención a las contribuciones que con-
lleva en la dignidad humana, se han reco-
nocido como derechos humanos el acceso 
y protección tanto a la cultura como a sus 
manifestaciones. (CNDH, 2016) 

El concepto de cultura, asociado a los dere-
chos humanos, es uno que evoca transversali-
dad y, a su vez, hace que englobe las formas de 
vida, el lenguaje, la literatura tanto oral como 
escrita, la música, las canciones, la comunica-
ción no verbal, las expresiones religiosas y de 
creencias espirituales, los ritos y ceremonias, 
los deportes y juegos, los métodos de produc-
ción, la tecnología, el entorno natural y tam-
bién lo producido por el ser humano como 
la comida, la vivienda, el vestido, las artes, las 
costumbres y las tradiciones. A partir de los 
diversos instrumentos internacionales que se 
han diseñado en relación al grupo de derechos 
económicos, sociales y culturales, así como 
de interpretaciones oficiales y doctrinales, se 
reconoce que los derechos culturales agrupan 
los siguientes: 

•	 Participar en la vida cultural: se refiere a la 
libertad para ejercer las prácticas cultura-
les y acceder a sus expresiones materiales e 

2Ver Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observación General 21: “Derecho 
de toda persona a participar en la vida cultural (artículo 15, párrafo 1 a), del Pacto Internacional 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales)”, 43.° Periodo de Sesiones, 2 a 20 de noviembre 
de 2009.
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inmateriales, como también la protección 
y la promoción de las mismas.

•	 Gozar de los beneficios del progreso cien-
tífico y de sus aplicaciones: Se refiere al ac-
ceso a los conocimientos, métodos e ins-
trumentos derivados de la investigación, 
al igual que la tecnología y aplicaciones 
que emanen de ellos, con el fin de satisfa-
cer las necesidades comunes a toda la hu-
manidad y prever consecuencias adversas 
para la integridad y dignidad humanas.

•	 Protección de los intereses morales y ma-
teriales correspondientes a las produccio-
nes científicas, literarias o artísticas, a fin 
de reconocer la vinculación personal en-
tre los individuos, los pueblos, las comu-
nidades y otros grupos con sus creaciones 
o patrimonio cultural colectivo, al igual 
que los intereses materiales básicos nece-
sarios para que contribuyan, como míni-
mo, a un nivel de vida adecuado.

•	 Libertad para la investigación científica 
y la actividad creadora: Se refiere a ase-
gurar que dichas actividades se realicen 
sin obstáculos, restricciones o censu-
ra de cualquier clase, garantizando el 
máximo nivel de garantías éticas de las 
profesiones científicas.

De acuerdo con lo anterior, los derechos cul-
turales se precisan como aquellos promovi-
dos para “garantizar que personas y comu-
nidades puedan tener acceso a esa calidad 
de género social que incluye las disímiles 
formas y memorias de una comunidad de-

terminada”; comprenden, entonces, “las 
costumbres, las maneras de ser y de sentir, 
las formas de vestir, el conocimiento, los há-
bitos y habilidades de corte tanto familiar 
como social” (Lasso et al., 2019). 

A pesar de los avances que se han dado en 
esta materia, muchos académicos consideran 
que estas transformaciones se han rezagado 
solo al esfuerzo de la academia en materia 
conceptual y doctrinaria, pues “en la práctica 
los derechos culturales han sido una catego-
ría subdesarrollada a la que se le ha prestado 
menos atención que a otro tipo de derechos” 
(Symonides, 2005), como a los derechos ci-
viles, políticos, sociales y económicos. Sin 
embargo, la observancia de los derechos cul-
turales implica, como obligación mínima, 
asegurar la satisfacción de los niveles esen-
ciales de cada uno de los derechos, teniendo 
presente los elementos de disponibilidad, 
accesibilidad, aceptabilidad e idoneidad. 

En este sentido, se hace necesario revisar el 
marco normativo bajo el cual se rigen los de-
rechos culturales en Colombia, con el fin de 
profundizar en su importancia y en el rol que 
desempeña la institucionalidad en el ejercicio 
de asegurar su goce efectivo. 
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1.2.	 Los derechos culturales: marco normativo desde 
los instrumentos internacionales 

1.2.1 Sistema Universal de 
los Derechos Humanos

Para comprender los derechos culturales se 
debe tener como referencia que, en el punto 
más alto de la jerarquía de instrumentos inter-
nacionales, se ubica la Declaración Universal 
de los Derechos Humanos de 1948. Por la falta 
de consenso internacional que existía en ese 
momento sobre la obligatoriedad de proteger 
y respetar los derechos humanos, el documen-
to no logró ser formalizado como un tratado 
internacional obligatorio para los Estados 
firmantes y se limitó a constituirse como una 
declaración. A pesar de ello, este instrumento 
posee carácter de derecho internacional con-
suetudinario, toda vez que está constituido 
por orientaciones que los Estados deben se-
guir, generándoles obligaciones, y muchos de 
ellos las citan incluso en sus leyes constitucio-
nales. La Declaración Universal de los Dere-
chos Humanos fue firmada y ratificada por 
Colombia en 1966 y 1969, respectivamente3.

La Declaración Universal de los Derechos 
Humanos enmarca el compromiso de los Es-
tados parte en torno al respeto de los derechos 
humanos, luego de los actos de barbarie ultra-
jante y crisis humanitaria vividos durante la 
Segunda Guerra Mundial. Esta contiene los 
derechos básicos y fundamentales determi-
nantes de las libertades de las personas y que 
los Estados libres del mundo deben respetar, 
proporcionar, fomentar y divulgar entre sus 
conciudadanos.

Los temas mandatorios definidos en sus trein-
ta artículos son orientadores a nivel mundial 
y exponen que no hay distinción alguna en 
cuanto a los seres humanos, y que estos son 
libres e iguales en derechos y dignidad. Al res-
pecto, en su artículo 2, se define que:

Toda persona tiene los derechos y liber-
tades proclamados en esta Declaración, 
sin distinción alguna de raza, color, sexo, 
idioma, religión, opinión política o de cual-
quier otra índole, origen nacional o social, 

3Aunque la Declaración Universal de los Derechos Humanos se ha constituido como instrumento 
vinculante, Colombia emitió la Ley 74 de 1968 para sustentar la importancia de su aplicación a 
partir del nacimiento del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el Pacto Interna-
cional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de 1966.
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posición económica, nacimiento o cual-
quier otra condición. Además, no se hará 
distinción alguna fundada en la condición 
política, jurídica o internacional del país 
o territorio de cuya jurisdicción dependa 
una persona4.

Con relación a los derechos económicos, so-
ciales y culturales de los seres humanos, la De-
claración se refiere a ellos de manera expresa 
en sus artículos 22, 23, 24, 25, 26 y 27; estos 
tienen por objeto la plena satisfacción de ne-
cesidades implícitas al ser humano, las cuales 
están asociadas a su bienestar y desarrollo, 
así como a su realización personal. Entre los 
derechos contemplados, se incluyen los dere-
chos de los trabajadores, a la seguridad y a la 
protección social, a la protección de la fami-
lia, a un nivel de vida adecuado, a la salud, a la 
educación y al goce de los derechos culturales. 

En su artículo 18, se establece que “toda per-
sona tiene derecho a la libertad de pensamien-
to, de conciencia y de religión; este derecho 
incluye la libertad de cambiar de religión o de 
creencia, así como la libertad de manifestar 
su religión o su creencia, individual y colec-
tivamente, tanto en público como en priva-
do, por la enseñanza, la práctica, el culto y la 
observancia”5. Si se retoma lo expresado en 
anteriores apartados, la religión y las prácticas 
espirituales guardan estrecha relación con los 
derechos culturales, por lo que se ratifica la 
importancia de considerar los derechos hu-
manos —y por supuesto, los derechos cultu-

rales— como un todo que debe ser protegido 
y resguardado, considerando la satisfacción 
de los niveles esenciales de cada uno de los de-
rechos y teniendo presente los elementos de 
disponibilidad, accesibilidad, aceptabili-
dad e idoneidad.

El artículo 27 de la Declaración ofrece, de ma-
nera explícita, información con referencia al 
derecho a gozar de la vida cultural dentro de 
una comunidad: 

Toda persona tiene derecho a tomar parte 
libremente en la vida cultural de la comu-
nidad, a gozar de las artes y a participar en el 
progreso científico y en los beneficios que de 
él resulten. Toda persona tiene derecho a la 
protección de los intereses morales y materia-
les que le correspondan por razón de las pro-
ducciones científicas, literarias o artísticas de 
que sea autora6. 

De acuerdo con lo anterior, todas las perso-
nas tienen derecho al disfrute y participación 
en actividades artísticas y culturales como, 
por ejemplo: el baile, el teatro, las danzas tí-
picas, aspectos patrimoniales materiales e 
inmateriales, la tradición oral, cultura culi-
naria, juegos tradicionales, carnavales, ritua-
les, actos festivos, conocimientos relativos a 
la naturaleza y el universo, artesanías ances-
trales, trabajos bajo métodos tradicionales, 
entre otros. Este es un derecho fundamental 
para todos los Estados parte, sobre todo para 
aquellos que comparten una diversidad étni-

4Ver Declaración Universal de los Derechos Humanos, art. 2, 1948. 
5Ver Declaración Universal de los Derechos Humanos, art. 18, 1948.
6Ibidem.
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ca, racial y cultural como es el caso del Estado 
colombiano. 

La Organización de las Naciones Unidas esta-
bleció dos tratados internacionales sobre de-
rechos humanos en 1966: el primero de ellos 
es el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos7, y el segundo, el Pacto Internacional 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 
Estos dos pactos, en conjunto con la Declara-
ción Universal de los Derechos Humanos de 

1948, conforman la Carta Internacional de 
Derechos Humanos. Asimismo, los dos Pac-
tos se convierten en acuerdos vinculantes y 
generan obligaciones a los Estados en relación 
con los derechos que figuran en ellos. Existen 
órganos internacionales que han sido creados 
para vigilar dicho cumplimiento por parte de 
los Estados firmantes. 

Pacto Internacional de Derechos Econó-
micos, Sociales y Culturales (PIDESC)

7Cabe resaltar que, aunque el objetivo del Pacto de Derechos Civiles y Políticos sea diferente al 
Pacto de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales, en su artículo 27 se hace referencia 
también a los derechos culturales, manifestando así la transversalidad de los mismos: “En los 
Estados en que existan minorías étnicas, religiosas o lingüísticas, no se negará a las personas 
que pertenezcan a dichas minorías el derecho que les corresponde, en común con los demás 
miembros de su grupo, a tener su propia vida cultural, a profesar y practicar su propia religión y 
a emplear su propio idioma”.
8Firmado por Colombia en 1966 y ratificado en 1969. 
9El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales es un órgano compuesto por 18 ex-
pertos independientes que supervisa la aplicación del Pacto Internacional de Derechos Eco-
nómicos, Sociales y Culturales por sus Estados partes. Este Comité trata de entablar un diálogo 
constructivo con los Estados partes, determinar si las normas del Pacto se están aplicando y 
evaluar cómo se podría mejorar la aplicación y el cumplimiento de este para que todas las 
personas puedan disfrutar plenamente de estos derechos (OHCHR, 2022).
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El Pacto Internacional de Derechos Eco-
nómicos, Sociales y Culturales8 establece 
obligaciones para los Estados firmantes en 
materia de diseño y cumplimiento de me-
didas para la protección de los derechos hu-
manos, que también incluye los derechos 
culturales. Este hace parte de la Declaración 
Universal de Derechos Humanos junto con 
el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, y su cumplimiento es supervisado 
por el Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales9. En el artículo segun-
do de este Pacto, se habla de los compromi-
sos que de él se derivan, así: 

1.Cada uno de los Estados Partes en el pre-
sente Pacto se compromete a adoptar me-
didas, tanto por separado como mediante 
la asistencia y la cooperación internaciona-
les, especialmente económicas y técnicas, 
hasta el máximo de los recursos de que dis-
ponga, para lograr progresivamente, por 
todos los medios apropiados, inclusive en 
particular la adopción de medidas legisla-
tivas, la plena efectividad de los derechos 
aquí reconocidos. 

2.Los Estados Partes en el presente Pacto 
se comprometen a garantizar el ejercicio 
de los derechos que en él se enuncian, sin 
discriminación alguna por motivos de 
raza, color, sexo, idioma, religión, opinión 
política o de otra índole, origen nacional o 

social, posición económica, nacimiento o 
cualquier otra condición social.10

Este mismo Pacto enuncia en su artículo ter-
cero que los Estados deben comprometerse a 
asegurar que, tanto hombres como mujeres, 
ostenten el título de gozar por igual todos 
los derechos económicos, sociales y cultura-
les enunciados. Asimismo, en dicho Pacto se 
enuncian los siguientes derechos, que pue-
den ser considerados derechos culturales: 
El artículo 1 instituye que “todos los pueblos 
tienen el derecho de libre determinación”, y 
que, en virtud de este derecho, “establecen 
libremente su condición política y proveen 
asimismo a su desarrollo económico, social 
y cultural”. Lo que establece este artículo se 
interrelaciona con los derechos culturales 
en la medida en la que conlleva la capacidad 
intrínseca del pueblo para decidir sobre su 
futuro político, garantizando siempre que se 
respeten los derechos culturales, lingüísticos 
y religiosos específicos de las naciones .11

En el artículo 3, se establece que “los Estados 
Partes en el presente Pacto se comprometen 
a asegurar a los hombres y a las mujeres igual 
título a gozar de todos los derechos económi-
cos, sociales y culturales enunciados en el pre-
sente Pacto”. Esto hace referencia a la igual-
dad de condiciones de las que deben gozar 
tanto hombres como mujeres en relación con 
los derechos culturales, sin discriminación al-
guna por género o identidad sexual. 

10Ver Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 1966. 
11Ver OHCHR, Apuntes prácticos para la apreciación de actividades y alegaciones relativas al 
ejercicio pacífico y democrático del derecho de libre determinación de los pueblos.
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Por su parte, el artículo 15 del Pacto recono-
ce los siguientes como derechos culturales: 
“a) Participar en la vida cultural; b) Gozar 
de los beneficios del progreso científico y de 
sus aplicaciones; c) Beneficiarse de la pro-
tección de los intereses morales y materiales 
que le correspondan por razón de las pro-
ducciones científicas, literarias o artísticas 
de que sea autora”. Sobre esto, se plantean 
medidas que los Estados deben adoptar para 
asegurar el ejercicio de estos derechos, como 
la conservación, el desarrollo y la difusión 
de la ciencia y de la cultura. Por último, este 
artículo hace referencia a que los Estados 
partes “se comprometen a respetar la indis-
pensable libertad para la investigación cien-
tífica y para la actividad creadora”, así como 
reconocer “los beneficios que derivan del 
fomento y desarrollo de la cooperación y de 
las relaciones internacionales en cuestiones 
científicas y culturales”12.

Por último, el seguimiento y evaluación de 
la efectividad de las medidas que los Estados 
partes deben adoptar también se considera 
como un elemento importante para asegurar 
el respeto de los derechos culturales. Sobre 
ello, el artículo 16 del Pacto establece que los 
Estados deben presentar informes sobre las 
medidas adoptadas y progresos realizados, 
con el fin de asegurar el respeto a los derechos 
reconocidos en el mismo. 

A pesar de que los pactos internacionales que 
integran la Carta Internacional de los Dere-
chos Humanos sufrieron varias discusiones 

con referencia a su importancia, y que los de-
rechos económicos, sociales y culturales fue-
ron considerados por varios años como unos 
de segunda categoría, luego de décadas de de-
bate internacional se estableció el principio 
de integralidad, el cual establece que todos 
los derechos humanos se reclaman, condicio-
nan y perfeccionan mutuamente, por lo que 
deben ser protegidos y recibir la misma aten-
ción. Así, los derechos culturales responden 
también a los principios rectores de los dere-
chos humanos: universalidad, indivisibilidad 
e interdependencia

Una vez mencionados los derechos cultura-
les de acuerdo con el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Cultura-
les, también es importante hacer referencia 
a aquellos derechos que, a pesar de no ser 
considerados estrictamente como parte de 
este último grupo de derechos, se encuentran 
íntimamente relacionados con ellos bajo los 
principios de disponibilidad, accesibilidad, 
aceptabilidad e idoneidad. Dentro del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políti-
cos, se hace mención al derecho a la libertad 
de pensamiento, de conciencia y de religión. 
De acuerdo con el artículo 18 de este instru-
mento internacional, se estipula que: 

1.	 Toda persona tiene derecho a la liber-
tad de pensamiento, de conciencia y de re-
ligión; este derecho incluye la libertad de 
tener o de adoptar la religión o las creen-
cias de su elección, así como la libertad 
de manifestar su religión o sus creencias, 
individual o colectivamente, tanto en pú-

12Ver Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 1966.
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blico como en privado, mediante el culto, 
la celebración de los ritos, las prácticas y la 
enseñanza.

2.	 Nadie será objeto de medidas coer-
citivas que puedan menoscabar su liber-
tad de tener o de adoptar la religión o las 
creencias de su elección.

3.	 La libertad de manifestar la propia 
religión o las propias creencias estará suje-
ta únicamente a las limitaciones prescritas 
por la ley que sean necesarias para proteger 
la seguridad, el orden, la salud o la moral 
públicos, o los derechos y libertades fun-
damentales de los demás.

4.	 Los Estados Partes en el presente Pac-
to se comprometen a respetar la libertad 
de los padres y, en su caso, de los tutores le-
gales, para garantizar que los hijos reciban 
la educación religiosa y moral que esté de 
acuerdo con sus propias convicciones.

Principios de Limburgo

Los Principios de Limburgo, relativos a la apli-
cación del Pacto Internacional de Derechos Eco-
nómicos, Sociales y Culturales, fueron estable-
cidos en 1986 y consideran que los derechos 
humanos “son indivisibles e interdependien-
tes”. De igual manera, precisan que “se debe-
ría prestar la misma atención y consideración 
urgente a la aplicación, fomento y protección 

tanto de los derechos civiles y políticos como 
de los económicos, sociales y culturales”13. 

Estos principios consideran que los Estados 
incumplen los tratados internacionales cuan-
do no toman medidas, no eliminan los obs-
táculos para la efectividad inmediata de un 
derecho, no aplican sin demora un derecho 
que debe ser garantizado de inmediato, no 
cumplen intencionalmente una norma míni-
ma internacional de realización, cuando im-
ponen limitaciones a un derecho protegido, 
retrasan o interrumpen la realización progre-
siva de un derecho de forma intencionada, o 
cuando no presentan informes de seguimien-
to ante las instancias convocadas para tal fin. 
Por su parte, la Declaración y Programa de 
Acción de Viena de 1993 estipula algo similar:

[…] todos los derechos humanos son uni-
versales, indivisibles e interdependientes y 
están relacionados entre sí. La comunidad 
internacional debe tratar los derechos hu-
manos en forma global y de manera justa y 
equitativa, en pie de igualdad y dándoles a 
todos el mismo peso.14

En los Principios de Limburgo se establecen 
tanto la naturaleza como el alcance de las obli-
gaciones de las partes firmantes del Pacto In-
ternacional de Derechos Económicos, Socia-
les y Culturales, y ponen de manifiesto que 
debe existir una atención diferencial hacia los 
sujetos de especial protección, como mujeres, 

13Ver Principios de Limburgo, 1986. 
14Ver Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 1966
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niños, niñas y adolescentes, población indíge-
na y étnica, población migrante, entre otros. 
De igual forma, establecen una relación direc-
ta entre el concepto de desarrollo y el respeto 
por los derechos económicos, sociales y cul-
turales, así: 

[…] teniendo en cuenta la especial relación 
entre el desarrollo [y la] realización progre-
siva de los derechos formulados en el Pacto 
debería prestar esmerada atención a las me-
didas destinadas a mejorar las condiciones 
de vida de los grupos sociales pobres y me-
nos privilegiados, además de prever la nece-
sidad de medidas especiales [para] proteger 
los derechos culturales de los pueblos indí-
genas y de minorías15.

Declaración Universal de la UNESCO so-
bre la diversidad cultural y otras estipula-
ciones sobre los derechos culturales

No puede dejarse de lado que han existido 
avances en materia de protección de los dere-
chos culturales. A finales de la década de los 
ochenta y hasta principios del siglo XXI, se 
adoptaron una serie de declaraciones y con-
venciones que desarrollan contenido referen-
te a los derechos culturales. Por ejemplo, el 

patrimonio cultural y la diversidad cultural, 
como derechos, han ocupado un espacio sig-
nificativo en la agenda internacional de dere-
chos culturales, así como aquellos referentes 
a la protección y garantía de los derechos de 
autor. 

Ejemplo de lo anterior es la Declaración Uni-
versal de la UNESCO sobre la diversidad 
cultural16 y su importancia como derecho. 
En su artículo 1, se establece que la diver-
sidad cultural es un patrimonio común de 
la humanidad, en el sentido en que esta es 
“tan necesaria para el género humano como 
la diversidad biológica para los organismos 
vivos”. En este sentido, constituye el patri-
monio común de la humanidad que debe ser 
reconocida y consolidada en beneficio de las 
generaciones presentes y futuras (UNESCO, 
2001). Así, en las sociedades que son cada vez 
más diversas, como es el caso de Colombia, 
“resulta indispensable garantizar una interac-
ción armoniosa y una voluntad de convivir de 
personas y grupos con identidades culturales 
a un tiempo plurales, variadas y dinámicas” 
(UNESCO, 2001).

La UNESCO ha considerado que los dere-
chos culturales son el marco propicio para la 

15Ver Principios de Limburgo, 1986. 
16De acuerdo con las definiciones oficiales de la UNESCO, la diversidad cultural debe ser en-
tendida como multiplicidad de formas en que se manifiestan las culturas de los grupos y 
sociedades. Estas expresiones se transmiten dentro de los grupos y sociedades y también 
entre ellos. La diversidad cultural se manifiesta no solo a través de las diversas formas en las 
que se expresa el patrimonio cultural de la humanidad, enriquecido y transmitido gracias a 
una variedad de expresiones culturales, sino también a través de los distintos modos de crea-
ción artística, producción, distribución, difusión y disfrute, cualquiera que sea el medio y la 
tecnología utilizados (ver artículo 4.1 de la Convención sobre la Protección y la Promoción de 
la Diversidad de las Expresiones Culturales).
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diversidad cultural, por lo siguiente:

El desarrollo de una diversidad creativa 
exige la plena realización de los derechos 
culturales, tal como los definen el Artí-
culo 27 de la Declaración Universal de 
Derechos Humanos y los Artículos 13 y 
15 del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales. Toda 
persona debe tener la posibilidad de expre-
sarse, crear y difundir sus obras en la len-
gua que desee y en particular en su lengua 
materna; toda persona tiene derecho a una 
educación y una formación de calidad que 
respeten plenamente su identidad cultu-
ral; toda persona debe tener la posibilidad 
de participar en la vida cultural que elija 
y conformarse a las prácticas de su propia 
cultura, dentro de los límites que impone 
el respeto de los derechos humanos y de 
las libertades fundamentales. (UNESCO, 
2001)

Aunque no es tan reciente, vale la pena re-
cordar los esfuerzos diseñados en 1966 por 
medio de la Declaración de los Principios 
de la Cooperación Cultural Internacional, 
adoptada por la UNESCO. En su primer 
artículo se establece que “toda cultura tiene 
una dignidad y un valor que deben ser respe-
tados y protegidos”, que “todo pueblo tiene 
el derecho y el deber de desarrollar su cultura” 
y que “en su fecunda variedad, en su diversi-
dad y por la influencia recíproca que ejercen 
unas sobre otras, todas las culturas forman 
parte del patrimonio común de la humani-
dad” (UNESCO, 1966). Bajo esta premisa, se 
convoca a los Estados firmantes a esforzarse 
por alcanzar un desarrollo paralelo y simul-

táneo de la cultura en sus distintas variantes 
para lograr la armonía y equilibrio entre el 
progreso técnico y los esfuerzos intelectuales 
y morales de la humanidad. Desde este punto 
de vista, la cooperación internacional supone 
un instrumento clave para abarcar todas las 
esferas de las actividades de tipo intelectual y 
creativo, tanto en el campo de la ciencia y la 
educación como en el terreno cultural. 

La cooperación internacional de la que se habla 
en esta Declaración estipula también la necesi-
dad de que los Estados se esfuercen por llevar a 
cabo, tanto en escenarios bilaterales como mul-
tilaterales, regionales o universales, lo siguiente: 

1.	 Difundir los conocimientos, estimu-
lar las vocaciones y enriquecer las culturas. 

2.	 Desarrollar las relaciones pacíficas y 
la amistad entre los pueblos, llevándolos a 
comprender mejor sus modos de vida res-
pectivos. 

3.	 Contribuir a la aplicación de los prin-
cipios enunciados en las declaraciones de 
las Naciones Unidas a que se hace referen-
cia en el preámbulo de la presente Declara-
ción. 

4.	 Hacer que todos los hombres tengan 
acceso al saber, disfruten de las artes y de las 
letras de todos los pueblos, se beneficien de 
los progresos logrados por la ciencia en to-
das las regiones del mundo y de los frutos 
que de ellos derivan, y puedan contribuir, 
por su parte, al enriquecimiento de la vida 
cultural. 

5.	 Mejorar en todas las regiones del 
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mundo las condiciones de la vida espiritual 
del hombre y las de su existencia material. 
(UNESCO, 1966)

Así, la cooperación cultural internacional 
ostenta el rol de poner sobre la mesa de discu-
sión las ideas y valores adecuados para gene-
rar amistad y paz entre las naciones, evitar las 
hostilidades frente a actitudes y expresiones, 
y difundir la información necesaria para ge-
nerar cambios sustanciales en materia de pro-
tección y respeto de los derechos culturales. 
En 1976, se dio la recomendación relativa a 
la participación y la contribución de las ma-
sas populares en la vida cultural por parte 
de la UNESCO. Esta hace referencia a los 
esfuerzos que deben hacer los Estados para 
“democratizar los medios e instrumentos de 
la acción cultural, a fin de que todos los indi-
viduos puedan participar plena y libremente 
en la creación de la cultura y en sus beneficios, 
de acuerdo con las exigencias del progreso so-
cial” (Secretaría Distrital de Cultura, Recrea-
ción y Deporte, 2011). 

Colombia, como Estado miembro de la 
ONU, ratificó en 1983 la Convención sobre la 
protección del patrimonio mundial cultural y 
natural que fue realizada en el marco de la con-
ferencia general de la UNESCO de 1972. Esta 
Convención establece conceptos clave para 
comprender los derechos culturales, como por 
ejemplo la definición de patrimonio cultural: 

[…] los monumentos: obras arquitectónicas, 

de escultura o de pintura monumentales, 
elementos o estructuras de carácter arqueoló-
gico, inscripciones, cavernas y grupos de ele-
mentos, que tengan un valor universal excep-
cional desde el punto de vista de la historia, 
del arte o de la ciencia.17

Pueden ser concebidos como patrimonios 
culturales dos tipos: los conjuntos o grupos 
de construcciones que cuenten con un valor 
universal excepcional desde el punto de vis-
ta de la historia, del arte o de la ciencia; y los 
lugares u obras del hombre —u obras con-
juntas del hombre y la naturaleza—, así como 
las zonas que cuenten con un valor universal 
excepcional desde el punto de vista histórico, 
estético, etnológico o antropológico. En este 
sentido, se consagra en dicha Convención la 
necesidad de que los Estados identifiquen, 
delimiten y protejan los diversos bienes que 
se ubiquen dentro de su territorio soberano y 
que fueran definidos de acuerdo a lo estipula-
do en anteriores líneas. 

En concordancia con los esfuerzos de coope-
ración internacional mencionados anterior-
mente, la Convención sobre la protección del 
patrimonio mundial cultural y natural de la 
UNESCO también estableció la necesidad de 
constituir un Fondo para la Protección del 
Patrimonio Cultural y Natural Mundial de 
Valor Universal Excepcional, también llama-
do “Fondo del Patrimonio Mundial”, cuya 
finalidad sería la de proteger estos bienes ma-
teriales por medio de programas y proyectos 

17 Ver Convención sobre la protección del patrimonio mundial cultural y natural, UNESCO, 1972.
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de interés universal. 

Dentro de los documentos y escenarios más 
importantes en materia de derechos cultura-
les que han sido diseñados y desarrollados por 
la UNESCO se encuentran también la Con-
ferencia Universal sobre el Derecho de Autor 
de 1952, la Convención sobre la lucha contra 
las discriminaciones en la esfera de la enseñan-
za de 1960, la Convención sobre las medidas 
que deben adoptarse para prohibir e impedir 
la importación, exportación y la transferencia 
de propiedades ilícitas de bienes culturales de 
1970 y la Recomendación relativa a la condi-
ción del artista de 1980. 

Como esfuerzo reciente, se destaca el desarro-
llo de la Conferencia Mondiacult 2022, que 
recogió más de 2.500 participantes en la Ciu-
dad de México y donde 150 Estados adopta-
ron por unanimidad la “Declaración por la 
Cultura” en medio de la convocatoria realiza-
da por la UNESCO para seguir explorando lo 

relativo a los derechos culturales, la diversidad 
cultural y su relación con el desarrollo. En 
este texto, se afirma que la cultura: ”es un bien 
público mundial y marca una hoja de ruta co-
mún para reforzar las políticas públicas en este 
ámbito” (UNESCO, 2022). Allí, se estable-
ció que “la cultura desempeña un papel fun-
damental en nuestras sociedades. A través de 
ella, cada uno puede descubrir su humanidad 
común y convertirse en un ciudadano libre e 
ilustrado. Es la columna vertebral de nuestra 
sociedad. Y, sin embargo, a pesar de los avan-
ces, todavía no ocupa el lugar que se merece 
en las políticas públicas y en la cooperación 
internacional” (UNESCO, 2022). Este re-
conocimiento representa un gran paso hacia 
la generación de compromisos más robustos 
en materia de derechos culturales, particular-
mente en lo relacionado con los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible (ODS) de la Organiza-
ción de las Naciones Unidas. 

En el texto que se desprendió de esta Confe-
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rencia, se definen “un conjunto de derechos 
culturales que deben ser tenidos en cuenta 
en las políticas públicas, que van desde los 
derechos sociales y económicos de los artis-
tas, pasando por la libertad artística, hasta 
el derecho de las comunidades indígenas a 
salvaguardar y transmitir sus conocimientos 
ancestrales, y la protección y promoción del 
patrimonio cultural y natural” (UNESCO, 
2022). 

Sujetos de especial protección

En relación con la población vulnerable, la 
Asamblea General de las Naciones Unidas, 
por medio de la Resolución 47/135 de 1992, 
aprobó la Declaración sobre los derechos de las 
personas pertenecientes a minorías nacionales, 
étnicas, religiosas o lingüísticas. Los Estados 
firmantes tienen la obligación de proteger 
la existencia y la identidad nacional, étnica, 
cultural, religiosa o lingüística dentro de sus 
respectivos territorios y debe fomentar con-
diciones de idoneidad para promover dicha 
identidad. Por lo tanto, las minorías —como 
población vulnerable— “tendrán derecho 
a disfrutar de su propia cultura, a profesar 
y practicar su propia religión, y a utilizar su 
propio idioma, en privado y en público, li-
bremente y sin injerencia ni discriminación 
de ningún tipo”18. De igual forma, se esta-
blece en el mismo artículo que “las personas 
pertenecientes a minorías tendrán el derecho 
de participar efectivamente en la vida cultu-

ral, religiosa, social, económica y pública”19. 

Es importante resaltar el que se puede consi-
derar como uno de los artículos más impor-
tantes de la Declaración sobre los derechos 
de las personas pertenecientes a minorías: el 
artículo 5. En este se cita: 

[…] las políticas y programas nacionales se 
planificarán y ejecutarán teniendo debi-
damente en cuenta los intereses legítimos 
de las personas pertenecientes a minorías. 
Los programas de cooperación y asistencia 
entre Estados deberán planificarse y ejecu-
tarse teniendo debidamente en cuenta los 
intereses legítimos de las personas pertene-
cientes a minorías.20

Ostenta de igual importancia mencionar 
la Convención sobre la protección y pro-
moción de la diversidad de las expresiones 
culturales de la UNESCO, promulgada en 
2005 y ratificada por Colombia mediante 
la Ley 1616 de 2012. Esta tiene como ob-
jetivo principal resaltar la importancia de 
la diversidad cultural y ubicarla como un 
elemento determinante en el desarrollo sos-
tenible de los pueblos. 

Por su parte, la Declaración de las Naciones 
Unidas sobre los derechos de los pueblos in-
dígenas hace también referencia a los dere-
chos culturales, en particular, en los artículos 
5 y 8. En el artículo 5, menciona el derecho 

18Ver ONU, Resolución 47/135 de 1992 (ACNUDH, 1992 
19Ver ONU, Resolución 47/135 de 1992 (ACNUDH, 1992
20Ibidem. 
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que tienen los pueblos indígenas de reforzar 
y conservar sus propias instituciones cul-
turales, sin perder su derecho a participar 
plenamente, si lo desean, en la vida política, 
económica, social y cultural del Estado. En 
el artículo 8, de igual forma, se habla sobre 
los derechos culturales en cuanto a las prác-
ticas ancestrales que estos grupos poseen: 

1.	 Los pueblos y los individuos indí-
genas tienen derecho a no ser sometidos 
a una asimilación forzada ni a la destruc-
ción de su cultura. 

2.	 Los Estados establecerán mecanis-
mos eficaces para la prevención y el resar-
cimiento de: a) Todo acto que tenga por 
objeto o consecuencia privarlos de su 
integridad como pueblos distintos o de 
sus valores culturales o su identidad étni-
ca; b) Todo acto que tenga por objeto o 
consecuencia desposeerlos de sus tierras, 
territorios o recursos; c) Toda forma de 
traslado forzado de población que tenga 
por objeto o consecuencia la violación o 
el menoscabo de cualquiera de sus dere-
chos; d) Toda forma de asimilación o in-
tegración forzada; e) Toda forma de pro-
paganda que tenga como fin promover o 
incitar a la discriminación racial o étnica 
dirigida contra ellos.21

Además de estos artículos, son de vital im-
portancia para comprender el alcance de los 
derechos culturales los artículos 11, 12 y 13 
de esta misma Declaración: 

Artículo 11 

1.Los pueblos indígenas tienen derecho 
a practicar y revitalizar sus tradiciones y 
costumbres culturales. Ello incluye el de-
recho a mantener, proteger y desarrollar 
las manifestaciones pasadas, presentes 
y futuras de sus culturas, como lugares 
arqueológicos e históricos, objetos, dise-
ños, ceremonias, tecnologías, artes visua-
les e interpretativas y literaturas. 

2.Los Estados proporcionarán repara-
ción por medio de mecanismos eficaces, 
que podrán incluir la restitución, estable-
cidos conjuntamente con los pueblos in-
dígenas, respecto de los bienes culturales, 
intelectuales, religiosos y espirituales de 
que hayan sido privados sin su consen-
timiento libre, previo e informado o en 
violación de sus leyes, tradiciones y cos-
tumbres. 

Artículo 12 

1.Los pueblos indígenas tienen derecho 
a manifestar, practicar, desarrollar y en-
señar sus tradiciones, costumbres y cere-
monias espirituales y religiosas; a man-
tener y proteger sus lugares religiosos y 
culturales y a acceder a ellos privadamen-
te; a utilizar y controlar sus objetos de 
culto, y a obtener la repatriación de sus 
restos humanos. 

21Ver Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas, 2007. 
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2.Los Estados procurarán facilitar el acceso 
y/o la repatriación de objetos de culto y de 
restos humanos que posean mediante me-
canismos justos, transparentes y eficaces es-
tablecidos conjuntamente con los pueblos 
indígenas interesados. 

Artículo 13 

1.	 Los pueblos indígenas tienen derecho 
a revitalizar, utilizar, fomentar y transmi-
tir a las generaciones futuras sus historias, 
idiomas, tradiciones orales, filosofías, siste-
mas de escritura y literaturas, y a atribuir 
nombres a sus comunidades, lugares y per-
sonas, así como a mantenerlos. 

2.	 Los Estados adoptarán medidas efi-
caces para asegurar la protección de ese 
derecho y también para asegurar que los 
pueblos indígenas puedan entender y 
hacerse entender en las actuaciones po-

líticas, jurídicas y administrativas, pro-
porcionando para ello, cuando sea nece-
sario, servicios de interpretación u otros 
medios adecuados.22

La población afrodescendiente también es 
considerada una minoría. En la Convención 
internacional sobre la eliminación de todas 
las formas de discriminación racial, los Esta-
dos parte reafirman que “la discriminación 
entre seres humanos por motivos de raza, co-
lor u origen étnico constituye un obstáculo 
a las relaciones amistosas y pacíficas entre las 
naciones y puede perturbar la paz y la seguri-
dad entre los pueblos, así como la convivencia 
de las personas aun dentro de un mismo Esta-
do”, y se encuentran convencidos de que “la 
existencia de barreras raciales es incompatible 
con los ideales de toda la sociedad humana”23; 
por este motivo, se hace necesario incorpo-
rar una visión de respeto hacia los derechos 

22Ver Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas, 2007. 
23Ver Convención internacional sobre la eliminación de todas las formas de discriminación racial, 
1969. 
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culturales de las personas afro. En este sen-
tido, los Estados partes “se comprometen a 
prohibir y eliminar la discriminación racial 
en todas sus formas y a garantizar el derecho 
de toda persona a la igualdad ante la ley, sin 
distinción de raza, color y origen nacional o 
étnico”24, y son específicos en el artículo 5 en 
la importancia de respetar y velar por el cum-
plimiento de los derechos económicos, socia-
les y culturales, en particular:

i)	 El derecho al trabajo, a la libre elec-
ción de trabajo, a condiciones equitativas 
y satisfactorias de trabajo, a la protección 
contra el desempleo, a igual salario por tra-
bajo igual y a una remuneración equitati-
va y satisfactoria; 

ii)	 El derecho a fundar sindicatos y a sin-
dicarse; 

iii)	 El derecho a la vivienda; 

iv)	 El derecho a la salud pública, la asis-
tencia médica, la seguridad social y los ser-
vicios sociales; 

v)	 El derecho a la educación y la forma-
ción profesional; 

vi)	 El derecho a participar, en condicio-
nes de igualdad, en las actividades cultura-
les; 

vii)	 El derecho de acceso a todos los luga-

res y servicios destinados al uso público, 
tales como los medios de transporte, ho-
teles, restaurantes, cafés, espectáculos y 
parques. (ACNUDH, 1969)

Por último, es importante mencionar que 
en el marco de la Organización de las Nacio-
nes Unidas se cuenta, entre otros, con los si-
guientes mecanismos de protección para per-
sonas de la comunidad afro: el Comité para 
la Eliminación de la Discriminación Racial 
(CERD); El Relator Especial sobre formas 
contemporáneas de racismo, discriminación 
racial, xenofobia y formas conexas de intole-
rancia; el Grupo de Trabajo para Personas de 
Descendencia Africana; y la Experta Especial 
en Cuestión de Minorías.

En relación con las mujeres, tanto los orga-
nismos internacionales como el Estado co-
lombiano han identificado que este grupo 
pertenece también a los sujetos de especial 
protección. En este sentido, “la mujer es un 
sujeto de especial protección, de protección 
reforzada, al interior del cuerpo normativo 
constitucional. En consecuencia, no se en-
cuentra en la misma situación constitucional 
que el hombre que, si bien es un sujeto de 
protección constitucional, su protección no 
es especial ni reforzada”25. La Convención 
sobre la eliminación de todas las formas de 
discriminación contra la mujer o CEDAW, 
adoptada en 1979 por la Asamblea General 
de las Naciones Unidas, en su artículo 13 hace 
referencia a la necesidad de que los Estados 

24Ibidem
25Ver Corte Constitucional, Sentencia C-667 de 2006.  
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parte adopten “todas las medidas apropia-
das para eliminar la discriminación contra la 
mujer en otras esferas de la vida económica 
y social a fin de asegurar, en condiciones de 
igualdad entre hombres y mujeres, los mis-
mos derechos, en particular: a) El derecho a 
prestaciones familiares; b) El derecho a ob-
tener préstamos bancarios, hipotecas y otras 
formas de crédito financiero; c) El derecho a 
participar en actividades de esparcimiento, 
deportes y en todos los aspectos de la vida 
cultural” (ACNUDH, 1979). 

En concordancia con lo anterior, se emitió 
en 1999 el Protocolo Facultativo de la CE-
DAW, el cual fue ratificado por Colombia 
en 2007. Este “obliga a los Estados signata-
rios a reconocer la competencia del Comité 
para la Eliminación de la Discriminación 
contra la Mujer para recibir y considerar las 
quejas expresadas por personas o grupos or-
ganizados de la sociedad civil, lo que cons-
tituye un mecanismo exigente de rendición 
de cuentas en materia de actos de discrimi-
nación contra las mujeres, en comparación 
con el mecanismo vigente de presentación 
de informes periódicos”26.

Por su parte, los niños, niñas y adoles-
centes también constituyen un sujeto de 
especial protección. En la Convención 
sobre los derechos del niño, emitida el 
20 de noviembre de 1989, se reconoce 
en su preámbulo la latente necesidad de 
que exista “una protección jurídica y no 
jurídica del niño antes y después del na-

cimiento, la importancia del respeto de 
los valores culturales de la comunidad del 
niño y el papel crucial de la cooperación 
internacional para que los derechos del 
niño se hagan realidad” (UNICEF, 1989). 

Particularmente sobre los derechos cultura-
les, en el artículo 29 se genera una conexión 
entre la educación y la identidad cultural. 
Se estipula, específ icamente, que los Es-
tados parte reconocen y convienen que la 
educación del niño debe estar encaminada 
también a “inculcar al niño el respeto de sus 
padres, de su propia identidad cultural, de 
su idioma y sus valores, de los valores nacio-
nales del país en que vive, del país de que sea 
originario y de las civilizaciones distintas de 
la suya” (UNICEF, 1989). De igual forma, 
se reconoce en los artículos 30 y 31 el dere-
cho a participar de la vida cultural, así: 

Artículo 30. En los Estados en que exis-
tan minorías étnicas, religiosas o lingüís-
ticas o personas de origen indígena, no 
se negará a un niño que pertenezca a 
tales minorías o que sea indígena el dere-
cho que le corresponde, en común con 
los demás miembros de su grupo, a te-
ner su propia vida cultural, a profesar y 
practicar su propia religión, o a emplear 
su propio idioma. 

Artículo 31. 1. Los Estados Partes reco-
nocen el derecho del niño al descanso y el 
esparcimiento, al juego y a las actividades 
recreativas propias de su edad y a partici-

26Ver Observatorio de Igualdad de Género, CEPAL.  
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par libremente en la vida cultural y en las ar-
tes. 2. Los Estados Partes respetarán y pro-
moverán el derecho del niño a participar 
plenamente en la vida cultural y artística y 
propiciarán oportunidades apropiadas, en 
condiciones de igualdad, de participar en la 
vida cultural, artística, recreativa y de espar-
cimiento. (UNICEF, 1989) 

También es importante mencionar a las per-
sonas en condición de discapacidad. En la 
Convención sobre los derechos de las personas 
con discapacidad, específicamente en el artí-
culo 30, se reconoce su derecho a participar 
en la vida cultural y lo relativo a la produc-
ción artística y propiedad intelectual, así: 

1.	 Los Estados Partes reconocen el de-
recho de las personas con discapacidad 
a participar, en igualdad de condiciones 
con las demás, en la vida cultural y adop-
tarán todas las medidas pertinentes para 
asegurar que las personas con discapaci-
dad: a) Tengan acceso a material cultural 
en formatos accesibles; b) Tengan acce-
so a programas de televisión, películas, 
teatro y otras actividades culturales en 
formatos accesibles; c) Tengan acceso a 
lugares en donde se ofrezcan representa-
ciones o servicios culturales tales como 
teatros, museos, cines, bibliotecas y ser-
vicios turísticos y, en la medida de lo po-
sible, tengan acceso a monumentos y lu-
gares de importancia cultural nacional. 

2.	 Los Estados Partes adoptarán las 
medidas pertinentes para que las perso-
nas con discapacidad puedan desarrollar 
y utilizar su potencial creativo, artístico e 

intelectual, no sólo en su propio beneficio 
sino también para el enriquecimiento de 
la sociedad. 

3.	 Los Estados Partes tomarán todas las 
medidas pertinentes, de conformidad con 
el derecho internacional, a fin de asegurar 
que las leyes de protección de los derechos 
de propiedad intelectual no constituyan 
una barrera excesiva o discriminatoria para 
el acceso de las personas con discapacidad 
a materiales culturales. (ONU, 2008) 

En relación con la población migrante, la 
Convención internacional sobre la protec-
ción de los derechos de todos los trabajado-
res migratorios y de sus familiares establece 
que “los trabajadores migratorios gozarán de 
igualdad de trato respecto de los nacionales 
del Estado de empleo en relación con el acce-
so a la vida cultural y la participación en ella” 
(ACNUDH, 1990). 

Las personas mayores, es decir, de la tercera 
edad, se encuentran protegidas por la Con-
vención interamericana sobre la protección 
de los derechos humanos de las personas ma-
yores. Particularmente, en el artículo 21, se 
hace referencia al derecho a la cultura, así: 

La persona mayor tiene derecho a su identi-
dad cultural, a participar en la vida cultural y 
artística de la comunidad, al disfrute de los be-
neficios del progreso científico y tecnológico, 
y de otros productos de la diversidad cultural, 
así como a compartir sus conocimientos y 
experiencias con otras generaciones, en cual-
quiera de los contextos en los que se desarrolle. 
Los Estados Parte reconocerán, garantizarán y 
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protegerán el derecho a la propiedad intelec-
tual de la persona mayor, en condiciones de 
igualdad con los demás sectores de la pobla-
ción y de acuerdo con la legislación interna y 
los instrumentos internacionales adoptados 
en este ámbito. Los Estados Parte promoverán 
las medidas necesarias para asegurar el acceso 
preferencial de la persona mayor a los bienes 
y servicios culturales, en formatos y condicio-
nes asequibles. Los Estados Parte fomentarán 
programas culturales para que la persona ma-
yor pueda desarrollar y utilizar su potencial 
creativo, artístico e intelectual, para su bene-
ficio y para el enriquecimiento de la sociedad 
como agente transmisor de valores, conoci-
mientos y cultura. Los Estados Parte impul-
sarán la participación de las organizaciones de 
personas mayores en la planificación, realiza-
ción y divulgación de proyectos educativos 
y culturales. Los Estados Parte incentivarán, 
mediante acciones de reconocimiento y es-
tímulo, los aportes de la persona mayor a las 
diferentes expresiones artísticas y culturales.27

Declaración de Friburgo

La Declaración de Friburgo de 2007 tam-
bién resulta relevante para el cumplimiento 
del objetivo trazado para este documento. 
Si bien no brinda una definición concisa so-
bre los derechos culturales, sí define cultura, 
identidad cultural y comunidad cultural. 
Reconoce que los derechos culturales están 
dispersos en un gran número de instrumen-
tos de derechos humanos, por lo cual es im-
portante señalarlos, reunirlos para garantizar 

su coherencia, visibilidad y favorecer su cum-
plimiento, eficacia y respeto. En este sentido, 
se reconocen como derechos culturales los 
siguientes: 

1.Derecho a la identidad cultural y pa-
trimonial. 

2.A la identificación con la comunidad 
cultural. 
3.Al acceso y participación en la vida 
cultural. 

4.A la cooperación cultural. 

5.A la libertad de investigación, activi-
dad creadora y propiedad intelectual. 

6.A la participación en la formulación, 
aplicación y evaluación de las políticas 
culturales28.

Particularmente, la Declaración de Fri-
burgo identifica en su artículo 3 que “toda 
persona, individual o colectivamente, tie-
ne derecho: a. a elegir y a que se respete su 
identidad cultural, en la diversidad de sus 
modos de expresión. Este derecho se ejerce, 
en especial, en conexión con la libertad de 
pensamiento, conciencia, religión, opinión 
y de expresión”29 . 

Esta misma Declaración enuncia roles signifi-
cativos tanto para el sector público como para 
el civil y el privado en materia de exigibilidad 
de los derechos culturales. El reconocimien-

27Ver Convención Interamericana sobre la protección de los derechos humanos de las personas 
mayores, 2015. 
28Ver Declaración de Friburgo, 2007. 
29Ibidem.
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to de la relevancia de cada rol puede permi-
tir mayor agilidad en la puesta en marcha de 
proyectos orientados a proteger los derechos 
culturales: 

El respeto, la protección y la puesta en 
práctica de los derechos enunciados en la 
presente Declaración implican obligacio-
nes para toda persona y toda colectividad. 
Los actores culturales de los tres sectores, 
públicos, privados o civiles, tienen, en 
particular y en el marco de la gobernanza 
democrática, la responsabilidad de inte-
ractuar y, cuando sea necesario, de tomar 
iniciativas para: 

a.	 Velar por el respeto de los derechos 
culturales, y desarrollar modos de con-
certación y participación, con el fin de 
asegurar la puesta en práctica, en parti-
cular para las personas desaventajadas 
por su situación social o de pertenencia 
a una minoría;

b.	 Asegurar en particular el ejercicio in-
teractivo del derecho a una información 
adecuada, de manera que los derechos 
culturales puedan ser tenidos en cuenta 
por todos los actores de la vida social, eco-
nómica y política; 

c.	 Formar a su personal y sensibilizar a 
su público en la comprensión y el respeto 
del conjunto de los derechos humanos y 
en particular de los derechos culturales; 

d.	 Identificar y tomar en consideración 

la dimensión cultural de todos los dere-
chos humanos, con el fin de enriquecer la 
universalidad a través de la diversidad, y de 
promover que toda persona, individual o 
colectivamente, los haga propios.30

De igual forma, es importante mencionar 
que la Declaración de Friburgo, al igual que 
sus antecesores, genera una evidente com-
patibilidad entre los derechos culturales y 
su relación con la economía, así como en la 
influencia que estos derechos generan en los 
modos de vida y expresiones culturales de los 
individuos. En este sentido, se extienden las 
responsabilidades frente a los derechos cultu-
rales a los Estados, a los actores públicos y a las 
organizaciones internacionales, como actores 
responsables de velar por la exigibilidad de los 
derechos culturales. 

En suma, la intención de esta Declaración 
“alcanza gran significación por lograr re-
af irmar los derechos culturales como ex-
presión y exigencia de la dignidad huma-
na; considerar la dimensión cultural del 
conjunto de derechos humanos; estimarlo 
factor determinante para legitimar el desa-
rrollo sostenible; relacionar los derechos 
culturales; señalar los niveles para su puesta 
en práctica y señalar los responsables de su 
gobernanza democrática”31.

Observación General N.° 21 del Comité de 
Derechos Económicos, Sociales y Cultura-
les del PIDESC 

Por último, en lo relativo a instrumentos deri-
vados de la ONU, merece la pena mencionar 

30Ibidem.
31Ver Declaración de Friburgo, 2007
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la Observación General N.º 21, diseñada en 
el marco de las reuniones del Consejo Eco-
nómico y Social por parte del Comité de 
Derechos Económicos, Sociales y Cultura-
les en noviembre de 2009. Esta Observación 
comienza reconociendo que los derechos 
culturales “son parte integrante de los dere-
chos humanos y, al igual que los demás, son 
universales, indivisibles e interdependien-
tes”. En razón de lo anterior, “su promoción 
y respeto cabales son esenciales para mante-
ner la dignidad humana y para la interacción 
social positiva de individuos y comunidades 
en un mundo caracterizado por la diversi-
dad y la pluralidad cultural”32. 

Aunque esta observación se enfoca específi-
camente en el derecho a participar en la vida 
cultural, también reconoce que este se rela-
ciona directamente con los otros derechos 
culturales que se consagran en el artículo 15 
del Pacto, así como con el derecho a la edu-
cación y el derecho a la libre determinación 
de los pueblos.

La plena realización del derecho de toda 
persona a participar en la vida cultural 
requiere de la existencia de los siguientes 
elementos, sobre la base de la igualdad y la 
no discriminación: 

a)	 La disponibilidad es la presencia 
de bienes y servicios culturales que todo 
el mundo pueda disfrutar y aprovechar, 
en particular bibliotecas, museos, tea-

32Ver Observación General N.° 21 “Derecho de toda persona a participar en la vida cultural (ar-
tículo 15, párrafo 1 a), del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales”, 
2009. 
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tros, salas de cine y estadios deportivos; 
la literatura, incluido el folclore, y las ar-
tes en todas sus manifestaciones; espacios 
abiertos compartidos esenciales para la in-
teracción cultural, como parques, plazas, 
avenidas y calles; dones de la naturaleza, 
como mares, lagos, ríos, montañas, bos-
ques y reservas naturales, en particular su 
flora y su fauna, que dan a los países su ca-
rácter y su biodiversidad; bienes culturales 
intangibles, como lenguas, costumbres, 
tradiciones, creencias, conocimientos e 
historia, así como valores, que configuran 
la identidad y contribuyen a la diversidad 
cultural de individuos y comunidades. De 
todos los bienes culturales, tiene especial 
valor la productiva relación intercultural 
que se establece cuando diversos grupos, 
minorías y comunidades pueden compar-
tir libremente el mismo territorio. 

b)	 La accesibilidad consiste en dispo-
ner de oportunidades efectivas y concretas 
de que los individuos y las comunidades 
disfruten plenamente de una cultura que 
esté al alcance físico y financiero de todos, 
en las zonas urbanas y en las rurales, sin 
discriminación. Es fundamental a este res-
pecto dar y facilitar a las personas mayores, 
a las personas con discapacidad y a quienes 
viven en la pobreza acceso a esa cultura. 
Comprende también el derecho de toda 
persona a buscar, recibir y compartir in-
formación sobre todas las manifestaciones 
de la cultura en el idioma de su elección, 
así como el acceso de las comunidades a los 
medios de expresión y difusión.

c)	 La aceptabilidad implica que las 

leyes, políticas, estrategias, programas y 
medidas adoptadas por el Estado parte 
para el disfrute de los derechos culturales 
deben formularse y aplicarse de tal forma 
que sean aceptables para las personas y las 
comunidades de que se trate. A este res-
pecto, se deben celebrar consultas con esas 
personas y comunidades para que las me-
didas destinadas a proteger la diversidad 
cultural les sean aceptables. 

d)	 La adaptabilidad se refiere a la flexi-
bilidad y la pertinencia de las políticas, los 
programas y las medidas adoptados por el 
Estado parte en cualquier ámbito de la vida 
cultural, que deben respetar la diversidad 
cultural de las personas y las comunidades. 

e)	 La idoneidad se refiere a la realiza-
ción de un determinado derecho humano 
de manera pertinente y apta a un determi-
nado contexto o una determinada moda-
lidad cultural, vale decir, de manera que 
respete la cultura y los derechos cultura-
les de las personas y las comunidades, con 
inclusión de las minorías y de los pueblos 
indígenas. El Comité se ha referido en mu-
chas ocasiones al concepto de idoneidad 
cultural (o bien aceptabilidad o adecua-
ción cultural) en anteriores observaciones 
generales, particularmente en relación con 
los derechos a la alimentación, la salud, el 
agua, la vivienda y la educación. La forma 
en que se llevan a la práctica los derechos 
puede repercutir también en la vida y la di-
versidad culturales. El Comité desea recal-
car a este respecto la necesidad de tener en 
cuenta, en toda la medida de lo posible, los 
valores culturales asociados, entre otras 
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cosas, con los alimentos y su consumo, 
la utilización del agua, la forma en que se 
prestan los servicios de salud y educación, 
y la forma en que se diseña y construye la 
vivienda. (ONU, 2009)

En suma, esta Observación estipula que la 
cultura comprende, entre otras cosas: 

natural y el producido por el ser huma-
no, la comida, el vestido y la vivienda, así 
como las artes, costumbres y tradiciones, 
por los cuales individuos, grupos y co-
munidades expresan su humanidad y el 

sentido que dan a su existencia, y configu-
ran una visión del mundo que represen-
ta su encuentro con las fuerzas externas 
que afectan a sus vidas. La cultura refleja 
y configura los valores del bienestar y la 
vida económica, social y política de los 
individuos, los grupos y las comunidades. 
(ONU, 2009)

Los instrumentos antes mencionados, que 
hacen parte del Sistema Internacional de 
Derechos Humanos, pueden ser condensa-
dos en la siguiente tabla de relación: 

Tabla 1
Instrumentos que protegen los derechos culturales dentro del Sistema Internacional 
de los Derechos Humanos

Declaración Universal de 
los Derechos Humanos de 
1948

Art. 2. Toda persona tiene los derechos y libertades 
proclamados en esta Declaración, sin distinción 
alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión 
política o de cualquier otra índole, origen nacional o 
social, posición económica, nacimiento o cualquier 
otra condición. Además, no se hará distinción 
alguna fundada en la condición política, jurídica o 
internacional del país o territorio de cuya jurisdicción 
dependa una persona. 

Art. 27. Toda persona tiene derecho a tomar parte 
libremente en la vida cultural de la comunidad, 
a gozar de las artes y a participar en el progreso 
científico y en los beneficios que de él resulten. 
Toda persona tiene derecho a la protección de los 
intereses morales y materiales que le correspondan 
por razón de las producciones científicas, literarias o 
artísticas de que sea autora. 
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Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales-
PIDESC de 1966

El artículo 15 reconoce los siguientes como derechos 
culturales: a) Participar en la vida cultural; b) Gozar 
de los beneficios del progreso científico y de sus 
aplicaciones; c) Beneficiarse de la protección de los 
intereses morales y materiales que le correspondan 
por razón de las producciones científicas, literarias o 
artísticas de que sea autora.

Principios de Limburgo 
de 19866

En los Principios de Limburgo, se establecen tanto 
la naturaleza como el alcance de las obligaciones 
de las partes firmantes del Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales, y 
ponen de manifiesto que debe existir una atención 
diferencial hacia los sujetos de especial protección, 
como mujeres, niños, niñas y adolescentes, población 
indígena y étnica, y población migrante, entre otros.

Declaración Universal 
de la UNESCO sobre 
la diversidad cultural 
y otras estipulaciones 
sobre los derechos 
culturales de 2001. 

El artículo 1.° establece que diversidad cultural es un 
patrimonio común de la humanidad, en el sentido en 
que esta es “tan necesaria para el género humano 
como la diversidad biológica para los organismos 
vivos”. En este sentido, constituye el patrimonio 
común de la humanidad que debe ser reconocida 
y consolidada en beneficio de las generaciones 
presentes y futuras. Así, “resulta indispensable 
garantizar una interacción armoniosa y una voluntad 
de convivir de personas y grupos con identidades 
culturales a un tiempo plurales, variadas y dinámicas”. 

Declaración de Friburgo 
de 2007

Se reconocen como derechos culturales los 
siguientes: 1. Derecho a la identidad cultural y 
patrimonial; 2. A la identificación con la comunidad 
cultural; 3. Al acceso y participación en la vida 
cultural; 4. A la cooperación cultural; 5. A la libertad 
de investigación, actividad creadora y propiedad 
intelectual; y 6. A la participación en la formulación, 
aplicación y evaluación de las políticas culturales. ”. 
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Observación General 
N.° 21 del Comité de 
Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales del 
PIDESC de 2009

La plena realización del derecho de toda persona a 
participar en la vida cultural requiere de la existencia 
de los siguientes elementos, sobre la base de la 
igualdad y de la no discriminación: disponibilidad, 
accesibilidad, adaptabilidad, aceptabilidad e 
idoneidad. 

1.2.2.	 Sistema Interamerica-
no de los Derechos Huma-
nos

Se deben abordar, de igual forma, los instru-
mentos regionales en materia de derechos 
culturales. El punto más alto de la pirámide 
jerárquica en relación con la región de las 
Américas es la Convención Americana sobre 
Derechos humanos de 1972, ratificada en 
Colombia mediante la Ley 16 de 1972. En 
el capítulo tres, que trata sobre derechos eco-
nómicos, sociales y culturales, se aborda el 
concepto de desarrollo progresivo. El artícu-
lo 26 hace referencia a que los Estados parte 
de la Organización de Estados Americanos se 
comprometen a “adoptar providencias, tan-
to a nivel interno como mediante la coopera-
ción internacional, especialmente económi-
ca y técnica, para lograr progresivamente la 
plena efectividad de los derechos que se deri-
van de las normas económicas, sociales y so-
bre educación, ciencia y cultura, contenidas 
en la Carta de la Organización de los Estados 
Americanos”33. 

Es necesario mencionar que la Convención 

Americana no fue el primer acercamiento 
en la esfera regional de las Américas para re-
ferirse a los derechos culturales. Durante la 
IX Conferencia Internacional Americana, 
desarrollada en Bogotá en 1948, se emitió 
la Declaración Americana de los Derechos 
y Deberes del hombre, donde se reconoció 
que “es deber del hombre ejercer, mantener 
y estimular por todos los medios a su alcance 
la cultura, porque la cultura es la máxima ex-
presión social e histórica del espíritu” (OEA, 
1948). En el artículo 13 de esta Declaración 
se reconoció que “toda persona tiene el de-
recho de participar en la vida cultural de la 
comunidad, gozar de las artes y disfrutar de 
los beneficios que resulten de los progresos 
intelectuales y especialmente de los descubri-
mientos científicos. Tiene asimismo derecho 
a la protección de los intereses morales y ma-
teriales que le correspondan por razón de los 
inventos, obras literarias, científicas y artísti-
cas de que sea autor” (OEA, 1948).

En 1996, por medio de la Ley 319, se aprobó 
en Colombia el Protocolo Adicional a la Con-
vención Americana sobre Derechos Humanos 
en Materia de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales o Protocolo de San Salvador, sus-

33Ver Convención Americana sobre Derechos Humanos, art. 26, 1972. 



45

LOS DERECHOS CULTURALES EN COLOMBIA:

crito en San Salvador el 17 de noviembre de 
1988. En su artículo 14 se establecen algunos 
derechos relevantes para el enfoque de dere-
chos culturales expuesto hasta el momento: 

Los Estados Partes en el presente Proto-
colo reconocen el derecho de toda per-
sona a: a) Participar en la vida cultural y 
artística de la comunidad; b) Gozar de 
los beneficios del progreso científico y 
tecnológico; y c) Beneficiarse de la pro-
tección de los intereses morales y mate-
riales que le correspondan por razón de 
las producciones científicas, literarias o 
artísticas de que sea autora.34

Así mismo, se convoca a los Estados parte a 
adoptar medidas que aseguren el ejercicio y 

conservación del desarrollo, así como la difu-
sión de la ciencia, la cultura y el arte; también 
a respetar la libertad para las investigaciones 
científicas y actividades creadoras, y a su vez, 
propender hacia la cooperación internacional 
en cuestiones científicas, artísticas y culturales. 

De hecho, durante las diferentes Cumbres de 
las Américas, los derechos culturales no han 
sido dejados a un lado. Ejemplo de lo ante-
rior es una serie de recomendaciones y com-
promisos generados entre los Estados parte, 
como en el Plan de Acción de Quebec de 2001, 
que estipuló que los Estados miembro de la 
OEA se comprometerían a “a cooperar acti-
vamente entre las diversas instituciones, tan-
to a nivel nacional como internacional, para 
erradicar el tráfico ilícito de bienes culturales 

34Ver Organización de Estados Americanos, 1988 
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conforme a la Convención sobre las Medi-
das que Deben Adoptarse para Prohibir e 
Impedir la Importación, la Exportación y la 
Transferencia de Propiedad Ilícitas de Bienes 
Culturales de la Organización de las Nacio-
nes Unidas para la Educación, la Ciencia y la 
Cultura (UNESCO) de 1970” y que promo-
verían “la acción conjunta con las organiza-
ciones de la sociedad civil para implementar y 
apoyar políticas, planes y programas que pue-
dan fortalecer y promover la investigación, la 
recuperación, los estudios, la conservación, 
el mantenimiento, la restauración, el acceso 
a y la apreciación del patrimonio cultural y 
los bienes culturales mediante su adecuado 
cuidado, preservación y disfrute”35. En este 
mismo Plan de Acción se menciona también 
que los Estados parte de la OEA: 

Crearán un ambiente para fomentar la 
percepción y valoración de la diversidad 
cultural y lingüística de los países de las 
Américas, por varios medios, incluyendo 
mediante el uso de nuevas tecnologías de 
comunicación y el Internet; apoyarán, a 
través de una amplia colaboración, nue-
vos proyectos de medios de comunicación 
que promuevan el diálogo intercultural, 
mediante la producción y difusión de 
productos culturales destinados a la tele-
visión, el cine, la industria del disco, la in-
dustria editorial y los medios electrónicos; 
enriquecerán la diversidad del contenido 
cultural de estas industrias, inter-alia, me-

diante la preservación y restauración de 
bienes culturales y el rescate de aquellos 
adquiridos ilegalmente, de acuerdo a sus 
obligaciones internacionales.36

Durante la Declaración de Mar de Plata de 
2005, por su parte, los Estados reconocie-
ron “el vínculo importante entre el desarro-
llo y la cultura” y “que el apoyo a la cultura 
en sus dimensiones múltiples contribuye, 
entre otras cosas, a la preservación y pro-
tección del patrimonio histórico, al real-
ce de la dignidad e identidad de nuestros 
pueblos, a la creación de trabajo decente y 
la superación de la pobreza”37. De igual for-
ma, se hizo un ejercicio similar durante la 
VII Cumbre de las Américas en Ciudad de 
Panamá en 2015, donde los Estados se com-
prometieron a “reforzar los vínculos cultu-
rales en las Américas y promover la coopera-
ción para la preservación y la protección del 
patrimonio cultural tangible e intangible, 
reconociendo asimismo la importancia de 
la cultura y de las industrias creativas y cul-
turales en el desarrollo socioeconómico, la 
inclusión social, la diversificación de las eco-
nomías y para la generación de empleo”38. 

Cabe mencionar que los principales esfuer-
zos en materia de derechos culturales llevados 
a cabo por la OEA, a través de la Corte Intera-
mericana de Derechos Humanos, han estado 
directamente relacionados con los derechos 
de los pueblos indígenas, “reconociendo el 

35Ver Plan de Acción de Quebec, 2001.
36Ibidem. 
37Ver Declaración de Mar de Plata, 2005. 
38Ver VII Cumbre de las Américas en Ciudad de Panamá, 2015
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vínculo entre su derecho a la propiedad co-
lectiva y la preservación de sus características 
y tradiciones culturales” (OEA, 2021). Aun-
que, por otro lado, los derechos culturales 
y, en particular, el derecho a beneficiarse del 
progreso científico “ha cobrado una particu-
lar importancia en el contexto de la pandemia 
del COVID19, lo que se ha visto reflejado en 
los trabajos de la CIDH y de la REDESCA” 
(OEA, 2021).

Algo en lo que coinciden todos los instru-
mentos mencionados en este capítulo es que 

la educación juega un papel fundamental 
para la protección de los derechos culturales. 
Ejemplo de ello es que la Convención sobre la 
protección del patrimonio mundial cultural 
y natural de 1972 de la UNESCO establecie-
ra en su artículo 27 la necesidad de que los 
Estados partes hicieran todo lo posible por 
estimular el respeto y aprecio del patrimonio 
cultural y natural, priorizando programas 
educativos e informativos para informar de su 
relevancia y las amenazas latentes que pesan 
sobre los patrimonios. 
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1.3.	 Los derechos culturales según los instrumentos 
internacionales de derechos humanos 

Después de la exhaustiva revisión del mar-
co normativo que desarrollan los diferentes 
instrumentos internacionales en relación 
con los derechos humanos, se debe enten-
der que los derechos culturales son los dere-
chos relacionados con el arte, la cultura y el 
desarrollo científico que, al ser promovidos 
por el Sistema Internacional y los Estados, 
buscan garantizar que las personas y las 
comunidades tengan pleno acceso a la cul-
tura y puedan participar en las actividades 
relacionadas con los conceptos antes men-
cionados bajo las condiciones de igualdad, 
dignidad humana y no discriminación. Al-
gunos de estos derechos son:

1.	 Derecho a participar en la vida cul-
tural: 
Con este derecho se establece que toda 
persona tiene derecho a tomar parte, de 
manera libre, en la vida cultural de la comu-
nidad. Al igual que en otros instrumentos 
internacionales, la Observación General 21 
reconoce que este derecho hace referencia a 
“participar, en condiciones de igualdad, en 
las actividades culturales; al derecho a parti-
cipar en todos los aspectos de la vida cultu-
ral; al derecho a participar plenamente en la 
vida cultural y artística; al derecho de acceso 

a la vida cultural y participación en ella; y 
al derecho a participar, en igualdad de con-
diciones que las demás, en la vida cultural” 
(ONU, 2009). De igual forma, se recono-
ce la importancia de respetar los derechos 
a las minorías a disfrutar su propia cultura 
y a profesar y practicar su propia religión y 
creencias, emplear su idioma en cualquier 
esfera y a participar efectivamente de la vida 
cultural, haciendo énfasis en los derechos 
colectivos de los pueblos indígenas a pro-
teger y promover sus instituciones cultu-
rales, tierras ancestrales, recursos naturales 
y conocimientos tradicionales, así como el 
derecho al desarrollo. 

2.	 Derecho a la identidad y patrimo-
nio culturales: De acuerdo con la Decla-
ración de Friburgo de 2007, toda persona, 
tanto de forma individual como colectiva, 
tiene el derecho a elegir su propia identi-
dad cultural y a que esta sea respetada en la 
diversidad de sus modos de expresión. Por 
ello, guarda especial relación con el derecho 
al libre pensamiento, la libertad de cultos, 
de opinión y de expresión. En esta medida, 
los individuos tienen como derecho el co-
nocer y que se vea respetada su propia cul-
tura y las demás culturas que hacen parte 
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del patrimonio común de la humanidad. 

3.Derecho a la educación y formación: 
Como fue mencionado en la Observación 
General 21, los derechos culturales guardan 
especial relación con el derecho fundamen-
tal a la educación, en la medida en la que 
“toda persona, individual o colectivamen-
te, tiene derecho, a lo largo de su existencia, 
a una educación y a una formación que, 
respondiendo a las necesidades educativas 
fundamentales, contribuyan al libre y pleno 
desarrollo de su identidad cultural, siempre 
que se respeten los derechos de los demás 
y la diversidad cultural”39. Si bien este de-
recho fundamental no se limita exclusiva-
mente a los derechos culturales, está incor-
porado en los instrumentos internacionales 
destinados a su salvaguardia. Esto se debe a 
su estrecha vinculación con elementos tales 
como la identidad cultural, el patrimonio y 
el derecho a participar en la vida cultural. 

4.Derecho a la información y comuni-
cación: En concordancia con el derecho al 
acceso a la información y la libertad de ex-
presión, se incluye este derecho dentro de la 
categoría de derechos culturales, pues estos 
últimos deben incorporar también “la ex-
presión artística, la libertad de opinión e in-
formación, y el respeto a la diversidad cultu-
ral”, dado que “toda persona, individual o 
colectivamente, tiene derecho a recibir una 
información libre y pluralista, que contri-

buya al desarrollo pleno libre y completo de 
su identidad cultural en el respeto de los de-
rechos del otro y de la diversidad cultural”40

5.Derecho a la cooperación cultural: Este 
hace referencia a que los individuos tienen 
el derecho a participar, de manera demo-
crática, en el desarrollo cultural de las co-
munidades a las que pertenecen, así como 
a elaborar, poner en práctica y evaluar las 
decisiones que afectan el ejercicio de sus 
derechos culturales en los diferentes niveles 
donde estos están siendo aplicados o res-
guardados. 

6.Derecho a gozar de los beneficios del 
progreso científico: Tanto el progreso 
científico como sus aplicaciones abarcan 
un derecho al goce que se debe aplicar en 
todas las ciencias, como la vida, la física, la 
química, el comportamiento, las ciencias 
sociales, y las profesiones como la ingeniería 
y la salud. Con ella, se busca garantizar los 
siguientes elementos: “a. el acceso de todas 
las personas, sin discriminación, a los bene-
ficios de las ciencias y a su aplicación necesa-
rio para llevar una vida digna, incluyendo el 
conocimiento científico; b. oportunidades 
para todos de contribuir a la ciencia y a la 
investigación científica; c. el derecho a la in-
formación necesaria para que cada persona 
y comunidad pueda participar en la toma 
de decisiones respecto a las áreas propuestas 
de investigación y desarrollo, y d. el fomen-

39Ver Declaración de Friburgo, 2007
40Ver Declaración de Friburgo
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to de un entorno favorable a la conserva-
ción, desarrollo y difusión de la ciencia y 
la tecnología, así como a la libertad indis-
pensable para la investigación científica” 
(OHCHR, s. f.).

7.Derecho de toda persona a benefi-
ciarse de la protección de los intereses 
morales y materiales que le correspon-
dan por razón de las producciones cien-
tíficas, literarias o artísticas de que sea 
autora: Este derecho va en concordancia 
con lo establecido en el párrafo 2 del ar-
tículo 27 de la Declaración Universal de 
los Derechos Humanos cuando se esta-
blece que “Toda persona tiene derecho 
a la protección de los intereses morales y 

materiales que le correspondan por razón 
de las producciones científicas, literarias o 
artísticas de que sea autora” (art. 18).

8.	 Derecho a la indispensable liber-
tad para la investigación científica y la 
actividad creadora: De acuerdo con el 
Alto Comisionado de las Naciones Uni-
das para los Derechos Humanos, este de-
recho comprende “la libertad de buscar, 
recibir y difundir informaciones e ideas 
de toda índole, ‘en forma artística’, el de-
recho ‘a gozar de las artes’ y de la creati-
vidad de los otros, y comprende también 
obligaciones por los Estados de respetar 
la indispensable libertad para la actividad 
creativa” (OHCHR, 2013).
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1.4.	 Los derechos culturales en la 
jurisprudencia internacional

En este apartado se pretende revisar algunos 
fallos internacionales de órganos que velan 
por el respeto y exigibilidad de los derechos 
humanos, y en forma particular, de los dere-
chos culturales, con el fin de analizar la juris-
prudencia internacional que se ha desarrolla-
do en esta materia. 

El primer caso es el de la comunidad mayag-
na (sumo) awas tingni contra Nicaragua. Esta 
comunidad indígena, perteneciente al muni-
cipio de Waspán de este país, se encontraba 
en un proceso contencioso en contra del Go-
bierno nicaragüense frente a los derechos de 
propiedad sobre su territorio ancestral. El caso 
hace referencia a que, en 1992, sin haber apli-
cado el mecanismo de consulta previa y esta-
bleciendo que los territorios de ocupación de 
la comunidad indígena eran del Estado, le en-
tregó una concesión forestal a la empresa ma-
derera Solcarsa. En este sentido, “el Gobierno 
desatendió repetidamente las demandas de 
la comunidad para que demarcara y titulara 
su territorio ancestral. La ausencia de títulos 
de tierras, debida a la inacción del Gobierno, 
generó mucha incertidumbre acerca de los 
límites del territorio de la comunidad en rela-
ción con las comunidades vecinas, al tiempo 
que permitió la entrada de colonos en este te-

rritorio y disminuyó el pleno ejercicio de sus 
costumbres” (Barrera et al., 2012). 

Cuando se agotaron los recursos jurídicos do-
mésticos, la comunidad acudió a la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos en 
1996, y en vista de que las recomendaciones 
dictadas por este órgano fueron desatendidas 
por parte del Estado nicaragüense, en mayo 
de 1998 la Comisión se vio obligada a llevar 
el caso ante la Corte Interamericana de Dere-
chos Humanos. “Esta dictó Sentencia el 31 
de mayo de 2002 a favor de los derechos de la 
comunidad awas tingni y declaró que en este 
caso se causó una violación directa al artículo 
21 de la CadH: el derecho a la propiedad pri-
vada” (Barrera et al., 2012). A pesar de no esti-
pular explícitamente los derechos culturales, 
la violación del derecho a la propiedad privada 
sí tuvo directas implicaciones en las prácticas 
ancestrales culturales de esta comunidad. 

Por otro lado, se encuentra el fallo proferido 
por la Corte Internacional de Justicia en abril 
de 2022 sobre el litigio de Nicaragua contra 
Colombia, relativo a las “Supuestas Violacio-
nes de Derechos Soberanos y Espacios Maríti-
mos en el Mar Caribe”. En relación con este, 
a pesar de que se hace referencia a cuestiones 
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limítrofes, cabe destacar la conclusión pre-
sentada por la Cancillería de Colombia en 
materia de derechos culturales cuando se 
establece que en dicho fallo “se conservó 
la Zona Contigua Integral colombiana”, 
lo que implica que “la unidad, integridad 
e indivisibilidad del Archipiélago de San 
Andrés, Providencia, Santa Catalina y los 
Cayos, y todas las islas que lo conforman, 
se mantiene” y que “Colombia puede hacer 
protección de su patrimonio cultural sumer-
gido entre otras funciones”41

Es importante mencionar también las esti-
pulaciones realizadas por la Corte Interna-
cional de Justicia en lo que se refiere a los 
derechos que derivan del PIDESC en con-
textos de conflicto armado. En lo relacio-
nado con las consecuencias jurídicas de la 
construcción de un muro en el territorio pa-
lestino ocupado de 2004, esta corporación 
“expresó con una manifiesta rotundidad 
que en un contexto de ocupación militar, 
como es el caso en el conflicto entre Israel y 
Palestina, no sólo los PIDCP y el PIDESC 
son de aplicación sino que también reiteró 
un principio muy asentado en Derecho in-
ternacional según el cual ‘la jurisdicción en-
traña responsabilidad’” (Remi, 2016); esto 
es, “el Estado que ejerza el control sobre un 

territorio debe atenerse a las responsabilida-
des que puedan derivarse de dicho control”. 
Así, la Corte Internacional de Justicia esta-
bleció que existe una intrínseca responsabi-
lidad de garantizar, por parte de un Estado, 
no solo los derechos civiles y políticos, sino 
también los derechos económicos, sociales 
y culturales, incluso “cuando éste ejerce su 
jurisdicción fuera de su propio territorio 
como ha podido observarse en relación con 
el control efectivo por parte de Israel de los 
territorios Palestinos de la Rivera Occidental 
y de la Franja de Gaza” (Remi, 2016). 

En suma, aunque los esfuerzos por proteger 
los derechos humanos en instancias inter-
nacionales como la Corte Internacional de 
Justicia y la Corte Interamericana de Dere-
chos Humanos han sido extensos, no puede 
decirse lo mismo en relación específica con 
los derechos culturales. Por consiguiente, es 
necesario seguir llevando a estas corporacio-
nes los casos que limitan la capacidad de los 
pueblos de ejercer correctamente sus dere-
chos enunciados en el PIDESC, sobre todo 
si se respetan los principios rectores que ca-
racterizan a los derechos culturales: univer-
salidad, indivisibilidad e interdependencia. 

41Ver Corte Constitucional, Sentencia C-269/14. 
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CAPÍTULO 2. LOS DERECHOS 
CULTURALES EN COLOMBIA

2.1.	 LA EVOLUCIÓN CONSTITUCIONAL DE 
LOS DERECHOS CULTURALES EN COLOMBIA 

La tradición constitucionalista de Colombia 
se remonta a la época neogranadina, pero 
identificar su origen se ha convertido en una 
tarea compleja debido a la diversidad en los 
procesos de constitución de la Nueva Grana-
da, pues cada provincia se enfocó en dar sus 
pasos de forma individual hacia la confor-
mación de sus propias juntas de gobierno y, 
con ello, poder declarar su independencia. En 
este contexto, la idea de unidad nacional no 
existía, pero el interés por establecer una carta 
política que diera lineamientos para la transi-
ción hacia la independencia sí se encontraba 
presente (Amaya, 2019). 

La Constitución de Cúcuta o Constitución 
de la Gran Colombia de 1821 es la primera 
Carta Política que incorpora el concepto de 
cultura y la idea de promoción de la ciencia y 
las artes en sus líneas. En su artículo 19, se ins-
ta a “promover por leyes la educación pública 
y el progreso de las ciencias, las artes y los es-
tablecimientos útiles, y conceder por tiempo 
limitado derechos exclusivos para su estímulo 

y fomento” (Departamento Administrativo 
de la Función Pública – DAFP-, 1821). En 
su artículo 178, por otro lado, se reconoce 
que “ningún género de trabajo, de cultura, de 
industria o de comercio será prohibido a los 
colombianos, excepto aquellos que ahora son 
necesarios para la subsistencia de la Repúbli-
ca, que se libertarán por el Congreso cuando 
lo juzgue oportuno y conveniente” (DAFP, 
1821). Esto representa un esfuerzo desde la fi-
gura de la autoridad política en función de los 
derechos culturales que aún no habían sido 
reconocidos o identificados en ningún ins-
trumento político internacional o nacional.

En la Constitución de 1830 nuevamente se 
desconoce la existencia de otras prácticas, tra-
diciones y creencias religiosas que pudieran 
existir en el territorio de la Nueva Granada, 
cuando en su artículo 6 se establece que “la 
religión Católica, Apostólica, Romana es la 
religión de la República” (DAFP, 1830). Sin 
embargo, aunque no se hiciera tampoco re-
ferencia a los conceptos de patrimonio y cul-
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tura, como sí ocurrió con sus antecesoras, en 
esta Constitución se continúa poniendo de 
manifiesto la importancia de la educación, 
sobre todo en la ciencia y las artes, pues en su 
artículo 16 se insta a “promover por leyes la 
educación pública en las universidades y co-
legios nacionales; el progreso de las ciencias 
y artes; y los establecimientos de utilidad ge-
neral y conceder por tiempo limitado privile-
gios exclusivos para su estímulo y fomento” 
(DAFP, 1830).

En el siguiente esfuerzo constitucional, que 
se materializa en la Constitución de la Nueva 
Granada de 1832, nuevamente se protegen 
solo las creencias de aquellos ciudadanos que 
se autoidentificaban como católicos, pues en 
el artículo 15 se instituye que “es también un 
deber del gobierno proteger a los granadinos 
en el ejercicio de la religión católica, apostóli-
ca, romana” (DAFP, 1832). De igual forma, 
coincide con lo estipulado en su antecesora 
cuando se establece la necesidad de “pro-
mover y fomentar la instrucción pública, el 
progreso de las ciencias y artes, los estableci-
mientos de utilidad general, y conceder por 
tiempo limitado privilegios exclusivos para 
su estímulo y fomento” (DAFP, 1832). 

La Constitución Política de 1843, por su 
parte, reemplazó los esfuerzos de la Consti-
tución de 1832, y es el primer momento en 
el que se reconoce a las mujeres como gra-
nadinas, pero no en cualquier caso: particu-
larmente, cuando las mujeres libres no gra-
nadinas se hayan casado o se casaren con un 
granadino podrían optar a recibir el título de 
naturalizadas como granadinas; sin embargo, 
el rol de ciudadano seguía estando reservado 

solo a los hombres, mayores de 21 años, que 
pudieran leer y escribir, y que fueran due-
ños de bienes raíces en territorio de la Nueva 
Granada. En este sentido, continuaba exis-
tiendo, para este momento, un alto grado de 
discriminación, no solo de identidad de gé-
nero, sino también de acceso a la educación y 
a recursos económicos.

Esta Constitución, sin lugar a dudas, repre-
senta un retroceso en materia de aquellos 
que hoy en día se reconocen como derechos 
culturales, pues en ella se dejan por fuera los 
elementos que habían sido incorporados en 
las anteriores constituciones en lo relativo 
a educación, ciencia, artes, cultura y patri-
monio. La única mención que existe a ele-
mentos de artes y ciencias se encuentra en el 
artículo 13, cuando se concede, por tiempo 
limitado, “privilegios exclusivos, o las ven-
tajas o indemnizaciones convenientes, con 
el f in de promover la realización o mejora 
de empresas u obras públicas interesantes a 
la Nación, o el establecimiento de artes o in-
dustrias desconocidas en la Nueva Granada, 
así como el adelanto de las artes o industrias 
ya conocidas” (DAFP, 1843).

Diez años más tarde, con la Carta Constitu-
cional de la República de la Nueva Granada 
de 1853, se presenta un verdadero avance en 
materia de derechos culturales a pesar de su au-
sencia de reconocimiento tácito. En esta Carta 
Constitucional se establece que en la Repú-
blica de la Nueva Granada existirá “la libertad 
de industria y de trabajos, con las restricciones 
que establezcan las leyes”, así como la libertad 
de cultos: “la profesión libre, pública o privada 
de la religión que a bien tengan, con tal que no 
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turben la paz pública, no ofendan la sana moral, 
ni impidan a los otros el ejercicio de su culto” 
(DAFP, 1853, artículo 5). Dentro de los prin-
cipales artículos a destacar que son objeto de 
estudio del alcance de los derechos humanos y 
los derechos culturales, en esta Carta Política se 
manifiestan los siguientes:

Art. 7. La expresión libre del pensamien-
to; entendiéndose que por la imprenta es 
sin limitación alguna; y por la palabra y los 
demás hechos, con las únicas que hayan 
establecido las leyes; 

Art. 8. El derecho de reunirse pública o 
privadamente, sin armas; para hacer pe-
ticiones a los funcionarios o autoridades 
públicas, o para discutir cualesquiera 
negocios de interés público o privado, y 
emitir libremente y sin responsabilidad 
ninguna su opinión sobre ellos. Pero cual-
quiera reunión de ciudadanos que, al ha-
cer sus peticiones, o al emitir su opinión 
sobre cualesquiera negocios, se arrogue 
el nombre o la voz del pueblo, o preten-
da imponer a las autoridades su voluntad 
como la voluntad del pueblo, es sediciosa; 
y los individuos que la compongan serán 
perseguidos como culpables de sedición. 
La voluntad del Pueblo sólo puede expre-
sarse, por medio de los que lo representan, 
por mandato obtenido conforme a esta 
Constitución;

Art. 10. La igualdad de todos los derechos 
individuales; no debiendo ser reconocida 
ninguna distinción proveniente del naci-
miento, de título nobiliario, o profesional, 
fuero o clase. (DAFP, 1853) 

A pesar de estos avances, la Carta Constitu-
cional de 1853 coincide con su antecesora en 
dejar de lado lo relativo a la promoción de la 
educación, la ciencia y las artes. Pero cinco 
años más tarde se retomaría nuevamente el es-
fuerzo por consolidar una Constitución para 
la entonces llamada Confederación Granadi-
na. En la Constitución de 1858, en su artícu-
lo 11, se prohíbe al Gobierno “intervenir en 
asuntos religiosos” (DAFP, 1858); asimismo, 
se reconoce, por primera vez de forma explí-
cita, que existen unos derechos individuales, 
de los cuales son competencia de los derechos 
humanos y culturales, los siguientes: 

Artículo 43. Son atribuciones del presi-
dente de la Confederación: 
Numeral 14. Conceder patentes garan-
tizando por determinado tiempo la pro-
piedad de las producciones literarias de 
las invenciones útiles aplicables a nuevas 
operaciones industriales, o a la perfec-
ción de las existentes, a los autores de 
dichas producciones o invenciones;

Artículo 56. La Confederación reconoce 
a todos los habitantes y transeúntes:
Numeral 2. La libertad individual, que 
no reconoce otros límites que la libertad 
de otro individuo; es decir, la facultad de 
hacer u omitir todo aquello de cuya eje-
cución u omisión no resulte daño a otro 
individuo o a la comunidad, conforme a 
las leyes;
Numeral 4. La libertad de expresar sus 
pensamientos por medio de la imprenta, 
sin responsabilidad de alguna clase;
Numeral 6. La libertad de ejercer su in-
dustria y de trabajar sin usurpar la indus-
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tria cuya propiedad hayan garantizado 
temporalmente las leyes a los autores de 
inventos útiles, ni las que se reserven la 
Confederación y los Estados como arbi-
trios rentísticos, ni embarazar las vías de 
comunicación, ni atacar la salubridad;
Numeral 7. La libertad de dar o recibirla 
[sic] instrucción que a bien tengan, en 
los establecimientos que no sean costea-
dos con fondos públicos;
Numeral 10. La profesión libre, pública 
o privada de cualquier religión; pero no 
será permitido el ejercicio de actos que 
turben la paz pública, o que sean califica-
dos de punibles por leyes preexistentes. 

Artículo 67. Los bienes y rentas de los 
establecimientos públicos de educación, 
beneficencia y caridad, no podrán ser 
gravados con contribuciones directas 
por la Confederación ni por los Estados. 
(DAFP, 1858)

En la Constitución Política para los Estados 
Unidos de Colombia, emitida en 1863, se 
reconoce nuevamente el derecho a la liber-
tad individual en el artículo 15, numeral 3, 
entendida como aquella “que no tiene más 
límites que la libertad de otro individuo; 
es decir, la facultad de hacer u omitir todo 
aquello de cuya ejecución u omisión no 
resulte daño a otro individuo o a la comu-
nidad” (DAFP, 1863) y otras disposiciones 
para los derechos individuales contenidas 
en el mismo artículo, en los numerales 6, 7, 
9 y 10: 

Numeral 6. La libertad absoluta de im-
prenta y de circulación de los impresos, 

así nacionales como extranjeros;
Numeral 7. la libertad de expresar sus 
pensamientos de palabra o por escrito 
sin limitación alguna;
Numeral 9. La libertad de ejercer toda 
industria y de trabajar sin usurpar la in-
dustria de otro, cuya propiedad hayan 
garantizado temporalmente las leyes a 
los autores de inventos útiles, ni las que 
se reserven la Unión o los Estados como 
arbitrios rentísticos; y sin embarazar las 
vías de comunicación, ni atacar la seguri-
dad ni la salubridad;
Numeral 10. La igualdad y, en conse-
cuencia, no es lícito conceder privilegios 
o distinciones legales, que cedan en puro 
favor o beneficio de los agraciados; ni im-
poner obligaciones especiales que hagan 
a los individuos a ellas sujetos de peor 
condición que los demás;
Numeral 16. La profesión libre, pública 
o privada, de cualquier religión; con tal 
que no se ejecuten hechos incompatibles 
con la soberanía nacional, o que tengan 
por objeto turbar la paz pública. (DAFP, 
1863)

Para finalizar esta revisión de la evolución 
constitucional de Colombia, se debe tener 
en cuenta la Constitución Política de 1886, 
antecesora de la actual Carta Política que 
rige al Estado colombiano y sus ciudada-
nos. En ella, por primera vez, aparece como 
elemento importante la propiedad literaria 
y artística, siendo este tipo de propiedad 
protegida por el artículo 35: “Será protegi-
da la propiedad literaria y artística, como 
propiedad transferible, por el tiempo de la 
vida del autor y ochenta años más, mediante 
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las formalidades que prescriba la ley” (DAFP, 
1886). No obstante, se mantienen elementos 
de otras constituciones como los estipulados 
en el artículo 39, que establece que “nadie 
será molestado por razón de sus opiniones 
religiosas, ni compelido por las autoridades 
a profesar creencias ni a observar prácticas 
contrarias a su conciencia” (DAFP, 1886); 
el artículo 40, que dicta que “es permitido 
el ejercicio de todos los cultos que no sean 
contrarios a la moral cristiana ni a las leyes. 
Los actos contrarios a la moral cristiana o 
subversivos del orden público, que se ejecu-
ten con ocasión o pretexto del ejercicio de un 
culto, quedan sometidos al derecho común” 

(DAFP, 1886);; el artículo 41, que establece 
que “la educación pública será organizada 
y dirigida en concordancia con la Religión 
Católica” (DAFP, 1886), y el artículo 120, 
numeral 20, que dicta que le corresponde 
al presidente de la República “conceder pa-
tentes de privilegio temporal a los autores 
de invenciones o perfeccionamientos útiles, 
con arreglo a las leyes” (DAFP, 1886). Pese 
a lo anterior, se dejan por fuera elementos 
como el patrimonio, el acceso y promoción 
de la ciencia y las artes, e incluso, el fomento 
de espacios, liderados desde el Estado, para 
promover la ciencia y las artes. 

Gráfica 1. 
Línea de tiempo de evolución constitucional sobre los derechos culturales 
en Colombia (1810-1886) 

Fuente: Elaboración propia a partir de la revisión de bibliografía. 
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Es así como se evidencia que, 
aunque los esfuerzos no fueron 

muchos, si se empezaron a 
reconocer algunos elementos 
pertenecientes a los derechos 

culturales desde antes de la 
consolidación de la Constitución 

Política de 1991. 
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2.2.	 Los derechos culturales en la Constitución 
Política de Colombia de 1991

El Estado colombiano, en concordancia con 
sus posturas frente a cooperación internacio-
nal, se ha ocupado no solo de firmar y ratificar 
diferentes instrumentos internacionales para 
la protección de los derechos culturales, sino 
también de asumir posturas de liderazgo en 
esta materia. Sin embargo, es necesario abor-
dar cómo estos instrumentos se trasladan a 
marcos normativos mucho más vinculantes 
para el Estado como la Constitución Política 
de 1991, diferentes leyes y decretos naciona-
les, así como el diseño de políticas públicas 
para velar por la protección y promoción de 
los derechos culturales como algo vital para el 
desarrollo de los derechos humanos. 

En el artículo 1 de la Constitución Política de 
Colombia, se hace una primera mención al 
factor de diversidad cultural como derecho, 
cuando se reconoce que Colombia es un Esta-
do social de derecho y una República unitaria 
“fundada en el respeto de la dignidad humana, 
en el trabajo y la solidaridad de las personas y en 
la prevalencia del interés general”. Más especí-
ficamente, en el artículo 7, se estableció que “el 

Estado reconoce y protege la diversidad étnica y 
cultural de la Nación colombiana”42. 

En el artículo 8, se establece incluso que es una 
obligación del Estado colombiano y de todas 
las personas proteger las riquezas culturales y 
naturales del país; y que, aunque el castellano 
es el idioma oficial, “las lenguas y dialectos de 
los grupos étnicos son también oficiales en sus 
territorios. La enseñanza que se imparta en las 
comunidades con tradiciones lingüísticas pro-
pias será bilingüe”43.

Esta es una obligación fundamental si se tiene 
en cuenta la diversidad cultural, de tradicio-
nes, lenguas y prácticas ancestrales, así como la 
biodiversidad y existencia de patrimonios cul-
turales muebles e inmuebles, tangibles e intan-
gibles que posee Colombia. Particularmente, 
1.905.617 personas se autorreconocen como 
indígenas de acuerdo al censo poblacional y 
de vivienda realizado por el DANE en 2018, y 
a su vez, se identificó que la población encues-
tada informa pertenecer a 115 pueblos indíge-
nas nativos, sumados a los pueblos indígenas 

42Ver Constitución Política de Colombia, 1991. 
43Ibidem. 
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en aislamiento voluntario jurumi, passe y yuri, 
que no fueron censados y se respetó su dere-
cho a permanecer en dicha condición, dando 
cumplimiento a la normatividad vigente: De-
creto Ley 4633 de 2011 y reglamentado por 
el Decreto 1232 de 2018, de protección a los 
pueblos indígenas en aislamiento voluntario 
(DANE, 2019). 

Frente a los pueblos negros, afrocolombia-
nos y raizales, el mismo ejercicio de censo del 
DANE establece que 2.982.224 habitantes 
de Colombia se autorreconocen como miem-
bros de estas minorías étnicas. La gran mayo-
ría de esta población de especial protección se 
encuentra ubicada en los departamentos de 
Valle del Cauca, Chocó, Bolívar, Antioquia, 
Cauca, Nariño, Cesar y Atlántico. 

Particularmente, se hace mención a los dere-
chos culturales en el Capítulo II de la Carta 
Magna, así: En el artículo 44, sobre los dere-
chos fundamentales de los niños, se identifica 
que estos tienen derecho a la educación, a la 
cultura y a la libre expresión de su opinión, 
siendo protegidos y gozando de los demás 
derechos consagrados en la Constitución, 
las leyes y los tratados internacionales que 
hayan sido y sean ratificados por Colombia. 
El artículo 61 menciona el rol del Estado en 
la protección de la propiedad intelectual y el 
artículo 63 hace referencia a que “los bienes 
de uso público, los parques naturales, las tie-
rras comunales de grupos étnicos, las tierras 

de resguardo, el patrimonio arqueológico de 
la Nación y los demás bienes que determine 
la ley, son inalienables, imprescriptibles e in-
embargables”44. En el artículo 67 se hace men-
ción al derecho a la educación y su función 
social, con el fin de que se provea el acceso al 
conocimiento, a la ciencia, a la técnica y demás 
bienes y valores de la cultura. 

Sin embargo, los artículos que presentan de 
forma explícita los derechos culturales como 
derechos humanos de los ciudadanos colom-
bianos son los artículos 70, 71 y 72, a saber: 

Artículo 70. El Estado tiene el deber de 
promover y fomentar el acceso a la cultu-
ra de todos los colombianos en igualdad 
de oportunidades, por medio de la educa-
ción permanente y la enseñanza científica, 
técnica, artística y profesional en todas las 
etapas del proceso de creación de la iden-
tidad nacional. La cultura en sus diversas 
manifestaciones es fundamento de la na-
cionalidad. El Estado reconoce la igualdad 
y dignidad de todas las que conviven en el 
país. El Estado promoverá la investigación, 
la ciencia, el desarrollo y la difusión de los 
valores culturales de la Nación.

Artículo 71. La búsqueda del conocimien-
to y la expresión artística son libres. Los 
planes de desarrollo económico y social in-
cluirán el fomento a las ciencias y, en gene-
ral, a la cultura. El Estado creará incentivos 

44Ver Constitución Política de Colombia, 1991
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para personas e instituciones que desarro-
llen y fomenten la ciencia y la tecnología 
y las demás manifestaciones culturales y 
ofrecerá estímulos especiales a personas e 
instituciones que ejerzan estas actividades.

Artículo 72. El patrimonio cultural de la 
Nación está bajo la protección del Estado. 
El patrimonio arqueológico y otros bienes 
culturales que conforman la identidad 
nacional, pertenecen a la Nación y son 
inalienables, inembargables e imprescrip-
tibles. La ley establecerá los mecanismos 
para readquirirlos cuando se encuentren 
en manos de particulares y reglamentará 
los derechos especiales que pudieran tener 

los grupos étnicos asentados en territorios 
de riqueza arqueológica.45

Estos tres artículos se encuentran perfecta-
mente alineados con los derechos culturales 
identificados y reconocidos en los instrumen-
tos internacionales antes mencionados, como 
el relativo al derecho a participar de la vida 
cultural, gozar de los beneficios del progreso 
científico y artístico, que exista libertad para 
el ejercicio creador de ciencia y arte, y prote-
ger el patrimonio cultural. Esto implica que 
el Estado colombiano ha logrado reconocer, 
desde la Constitución Política, la importan-
cia y relevancia que tienen los derechos cul-
turales en el marco de los derechos humanos. 

45Ver Constitución Política de Colombia, 1991
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2.3.	 Los derechos culturales en la jerarquía 
normativa de Colombia

Además de la Constitución Política, Colom-
bia ha emitido una serie de leyes y decretos 
que abarcan, a mayor profundidad, los dere-
chos culturales. Ejemplo de ello es la Ley 397 
de 1997 o Ley General de Cultura46, por me-
dio de la cual se desarrollan los artículos 70, 
71 y 72 de la Constitución Política y se dictan 
normas sobre patrimonio cultural y estímu-
los a la cultura. Tal es la importancia de esta 
ley que de ella nace el Ministerio de Cultura 
como ente encargado de velar por este elemen-
to dentro del territorio nacional .47

La Ley 397 o Ley General de Cultura realiza 
un esfuerzo importante por definir el con-
cepto de cultura para el Estado colombiano. 
En ella se define como “el conjunto de rasgos 
distintivos, espirituales, materiales, intelectua-
les y emocionales que caracterizan a los gru-
pos humanos y que comprende, más allá de 
las artes y las letras, modos de vida, derechos 
humanos, sistemas de valores, tradiciones y 
creencias”48. De igual forma, se establece que 
la cultura, en sus diversas manifestaciones, se 

convierte en un fundamento para la naciona-
lidad y para la actividad propia de la sociedad 
en su conjunto, pues es un proceso que se 
genera tanto en la esfera individual como en 
la colectiva, y sus diferentes manifestaciones, 
por tanto, contribuyen a la construcción de la 
identidad y la cultura de Colombia como país. 
En lo relacionado con el derecho al patrimo-
nio cultural, el artículo 4 de la Ley General 
de Cultura49 establece que este se encuentra 
constituido por: 

Todos los bienes y valores culturales que 
son expresión de la nacionalidad colom-
biana, tales como la tradición, las costum-
bres y los hábitos, así como el conjunto de 
bienes inmateriales y materiales, muebles e 
inmuebles, que poseen un especial interés 
histórico, artístico, estético, plástico, arqui-
tectónico, urbano, arqueológico, ambien-
tal, ecológico, lingüístico, sonoro, musical, 
audiovisual, f ílmico, científico, testimo-
nial, documental, literario, bibliográfico 
museológico, antropológico y las manifes-

46Esta Ley fue modificada por medio de la Ley 1185 de 2008. 
47Ver Ley 397 de 1997, arts. 66, 67, 68, 69, 70, 71 y 72. 
48Ver Ley 397 de 1997, art. 1. 

49Parcialmente modificado por el artículo 1 de la Ley 1185 de 2008. 
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taciones, los productos y las representa-
ciones de la cultura popular.50

Teniendo en cuenta la definición anterior, en 
esta ley se reconoce como obligación del Esta-
do “valorar, proteger y difundir el patrimonio 
cultural de la nación”, así como el ejercicio de 
impulsar y estimular todos los “procesos, pro-
yectos y actividades culturales en un marco de 
reconocimiento y respeto por la diversidad y 
variedad cultural de la Nación colombiana”51.

Por su parte, el artículo 17 de esta ley hace 
referencia al fomento de las artes y demás ex-
presiones culturales, en concordancia con el 
derecho a participar de la vida cultural y el de-
recho a la creación, divulgación y preservación 
de las actividades creadoras y artísticas. En este 
artículo, se establece que el Estado, a través del 
Ministerio de Cultura y de las entidades terri-
toriales, tiene la responsabilidad de promover 
las artes en todas sus formas y las demás mani-
festaciones simbólicas “como expresión libre 
y primordial del pensamiento del ser humano 
que construye en la convivencia pacífica”52.

En cuanto a la organización para velar por los 
derechos culturales de la Nación, se estipula 
en la Ley General de Cultura la creación del 
Sistema Nacional de Cultura53, identificado 
como el conjunto de instancias y procesos de 
desarrollo institucional que posibilitan el de-
sarrollo cultural y el acceso de la comunidad a 
bienes y servicios culturales, según los princi-

pios de descentralización, participación y au-
tonomía. Este Sistema está conformado por 
el Ministerio de Cultura, los consejos muni-
cipales, distritales y departamentales de cultu-
ra, fondos mixtos de promoción de la cultura 
y de las artes, y todas aquellas entidades, tanto 
públicas como privadas, que desarrollen, fi-
nancien, fomenten o ejecuten cualquier tipo 
de actividad cultural. 

La Ley General de Cultura fue modificada 
por la Ley 1185 de 2008; esta ley modifi-
catoria constituye uno de los avances más 
importantes para velar por la protección y 
salvaguardia del Patrimonio Cultural de la 
Nación. La Ley 1185 de 2008, “Por la cual se 
modifica y adiciona la Ley 397 de 1997 –Ley 
General de cultura- y se dictan otras disposi-
ciones”, modifica y adiciona la mayoría de los 
artículos relativos al patrimonio cultural en la 
Ley 397 de 1997. Con la promoción de esta 
Ley, el Ministerio de Cultura buscaba: 

[…] fijar procedimientos únicos para la 
protección y salvaguardia del Patrimonio 
Cultural de la Nación, basado en un prin-
cipio de coordinación garantizado por un 
Sistema Nacional de Patrimonio Cultu-
ral, cuya creación obedece a la necesidad 
de articular todo lo relativo al Patrimonio 
Cultural de la Nación de una manera co-
herente y orientada, dándole prioridad al 
interés general sobre los intereses particu-
lares y evitando que las decisiones trascen-

50Ver Ley 397 de 1997, art. 1.
51Ver Ley 397 de 1997, art. 1.
52Ibidem.
53Ver Ley 397 de 1997, art. 57. 
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dentales en este campo sean tomadas sin 
que se consulte a las comunidades y colec-
tividades creadoras o identificadas con los 
bienes y manifestaciones que constituyen 
este patrimonio cultural.54

Adicional a lo anterior, esta ley estableció una 
actualización de la definición de patrimonio 
cultural de acuerdo con la Ley 397 de 1997. 
Así, “define un régimen especial de salvaguar-
dia, protección, sostenibilidad, divulgación y 
estímulo para los BICs55 y las manifestaciones 
de la Lista Representativa, crea el Consejo Na-
cional de Patrimonio y define procedimientos 
para las declaratorias de BICs, para las inter-
venciones de BIC, para el diseño y aplicación 
de los Planes Especiales de Manejo y Protec-
ción de BIC, y para la exportación y enajena-
ción de bienes muebles de interés cultural” .56

Los aportes más importantes de esta Ley se 
encuentran, en primer lugar, en el artículo 
8 sobre el patrimonio cultural inmaterial, 
pues establece no solo una definición para 
este concepto, sino que también crea la lis-
ta representativa de patrimonio cultural 
inmaterial, los planes de salvaguardia, obli-
gatorios para las manifestaciones de esta 
lista, y entrega lineamientos para la identi-
ficación de manifestaciones del patrimonio 
cultural inmaterial. En segunda instancia, 
como elemento a destacar, se encuentra que 
esta ley crea un régimen de estímulos al pa-

trimonio cultural, que ya existía desde la ex-
pedición de la Ley General de Cultura, pero 
que no había sido desarrollada. 

Por su parte, el Decreto Único Reglamen-
tario 1080 de 2015, por medio del cual se 
expide el Decreto Único Reglamentario del 
Sector Cultura, tiene por objetivo “compi-
lar la normatividad expedida por el Gobier-
no Nacional en ejercicio de las facultades 
reglamentarias conferidas por el numeral 11 
del artículo 189 de la Constitución Política, 
para la cumplida ejecución de las leyes del 
sector Cultura”57. Este ha sido el ejercicio 
de compilación más reciente de todos los 
aspectos jurídicos que se relacionan con el 
sector cultural de Colombia y contiene el 
eje básico de la legislación del país en rela-
ción con el patrimonio cultural inmaterial. 

Vale la pena mencionar otras leyes, decretos y 
resoluciones que cobijan los derechos cultu-
rales en sus diferentes categorías:
 

•	 La Ley 594 de 2000 o Ley General de 
Archivos, mediante la cual se garanti-
za la salvaguardia y difusión del patri-
monio documental colombiano;

•	 La Ley 814 de 2003, que busca que se 
procure afianzar el objetivo de propi-
ciar un desarrollo progresivo, armó-
nico y equitativo de cinematografía 

54Ver Ley 1185 de 2008. 
55Esta sigla se refiere a los bienes de interés cultural.
56Ver Ley 1185 de 2008. 
57Ver Decreto 1080 de 2015.
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nacional y, en general, promover la ac-
tividad cinematográfica en Colombia;

•	 La Ley 1185 de 2008, que modifica la 
Ley 397 o Ley General de Cultura; 

•	 La Ley 1037 de 2006, por medio de la 
cual se aprueba la “Convención para 
la Salvaguardia del Patrimonio Cul-
tural Inmaterial”, aprobada por la 
Conferencia General de la Unesco en 
su XXXII reunión, celebrada en París;

•	 La Ley 1493 de 2011, que busca adop-
tar medidas para formalizar el sector 
del espectáculo público de las artes 
escénicas, se otorgan competencias de 
inspección, vigilancia y control sobre 
las sociedades de gestión colectiva y se 
dictan otras disposiciones, y; 

•	 La Ley 1834 de 2017, por medio de la 
cual se fomenta la economía creativa 
o Ley Naranja. Esta tiene como ob-
jeto desarrollar, fomentar, incentivar 
y proteger las industrias creativas en-
tendidas como aquellas industrias que 
generan valor en razón de sus bienes 
y servicios, los cuales se fundamentan 
en la propiedad intelectual.

En cuanto a los decretos, merece la pena des-
tacar los siguientes:
 

•	 El Decreto 358 de 2000, por el cual se 
reglamenta parcialmente la Ley 397 
de 1997 y se dictan normas sobre ci-
nematografía nacional; 

•	 El Decreto 1313 de 2008, por el cual 
se reglamenta el artículo 7.° de la Ley 
397 de 1997, modificado por el artí-
culo 4.° de la Ley 1185 de 2008, rela-
tivo al Consejo Nacional de Patrimo-
nio Cultural; 

•	 El Decreto 332 de 2008, que modifi-
ca el artículo el artículo 3 del Decreto 
1313 de 2008; 

•	 El Decreto 2941 de 2009, que regla-
menta parcialmente la Ley 397 de 
1997 modificada por la Ley 1185 de 
2008, en lo correspondiente al patri-
monio cultural de la nación de natu-
raleza inmaterial;

•	 El Decreto 763 de 2009, que regla-
menta parcialmente la Ley 397 de 
1997, modif icada por la Ley 1185 
de 2008, y la Ley 814 de 2003, en lo 
pertinente al patrimonio cultural de 
la nación de naturaleza material y al 
régimen especial de protección de los 
bienes de interés cultural;

•	 El Decreto 1258 de 2012, que busca 
es establecer medidas de formaliza-
ción de los espectáculos públicos de 
las artes escénicas, el cumplimento del 
derecho de autor y las funciones de 
inspección, vigilancia y control de la 
Unidad Administrativa Especial -Di-
rección Nacional de Derecho de Au-
tor sobre las sociedades de gestión co-
lectiva de derecho de autor, derechos 
conexos y entidades recaudadoras; 
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•	 El Decreto 1530 de 2016, que estable-
ce modificaciones al Decreto Único 
Reglamentario del Sector Cultura 
1080 de 2015, en temas relacionados 
con el patrimonio arqueológico y el 
patrimonio cultural sumergido; 

•	 El Decreto 2358 de 2019, por el cual 
se modif ica y adiciona el Decreto 
1080 de 2015 o Decreto Único Regla-
mentario del Sector Cultura, en lo re-
lacionado con el patrimonio cultural 
material e inmaterial; 

•	 El Decreto 1734 de 2021, que busca 
reconocer la necesidad de establecer 
reglas transitorias que faciliten el ac-
ceso de los exhibidores cinematográ-
ficos al beneficio contemplado en el 
artículo 14 de la Ley 814 de 2003 o 
Ley del Cine, y

•	 El Decreto 624 de 2022, que modifi-
ca el Decreto 1080 de 2015 o Decre-
to Único Reglamentario del Sector 
Cultura, en lo relacionado con el in-
centivo tributario de deducción por 
inversiones o donaciones a proyectos 
de economía creativa de que trata el 
artículo 180 de la Ley 1955 de 2019. 

Por último, se encuentran las resoluciones 
que reglamentan elementos más específicos 
de los derechos culturales, particularmente 
los bienes de interés cultural o el patrimonio 
cultural de la Nación: 

•	 La Resolución 963 de 2001, donde se 
declaran como bienes de interés cul-

tural unas obras cinematográficas;
•	 La Resolución 0330 de 2010 que 

sirve como complemento del De-
creto 2941 de 2009; 

•	 La Resolución 0983 de 2010 que 
desarrolla a mayor extensión algu-
nos aspectos técnicos relativos al 
patrimonio cultural de la nación y 
naturaleza material; 

•	 La Resolución 1359 de 2013 “por la 
cual se delimita el área afectada y la 
zona de influencia de los bienes de in-
terés cultural del ámbito nacional que 
no cuentan con estas áreas definidas”, 
y; 

•	 La Resolución 1321 de 2014, por la 
cual se incluye “la música vallenata 
tradicional del Caribe colombiano” 
en la lista representativa de patrimo-
nio cultural inmaterial del ámbito na-
cional y se aprueba su plan especial de 
salvaguardia (RES)”.

Es importante resaltar además que, aunque 
el esfuerzo por identificar y reconocer los de-
rechos culturales en la Constitución Política 
fue amplio y acertado, es en definitiva la Ley 
397 la que se encarga de especificar y reto-
mar el contenido de otros derechos también 
considerados como derechos culturales. Por 
ejemplo, esta ley establece que “en ningún 
caso el Estado ejercerá censura sobre la forma 
y el contenido ideológico y artístico de las rea-
lizaciones y proyectos culturales”58. El avance 
se presenta, sobre todo, en lo relativo a los su-
jetos de especial protección, cuando dicta que 
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se garantizará el acceso a las manifestaciones 
de la cultura en igualdad de oportunidades, 
“concediendo especial tratamiento a personas 
limitadas física, sensorial y psíquicamente, de 
la tercera edad, la infancia y la juventud y los 
sectores sociales más necesitados”59. De igual 
forma, se hace mención a los grupos étnicos 
y lingüísticos y sus derechos culturales en va-
rios artículos de la Ley, así: 

•	 El Estado garantiza a los grupos étni-
cos y lingüísticos, a las comunidades 
negras y raizales y a los pueblos indíge-
nas el derecho a conservar, enriquecer 
y difundir su identidad y patrimonio 
cultural, a generar el conocimiento de 
las mismas según sus propias tradicio-
nes y a beneficiarse de una educación 
que asegure estos derechos.60

•	 El Estado colombiano reconoce la 
especif icidad de la cultura caribe y 
brindará especial protección a sus 
diversas expresiones.61

•	 El Estado protegerá el castellano 
como idioma oficial de Colombia y 
las lenguas de los puebles indígenas y 
comunidades negras y raizales en sus 
territorios. Así mismo, impulsará el 
fortalecimiento de las lenguas amerin-
dias y criollas habladas en el territorio 

nacional y se comprometerá en el res-
peto y reconocimiento de estas en el 
resto de la sociedad.62

•	 El Estado garantizará los derechos de 
autoría colectiva de los grupos étni-
cos, apoyará los procesos de etnoedu-
cación, y estimulará la difusión de su 
patrimonio a través de los medios de 
comunicación.63

Además de la Ley 397, existen una serie de le-
yes, decretos y resoluciones que se encargan 
de los sujetos de especial protección, parti-
cularmente de los grupos étnicos, como por 
ejemplo la Ley 1381 de 2010 o Ley de Len-
guas, en lo referente al derecho a la identidad 
cultural y la preservación del patrimonio de 
las comunidades indígenas y su derecho a 
comunicarse y preservar sus tradiciones an-
cestrales. Esto se conecta con el concepto de 
conocimientos ancestrales y el derecho a la 
propiedad intelectual, cuando se revisan el 
Convenio 169 de 1989 de la Organización 
Internacional de Trabajo (OIT), el Convenio 
de la Diversidad Biológica ratificado en la Ley 
165 de 1994, la Ley 191 de 1995 y las decisio-
nes 345 de 1993, 391 de 1996, 486 de 2000 y 
523 de 2002 del Acuerdo de Cartagena. En 
todos estos instrumentos se obliga al Estado 
a “garantizar la propiedad colectiva, a prote-
ger la diversidad biológica, y a garantizar el 

58Ver Ley 397 de 1997, art. 1.
59Ibidem.
60Ver Ley 397 de 1997, art. 1.
61Ibidem. 
62Ibidem. 
63Ver Ley 397 de 1997, art. 13.
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derecho de decidir sobre el uso de sus conoci-
mientos” (FIO, 2013).

También se debe mencionar la manera en 
que los derechos de estos sujetos de especial 
protección son acobijados en las siguientes 
leyes: 

•	 La Ley 47 de 1993 tiene por objeto 
dotar al Departamento Archipiélago 
de San Andrés, Providencia y Santa 
Catalina de un estatuto especial que le 
permita su desarrollo dentro del marco 
fijado por la Constitución, en atención 
a sus condiciones geográficas, cultura-
les, sociales y económicas.

•	 La Ley 70 de 1993 busca reconocer a 
las comunidades negras que han ve-
nido ocupando tierras baldías en las 
zonas rurales ribereñas de los ríos de la 
Cuenca del Pacífico, de acuerdo con 
sus prácticas tradicionales de produc-
ción, el derecho a la propiedad colec-
tiva, de conformidad con lo dispuesto 
en los artículos siguientes. Así mismo, 
tiene como propósito establecer meca-
nismos para la protección de la identi-
dad cultural y de los derechos de las co-
munidades negras de Colombia como 
grupo étnico, y el fomento de su desa-
rrollo económico y social, con el fin de 
garantizar que estas comunidades ob-
tengan condiciones reales de igualdad 
de oportunidades frente al resto de la 
sociedad colombiana.

En lo relativo a la población negra, afrocolom-
biana, palenquera y raizal, se puede mencio-
nar la expedición del CONPES 3660 de 2010, 
donde se establecen como lineamientos de 
política pública los siguientes: 

•	 -	La adopción de acciones afirmativas 
para combatir la exclusión social; 

•	 -	El desarrollo de un programa de be-
cas para el acceso a la educación supe-
rior;

•	 -	La organización de un programa de 
historia para visualizar su aporte al 
país;

•	 -	Una oferta básica cultural en los mu-
nicipios mayoritariamente afrodes-
cendientes.64

Todos estos lineamientos se encuentran en 
concordancia con los derechos culturales, 
en la medida en que se busca preservar la di-
versidad cultural, la educación cultural y el 
derecho a la participación en la vida cultural 
de estas comunidades. Esto resulta de suma 
importancia si se reconoce que, de acuerdo 
con la Ley 1448 o Ley de Víctimas, las comu-
nidades étnicas e indígenas se encuentran en 
peligro de supervivencia, y con ellas, “un sin-
número de prácticas y tradiciones que enri-
quecen la vida cultural del país” (FIO, 2013). 

64Ver CONPES 3660 de 2010.
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2.4.	 Los sujetos de especial protección en Colombia

La Constitución Política de 1991 y el pro-
ceso de interpretación que ha realizado 
constantemente la Corte Constitucional 
han impulsado numerosos avances en ma-
teria de reconocimiento y protección del 
derecho a la igualdad, “en el contexto de 
una sentida necesidad de discriminación 
positiva hacia quienes se encuentran, por 
razones históricas o coyunturales, en con-
diciones menos favorables para el ejercicio 
efectivo de sus derechos” (Bernal y Padi-
lla, 2018). Es fundamental reconocer que 
existen unos sujetos de especial protección 
constitucional cuando se revisa lo estipu-
lado por el artículo 13 de la Constitución 
en concordancia con el articulado gene-
ral que se refiere a los derechos humanos. 
Este reconocimiento ha sido producto de 
un proceso histórico con incidencias en 
todos los ámbitos de protección de los de-
rechos humanos, “en tanto que su interac-
ción permite la protección integral de los 
derechos, particularmente amenazados o 

vulnerados, de los diferentes sujetos de es-
pecial protección”65. 

En el caso de Colombia —y en concor-
dancia con el marco normativo aportado 
por instrumentos internacionales que fue 
mencionado en el apartado anterior— la 
Corte Constitucional ha sido clara en lo 
que respecta a los sujetos de especial pro-
tección constitucional, definiéndola como 
la condición que “ostentan aquellas perso-
nas que, debido a condiciones particulares, 
a saber, físicas, psicológicas o sociales, me-
recen un amparo reforzado en aras de lo-
grar una igualdad real y efectiva” .66

Estos sujetos han sido identificados en los 
siguientes grupos: niños, niñas y adoles-
centes; adultos mayores; mujeres cabeza de 
hogar; personas en condición de discapa-
cidad; comunidad LGTBIQ+; personas 
desplazadas por la violencia y aquellas que 
se encuentran en máxima pobreza, y co-

65Ibidem. 
66Ver sentencias: T-293 de 2017, T-208 de 2017 y Sentencia T-335 de 2019 de la Corte Constitu-
cional, así como la Constitución Política de Colombia 1991, artículos 13 y 44. 
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munidades indígenas y minorías étnicas. 
El reconocer esta discriminación positiva como 
algo fundamental se encuentra en línea con lo 
establecido por la Sentencia C-371 de 2000 pro-
ferida por la Corte Constitucional, cuando se es-
pecifica que se debe propender hacia la adopción 
de “acciones afirmativas, entendidas como polí-
ticas o medidas orientadas a reducir y eliminar las 
desigualdades sociales, culturales o económicas 
de aquellas personas o grupos”67. 

67 Ver Corte Constitucional, Sentencia C-371 de 2000. 
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2.5.	 Los derechos culturales y la jurisprudencia de 
Colombia

68 Ver Alcaldía mayor de Bogotá et al., 2011. 

De acuerdo con la academia, “el desarrollo 
jurisprudencial colombiano en derechos cul-
turales, en forma semejante a lo que ha suce-
dido en el ámbito internacional, ha sido re-
lativamente escaso”68, pues la reivindicación 
de los derechos culturales por vía judicial se 
ha reducido a las cuestiones relativas a la di-
versidad étnica y, frente a lo relacionado con 
el patrimonio y la promoción para el acceso 
a la cultura, los pronunciamientos jurispru-
denciales han sido pocos. 

Se puede considerar que existen cuatro lí-
neas jurisprudenciales en lo relativo a los 
derechos culturales en Colombia: diversi-
dad étnica, protección del patrimonio, pro-
moción del acceso a la cultura y derecho a la 
expresión artística. 

Teniendo en cuenta los postulados anterio-
res, se evidencia a lo largo de esta investiga-
ción que Colombia, al ser un Estado garan-
tista y gracias a la creación del mecanismo de 
protección de los derechos fundamentales 
que es la acción de tutela, ha protegido y 
garantizado los derechos culturales de los 

sujetos de especial protección en diferentes 
sentencias. Para dar unos ejemplos, a conti-
nuación se presentan los derechos culturales 
que ha venido protegiendo el Estado luego de 
la promulgación de la Constitución Política 
de 1991. En cada uno, se resaltan de forma 
detallada los fallos de tutela emitidos por la 
Corte Constitucional en esta materia y en 
concordancia con los derechos culturales re-
conocidos tanto en el ámbito internacional 
como nacional. 

Acceso y participación en la vida cultural

La Declaración de Friburgo estipula que toda 
persona tiene el derecho de acceder y partici-
par libremente en la vida cultural por medio 
de las actividades que, libremente, el indi-
viduo escoja. Dentro de este derecho se en-
marcan la libertad de expresión en cualquier 
idioma elegido; la libertad de ejercer prácticas 
culturales propias y seguir un modo de vida 
asociado a la valorización de los recursos na-
turales; la libertad para desarrollar y compar-
tir conocimientos, expresiones culturales, 
emprender investigaciones y participar en 
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diferentes formas de creación, y; el derecho a 
la protección de los intereses morales y mate-
riales relacionados con obras que sean fruto 
de la actividad cultural. 

Para este derecho en particular, evidencia-
mos que en Colombia existió un caso en 
donde una persona nativa del Archipiélago 
de San Andrés, Providencia y Santa Catali-
na, que se autorreconoce como raizal y que 
ostenta residencia permanente en la Isla de 
San Andrés, presentó una acción de tute-
la para que se le garantizara su derecho a la 
participación en la vida cultural y a la iden-
tidad cultural. En los hechos de la tutela, la 
accionante estableció que al irse a estudiar 
a la capital del país buscó mantenerse en 
contacto con los valores de su región, para 
lo cual contrató con un operador el servi-
cio de televisión satelital para tener acceso 
al canal Tele Islas, que es “un canal público 
de televisión regional con cobertura aérea 
en el Departamento de San Andrés, Pro-
videncia y Santa Catalina. El canal ofrece 
el servicio de televisión a una población 
multicultural que incluye a la comunidad 
raizal. También promueve los valores de 
esa población, alternativas en educación y 
recreación, así como el aprovechamiento 
sostenible de los recursos naturales y del 
medio ambiente del archipiélago, decla-
rado por la UNESCO reserva de biósfera 
seaflower”69. 

Teniendo en cuenta lo anterior, la accionante 
manifestó que desde la ciudad de Bogotá no 

fue posible acceder al canal regional de tele-
visión del Archipiélago con ninguno de los 
operadores de televisión que prestan servicio 
en Colombia. Declaró, también, que la Au-
toridad Nacional de Televisión, que es el ente 
encargado de vigilar a las empresas operadoras 
de televisión en Colombia para que cumplan 
con la normatividad vigente en la materia, no 
estaba ejerciendo plenamente su rol, pues de-
bía verificar que los operadores contaran con 
todos los canales de televisión de las diferentes 
regiones y aseguraran el disfrute de las perso-
nas de los canales regionales para mantenerse 
conectados a las costumbres de sus tierras o 
etnias, según sea el caso. 

Para dar solución al caso, la Corte Consti-
tucional se pronunció sobre el alcance de la 
identidad cultural y el derecho a participar en 
la vida cultural de la siguiente manera: 

70. La identidad cultural, en cuanto dere-
cho constitucional, comprende el conjun-
to de referencias por medio de las cuales 
una persona, individual o colectivamen-
te, se define, se constituye, comunica y 
entiende ser reconocida en su dignidad. 
El derecho a la identidad cultural, de este 
modo, es reflejo directo del principio de 
dignidad humana y, por ello, su titulari-
dad radica en toda persona de esta especie. 
El contenido general de esta garantía, re-
conoce a toda persona el derecho a identi-
ficarse con uno o varios pueblos y a no ser 
asimilado, en contra de su voluntad, a una 
determinada comunidad o cultura.

69 Ver Corte Constitucional, Sentencia T-599 de 2016.
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71. El derecho a la identidad cultural le 
otorga a las personas la posibilidad de 
i) “elegir y a que se respete su identidad 
cultural, en la diversidad de sus modos de 
expresión”, en tanto se encuentra íntima-
mente relacionado con las libertades de 
“pensamiento, conciencia, religión y de 
expresión”; ii) “conocer y a que se respete 
su propia cultura, como también las cul-
turas que, en su diversidad, constituyen 
el patrimonio común de la humanidad” 
y iii) acceder a “los patrimonios cultura-
les que constituyen expresiones de las di-
ferentes culturas, así como recursos para 
las generaciones presentes y futuras”, en 
particular a través del ejercicio de los dere-
chos a la educación e información. 
[…]

73. La participación en la vida cultural 
contiene el derecho de toda persona a i) 
actuar libremente; ii) escoger su propia 
identidad; iii) identificarse o no con una 
o varias comunidades; iv) participar en la 
vida política de la sociedad; v) ejercer sus 
propias prácticas culturales; vi) expresar-
se en la lengua de su elección; vii) buscar, 
desarrollar y compartir con otros sus co-
nocimientos y expresiones culturales y 
viii) actuar con creatividad y tomar parte 
en actividades creativas.

74. El acceso a la vida cultural comprende 
el derecho de toda persona a i) conocer y 
comprender su propia cultura y la de otros 
a través de la educación y la información; 
ii) recibir educación y capacitación de ca-
lidad con pleno respeto a su identidad cul-
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tural; iii) conocer formas de expresión y di-
fusión por cualquier medio tecnológico de 
información y comunicación; iv) seguir un 
estilo de vida asociado al uso de bienes cul-
turales y de recursos como la tierra, el agua, 
la biodiversidad, el lenguaje o instituciones 
específicas y v) beneficiarse del patrimonio 
cultural y de las creencias de otros indivi-
duos y comunidades.”70

Con base en lo anterior, la Corte determinó 
que, efectivamente, sí existía una vulnera-
ción de los derechos fundamentales a la li-
bre expresión e información, a participar en 
la vida cultural y a la identidad cultural de la 
accionante por parte de los operadores de te-
levisión y de la Autoridad Nacional de Tele-
visión. Por lo tanto, mediante la Sentencia de 
Tutela T–599 del 1 de noviembre de 2016, 
cuyo magistrado ponente fue el doctor Luis 
Ernesto Vargas Silva, salvaguardó los dere-
chos fundamentales que estaban siendo vul-
nerados a la accionante y ordenó a la Auto-
ridad Nacional de Televisión que, dentro de 
los seis meses siguientes a la notificación de la 
sentencia de tutela, esta entidad estableciera 
las medidas necesarias para que la señal de los 
canales regionales de televisión abierta se en-
contrara dentro de los paquetes de servicios 
que ofrecen cada uno de los operadores que 
funcionan en Colombia. 

Evidenciamos que el Estado garantizó y pro-
tegió el derecho consagrado en el artículo 5 
de la Declaración de Friburgo de 2007 de ac-
ceder y participar en la vida cultural, y sentó 

un precedente para que no se siguiera vulne-
rando el derecho que tiene toda persona de 
interactuar y participar de las actividades cul-
turales de sus regiones, comunidades o etnias. 

Información y comunicación

Para dar continuidad al análisis objeto de este 
documento, es importante hacer mención al 
derecho a la información y comunicación, 
plasmado en el artículo 7 de la Declaración de 
Friburgo de 2007, en el cual se manifiesta lo 
siguiente: 

En el marco general del derecho a la li-
bertad de expresión, que incluye la ex-
presión artística, la libertad de opinión 
e información, y el respeto a la diversi-
dad cultural, toda persona, individual o 
colectivamente, tiene derecho a recibir 
una información libre y pluralista, que 
contribuya al desarrollo pleno libre y 
completo de su identidad cultural en el 
respeto de los derechos del otro y de la 
diversidad cultural; este derecho, que 
se ejerce sin consideración de fronteras, 
comprende en particular:

a.La libertad de buscar, recibir y transmi-
tir información; 

b.El derecho de participar en la informa-
ción pluralista, en el o los idiomas de su 
elección, de contribuir a su producción o a 
su difusión a través de todas las tecnologías 
de la información y de la comunicación; 

70Ver Corte Constitucional, Sentencia T-599 de 2016.
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c.El derecho de responder y, en su caso, de 
obtener la rectificación de las informacio-
nes erróneas acerca de las culturas, siem-
pre que se respeten los derechos enuncia-
dos en la presente Declaración.71

En el caso de Colombia y su jurisprudencia, 
este derecho fue amparado mediante la Sen-
tencia de Tutela T-599 de 2016, previamente 
mencionada, en el caso de una nativa del Ar-
chipiélago de San Andrés, Providencia y Santa 
Catalina. Esta persona, que se autorreconoció 
como raizal y con residencia permanente en la 
Isla de San Andrés, interpuso una acción de tu-
tela para que se le garantizara su derecho fun-
damental a la participación en la vida cultural 
y a la identidad cultural. La solicitud se basaba 
en que, a pesar de haber contratado diversos 
proveedores de televisión en la ciudad de Bo-
gotá, no fue posible acceder al canal regional de 
televisión “Tele Islas” del Archipiélago de San 
Andrés, Providencia y Santa Catalina. 

La Corte Constitucional, al momento de 
analizar la tutela en mención, desarrolló los 
siguientes temas para dar solución a lo recla-
mado por la accionante y, por lo tanto, puede 
considerarse de vital importancia mencionar 
los conceptos más relevantes que fueron uti-
lizados por el alto tribunal, para el desarrollo 
del presente trabajo de investigación: 

82. Los derechos a la libertad de expresión 
e información están consagrados en el ar-
tículo 20 de la Constitución Política. La 
cláusula superior garantiza a toda perso-

na la libertad de i) expresar y difundir su 
pensamiento y opiniones, ii) informar y 
recibir información veraz e imparcial y iii) 
fundar medios masivos de comunicación. 
Estos últimos, recalca la disposición, son 
libres y tienen responsabilidad social. La 
Constitución también garantiza la rectifi-
cación en condiciones de equidad y pros-
cribe la censura.

83. A partir del texto constitucional se ad-
vierte que las libertades de expresión e in-
formación tienen una naturaleza comple-
ja e instrumental, pues incorporan otros 
derechos autónomos como los de pen-
samiento, opinión y prensa, los cuales se 
realizan a través de las mencionadas liber-
tades. Su carácter es bidireccional, ya que 
garantizan la difusión de ideas, opiniones, 
discursos e informaciones y, al mismo 
tiempo, protegen el derecho a recibir estos 
contenidos de los demás. Para su vigencia, 
finalmente, es fundamental la existencia 
de medios masivos de comunicación libres 
y responsables socialmente.

84. El contenido complejo de las libertades 
de expresión e información fue reconoci-
do por esta corporación en jurisprudencia 
temprana. La Corte enfatizó el alcance di-
verso de estas garantías, su relación con el 
desarrollo de los medios masivos de comu-
nicación y el importante lugar que ocupan 
en el ordenamiento superior como presu-
puestos de la participación, el pluralismo y 
el principio democrático.

71Ver Declaración de Friburgo, 2007. 
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88. El derecho a la información también 
tiene una connotación de doble vía. Esto 
es, garantiza los derechos del difusor del 
mensaje y del receptor del mismo. Al 
primero le otorga la facultad-deber de 
suministrar información y al segundo le 
reconoce el derecho a buscar y obtener 
ese contenido. La información, además, 
debe satisfacer un estándar de calidad que 
se encuentra mediado por la veracidad y la 
imparcialidad.
92. Las libertades de expresión e informa-
ción también se encuentran consagradas 
en el artículo 13 de la Convención Ame-
ricana sobre Derechos Humanos (en ade-
lante la Convención o CADH), integrada 
al bloque de constitucionalidad por me-
dio de la Ley 16 de 1972. El numeral 1° de 
la disposición establece que toda persona 
tiene libertad de pensamiento y expresión. 
Este derecho comprende la posibilidad de 
buscar, recibir y difundir informaciones e 
ideas de toda índole, sin consideración de 
fronteras, ya sea oralmente, por escrito o 
en forma impresa o artística, o por cual-
quier otro procedimiento de su elección.

94. Las libertades de expresión e infor-
mación son consustanciales al régimen 
humanista, democrático, participativo, 
multicultural y pluralista consagrado en 
la cláusula constitucional del estado social 
de derecho (Art. 1 C.P.). La posibilidad de 
expresar las propias opiniones, ideas, aspi-
raciones y discursos, así como el derecho a 
conocer realidades e imaginarios diversos, 
les permite a las personas elegir un plan de 
vida acorde con sus íntimas convicciones 
y apropiarse de las preferencias sociales, 

culturales y políticas disponibles en una 
democracia.

95. Estas libertades son esenciales porque 
ilustran y enriquecen el debate sobre los 
asuntos públicos, permiten confrontar 
ideas diversas, facilitan el control del po-
der político y garantizan la participación 
de las personas en las decisiones que las 
afectan y en la vida administrativa, econó-
mica, política y cultural de la nación (Art. 
2 CP). Las libertades de expresión e infor-
mación, en suma, constituyen un punto 
de encuentro, disenso y conocimiento 
mutuo en una sociedad democrática, 
abierta y pluralista (Art. 1, 2 y 7 CP).

96. La efectividad del derecho a la libre 
expresión, a informar y estar informado, 
empero, puede verse comprometida si no 
se garantizan condiciones estructurales 
que permitan que la deliberación pública 
sea transparente, libre, equilibrada y equi-
tativa. Aunque la Corte Constitucional 
ha precisado que los estándares de los de-
rechos a la información y libre expresión 
son vinculantes en los diferentes canales 
del foro público, los medios masivos de 
comunicación cobran un papel funda-
mental en la realización de estos derechos.

97. La Carta del 91, consciente del valor 
de los medios masivos de comunicación 
en una sociedad, pero también de los ries-
gos que entrañan como potenciales ins-
trumentos de restricción o silenciamiento 
de contenidos protegidos por la Constitu-
ción, consagró un catálogo de garantías y 
cautelas para que su ejercicio respete y rea-



80

DEFENSORÍA DEL PUEBLO 

lice las libertades de expresión e informa-
ción. Pasa la Sala a exponer sus principales 
características.

99. La importancia que revisten los me-
dios de comunicación en el sistema demo-
crático fue destacada por la Corte Consti-
tucional en la Sentencia C-445 de 1997 en 
estos términos: “El papel de los medios es 
trascendental en una sociedad democráti-
ca y participativa como la nuestra, ya que 
permiten la conformación de una opi-
nión pública libre e informada y el cum-
plimiento de fines esenciales del Estado, 
como los de facilitar la participación de los 
ciudadanos en las decisiones que los afec-
tan de la vida nacional, relativos a aspectos 
económicos, políticos, administrativos y 
culturales, así como adelantar la labor de 
control de las autoridades públicas en vir-
tud del ejercicio de sus funciones”.

124. En particular, refiriéndose a la Auto-
ridad Nacional de Televisión como regu-
lador de ese servicio, la corporación ma-
nifestó que “para preservar una correcta 
prestación de este servicio público, es ne-
cesario que las respectivas entidades com-
petentes cuenten con suficiente autono-
mía e imparcialidad. Por este motivo, este 
Tribunal ha destacado la importancia de 
que el órgano encargado de la regulación 
de este servicio público goce de autono-
mía, entendida como una “garantía insti-
tucional” “cuyo propósito no es otro que 
evitar la injerencia de sectores políticos o 
económicos, conservando su carácter de 
bien social y comunitario encaminado a la 
formación de una opinión libre”. 

134. En particular, respecto de los de-
rechos de los televidentes, la Sentencia 
C-711 de 1996 precisó que es obligación 
del Estado “promover y fortalecer los me-
canismos de participación en los asuntos 
que son de su interés y especialmente en 
la prestación de los servicios públicos, 
mucho más si se trata de la televisión, [la] 
cual por sus características tiene capacidad 
de incidir en el fortalecimiento mismo de 
la democracia, en la consolidación de los 
valores que soportan las diversas culturas 
que lo conforman y en los elementos que 
configuran nuestra identidad”.

135. Debido a la influencia que los medios 
masivos de comunicación ejercen sobre las 
personas y, por esa vía, en la definición de 
las preferencias sociales, culturales y elec-
torales de la comunidad, la Corte Consti-
tucional ha destacado el profundo com-
promiso que la Constitución le atribuye 
a la creación de espacios de participación 
ciudadana en la planeación, desarrollo y su-
pervisión de la política pública en materia 
de comunicación masiva.

176. […] la Sala encuentra que el servicio 
de televisión abierta nacional, regional y 
local tiene un valor intrínseco que es dig-
no de protección. Por esa razón el Con-
greso de la República decidió no dejar al 
arbitrio de operadores y canales de televi-
sión la trasmisión de las señales de carácter 
abierto. Según se indicó el legislador busca 
que la televisión colombiana forme, recree 
de manera sana, eduque, informe veraz e 
imparcialmente, contribuya a la promo-
ción de las garantías, deberes y derechos 
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fundamentales y propenda por la difusión 
de los valores humanos y las expresiones 
culturales de carácter nacional, regional y 
local. Por manera que, frente al riesgo de 
exclusión de las emisiones abiertas, el legis-
lador ordenó a los operadores de televisión 
por suscripción su transporte a través de las 
distintas plataformas (cableada, satelital, 
análoga, digital, etc.). sin costo alguno para 
el usuario. Ese transporte, como lo señaló 
la Corte, lejos de afectar a los operadores 
comporta beneficios significativos, pues 
transmiten a sus usuarios “la programa-
ción que ofrecen los canales colombianos 
de televisión abierta sin tener que cancelar 
derechos por este concepto”.72

Teniendo en cuenta lo manifestado por la 
Corte, la política pública de televisión en el 
Estado colombiano debe garantizar el plura-
lismo informativo y la difusión de los valores 
humanos y culturales de todo el pueblo co-
lombiano, en particular, el de los sujetos de 
especial protección para que se aporte, desde 
diferentes partes del país, a la construcción de 
la identidad nacional. Esto implicaría que, a lo 
largo del tiempo, a pesar de que las personas 
no se encuentren en sus regiones o en sus res-
pectivas comunidades, no tendrían que perder 
sus costumbres, expresiones y las tradiciones 
de sus comunidades o regiones. 

72Corte Constitucional, Sentencia T-599 del 1 de 
noviembre de 2016
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Se evidencia en este caso que la Corte Cons-
titucional garantizó el derecho a la informa-
ción y comunicación solicitados por la ac-
cionante. Además, se observa que el Estado 
colombiano respeta la diversidad cultural y 
el derecho a recibir una información libre y 
pluralista. Esto permite que, a pesar de que 
las personas no se encuentren en sus respec-
tivas comunidades o regiones, puedan se-
guir participando en las actividades y estén 
constantemente informadas de los cambios 
y propuestas que suceden en sus regiones. 

Derecho a la cooperación cultural

La Corte Constitucional, mediante la Sen-
tencia de Tutela T-005 de 2016, garantizó 
de forma continua los derechos establecidos 
en los artículos 8, 9 y 10 de la Declaración 
de Friburgo sobre: a) el derecho a la coope-
ración cultural73; b) sobre principios de go-
bernanza democrática74, y; c) el derecho a la 
inserción a la economía .75

En la Sentencia de Tutela T-005 del 19 de 
enero de 2016, se garantizaron los derechos 
fundamentales a la integridad cultural, au-
tonomía y autodeterminación de los pue-

73Toda persona, individual o colectivamente, tiene derecho a participar, por medios de-
mocráticos en el desarrollo cultural de las comunidades a las que pertenece; en la ela-
boración, la puesta en práctica y la evaluación de las decisiones que le conciernen y que 
afectan el ejercicio de sus derechos culturales; en el desarrollo y la cooperación cultural en 
sus diferentes niveles.
74El respeto, la protección y la puesta en práctica de los derechos enunciados en la presen-
te Declaración implican obligaciones para toda persona y toda colectividad. Los actores 
culturales de los tres sectores, públicos, privados o civiles, tienen, en particular y en el mar-
co de la gobernanza democrática, la responsabilidad de interactuar y, cuando sea necesa-
rio, de tomar iniciativas para: a. Velar por el respeto de los derechos culturales, y desarrollar 
modos de concertación y participación, con el fin de asegurar la puesta en práctica, en 
particular para las personas desaventajadas por su situación social o de pertenencia a una 
minoría; b. Asegurar en particular el ejercicio interactivo del derecho a una información 
adecuada, de manera que los derechos culturales puedan ser tenidos en cuenta por todos 
los actores de la vida social, económica y política; c. Formar a su personal y sensibilizar a 
su público en la comprensión y el respeto del conjunto de los derechos humanos y en 
particular de los derechos culturales; d. Identificar y tomar en consideración la dimensión 
cultural de todos los derechos humanos, con el fin de enriquecer la universalidad a través 
de la diversidad, y de promover que toda persona, individual o colectivamente, los haga 
propios.
75Los actores públicos, privados y civiles deben, en el marco de sus competencias y sus res-
ponsabilidades específicas: a. Velar para que los bienes y servicios culturales, portadores 
de valor, de identidad y de sentido, así como todo el resto de bienes en la medida en que 
tengan una influencia significativa sobre los modos de vida y otras expresiones culturales, 
sean concebidos, producidos y utilizados de manera que no atenten contra los derechos 
enunciados en la presente Declaración; b. Considerar que la compatibilidad cultural de los 
bienes y servicios es muchas veces determinante para las personas en situación de des-
ventaja debido a su pobreza, aislamiento o pertenencia a un grupo discriminado.
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blos indígenas, así como al territorio y a la 
participación mediante procesos consultivos 
de la etnia arahuaca de la Sierra Nevada de 
Santa Marta. 

Se garantizaron estos derechos debido a que 
la Fundación Colombia, a través de su re-
presentante legal y actuando como agente 
oficioso de la comunidad indígena arahuaca, 
promovió acción de tutela contra la Nación, 
al considerar que se vulneraron los derechos 
fundamentales de la comunidad indígena a la 
consulta previa y los conexos en el marco de 
la protección de la integridad cultural, econó-
mica y social de los grupos étnicos colombia-
nos. La controversia surgió a raíz de que 1962 
el Ejército Nacional ocupó mediante vías de 
hecho el cerro El Alguacil o Inarwa, ubicado 
en el sector del municipio Pueblo Bello, Ce-
sar, territorio ancestral arahuaco de la Sierra 
Nevada de Santa Marta. Tiempo después, en 
el año 1965, el personero municipal de Va-
lledupar otorgó a título gratuito en favor del 
Ministerio de Guerra —hoy Ministerio de 
Defensa Nacional— la titularidad del cerro 
El Alguacil o Inarwa. 

El agente oficioso de la comunidad indígena 
manifestó, entre otras cosas, que en el año 
1978 el Estado colombiano “ya había reco-
nocido que el cerro El Alguacil es territorio 
sagrado de las comunidades nativas de la Sie-
rra Nevada de Santa Marta, al estar ubicado 
dentro de la Reserva Indígena según las Re-
soluciones Núm. 002 de 4 de enero de 1973 y 
113 de 4 de noviembre de 1974 del Ministe-

rio de Gobierno, que demarcaron simbólica 
y radialmente los hitos periféricos de la línea 
negra, área ancestral del pueblo Arahuaco”76.

Teniendo en cuenta lo anterior, el accionante 
establece que se construyó el Batallón de Arti-
llería Núm. 2 La Popa, sin agotarse la consul-
ta previa y tramitarse una licencia ambiental. 
Adicional a esto, manifiesta que entregaron el 
cerro a un tercero para explotarlo en el senti-
do de instalar más de 480 antenas de comuni-
cación. Tampoco se realizó consulta previa a 
la comunidad indígena arahuaca para que las 
empresas Electricaribe S.A. E.S.P. y Movistar 
pudieran instalar redes eléctricas y antenas de 
comunicación y datos. 

Debido a lo manifestado anteriormente, 
se argumentó, a lo largo del escrito de tu-
tela, que, a pesar de las peticiones elevadas 
al Gobierno de ese entonces, la comunidad 
arahuaca sufrió el despojo de su territorio 
ancestral, sagrado y comunitario, viendo 
cómo, a lo largo de los años, ha sido explo-
tado comercialmente, beneficiando a terce-
ros, sin haberse agotado la consulta previa a 
la comunidad indígena.

Con el fin de abordar de manera eficaz y 
oportuna las necesidades de la comunidad 
indígena y garantizar la protección de los 
derechos que habían sido vulnerados a lo 
largo de los años, la Corte tuvo en cuenta 
las siguientes consideraciones, las cuales 
revisten una profunda relevancia para el 
presente trabajo sobre el principio consti-

76Corte Constitucional, Sentencia T-005 del 19 de enero de 2016.
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tucional de diversidad étnica y cultural: 

3.1. El principio constitucional de diver-
sidad étnica y cultural.

De acuerdo con el artículo 1° de la Cons-
titución, Colombia es un Estado social 
de derecho democrática, participativa y 
pluralista, fundada en el respeto por la dig-
nidad humana. Por su parte, el artículo 7° 
superior establece que el Estado reconoce y 
protege la diversidad étnica y cultural de la 
Nación colombiana y, el artículo 70 prevé 
que la cultura, en sus diversas manifesta-
ciones, es fundamento de la nacionalidad, 
siendo un deber reconocer con igual digni-
dad a todas las culturas que conviven en el 
país. En concordancia con lo anterior, los 
artículos 8° y 9° de la Carta establecen la 
obligación de proteger la riqueza cultural 
de la Nación y la importancia de la autode-
terminación de los pueblos.

En el caso de los pueblos indígenas o tri-
bales el principio en mención implica el 
otorgamiento de un tratamiento espe-
cial, conforme a los valores culturales y las 
particularidades propias de su condición. 
Como parte de su reconocimiento se en-
cuentran disposiciones constitucionales 
como el derecho de propiedad de resguar-
dos y tierras colectivas inalienables, im-
prescriptibles e inembargables, la jurisdic-
ción especial para los pueblos indígenas, 
el derecho a gobernarse por sus propias 
autoridades según sus usos y costumbres, 
y un régimen especial de representación 
en el Congreso para las comunidades in-
dígenas y los grupos étnicos.

El principio de diversidad étnica y cultural 
de la Nación, no solo se manifiesta a partir 
de la declaratoria de existencia del grupo 
minoritario diferenciado, sino que impli-
ca también el reconocimiento y ejercicio 
efectivo de la autodeterminación de los 
pueblos indígenas o tribales, sus institu-
ciones y autoridades de gobierno, y la po-
sibilidad de guiarse por sus propias nor-
mas, costumbres, opciones de desarrollo, 
visión del mundo y proyectos de vida.

En ese sentido, la jurisprudencia de este 
Tribunal ha determinado que el ampa-
ro de los derechos fundamentales de las 
comunidades indígenas es indispensable 
para garantizar la supervivencia, lo que 
implica la conservación de su cultura, tra-
diciones ancestrales, valores, cosmovisión 
e identidad social, religiosa y jurídica, en-
tre otros. Además, debe resaltarse que la 
existencia f ísica de los pueblos étnicos 
está íntimamente relacionada con el lugar 
donde se asientan porque allí desarrollan 
y expresan su identidad y cultura diferen-
ciada, de lo cual también se deriva el dere-
cho a la tierra y el territorio.

En conclusión, la Constitución reco-
noce el principio de diversidad étnica 
y cultural de la Nación y, en virtud de 
ello, otorga a las comunidades indíge-
nas una protección especial de sus cos-
tumbres, autonomía y territorio, garan-
tías que deben ser prestadas de forma 
efectiva por las autoridades a través de 
mecanismos adecuados que faciliten la 
participación libre e informada de los 
pueblos étnicos. Lo contrario, amenaza 
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la supervivencia de estas comunidades 
como grupo diferenciado.

La Corte, asimismo, tuvo presente conside-
raciones de gran relevancia sobre la consulta 
previa, como se establece a continuación: 

El Convenio 107 de 1957 sobre Pueblos 
Indígenas y Tribales de la OIT constituyó 
el primer intento de codificar las obligacio-
nes internacionales de los Estados en rela-
ción con la protección e integración de los 
pueblos indígenas, tribales y semitribales. 
Dicho instrumento abordó asuntos relacio-
nados con los derechos a las tierras; contra-
tación y condiciones laborales; formación 
profesional, artesanías e industrias rurales; 
seguridad social y salud; y educación y me-
dios de comunicación. El mencionado con-
venio propendía por la progresiva integra-
ción de las poblaciones indígenas, tribales y 
semitribales a la vida que se desarrollaba en 
sus correspondientes países.

Sin embargo, la visión del Convenio 107 
de 1957 fue revaluada en años posteriores 
cuando en 1986 la ONU convocó una 
Comisión de Expertos, cuya conclusión 
fue que el “enfoque integracionista del 
Convenio estaba obsoleto y que su apli-
cación era prejudicial en el mundo mo-
derno” y, por tanto, el mencionado ins-
trumento fue objeto de revisión entre los 
años 1988 y 1989.

Como resultado de lo anterior se adoptó el 
Convenio 169 de 1989 que introdujo una 
serie de modificaciones respecto del anterior, 
en tanto que: (i) se apartó de la idea de que los 

pueblos indígenas y tribales eran sociedades 
temporarias destinadas a desparecer con la 
modernidad al afirmar que constituyen so-
ciedades permanentes; (ii) dejó de hacer refe-
rencia a poblaciones para identificarlos como 
pueblos indígenas y tribales; y (iii) superó la 
idea de fomentar la integración y pasó a reco-
nocer y respetar la diversidad étnica y cultural.

El Convenio 169 de 1989 de la OIT, se funda-
menta en los principios generales de (i) iden-
tificación de los pueblos indígenas y tribales 
a partir de los estilos tradicionales de vida, 
cultura y modo de vida diferenciado, orga-
nización social, costumbres, lengua, y leyes 
propias, entre otras; (ii) no discriminación; 
(iii) la necesidad de adoptar medidas especia-
les para salvaguardarlos como comunidad y a 
sus miembros, instituciones, bienes, trabajo, 
culturas y medio ambiente; (iv) el reconoci-
miento de su cultura y otras características 
específicas; (v) la consulta y participación in-
formada, previa y libre en todas las decisiones 
que los afectan; y (vi) el derecho a decidir las 
prioridades para el desarrollo.

Este instrumento dispuso que los gobiernos 
de los distintos Estados tienen la responsabi-
lidad de desarrollar una acción coordinada y 
sistemática con el propósito de proteger los 
derechos de los pueblos indígenas y tribales, 
asegurando la concurrencia de las institucio-
nes y mecanismos apropiados de participa-
ción, donde exista una articulación entre los 
procesos de desarrollo.

En Colombia el Convenio 169 fue incorpo-
rado al derecho interno mediante la ley 21 de 
1991 “Por medio de la cual se aprueba el Con-
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venio número 169 sobre pueblos indígenas y 
tribales en países independientes, adoptado 
por la 76a. reunión de la Conferencia General 
de la O.I.T., Ginebra 1989.” Y forma parte del 
bloque de constitucionalidad en virtud de lo 
dispuesto en el artículo 93 superior, según el 
cual “Los derechos y deberes consagrados en 
esta Carta, se interpretarán de conformidad 
con los tratados internacionales sobre dere-
chos humanos ratificados por Colombia”.

La protección del derecho a la tierra, el terri-
torio y los recursos naturales de los pueblos 
indígenas se ha visto reflejada en diversos 
pronunciamientos de la Corte Interameri-
cana de Derechos Humanos que a través del 
estudio de casos concretos ha desarrollado el 
alcance del derecho a la propiedad colectiva 
de los pueblos indígenas y tribales, la libre 
autodeterminación y la consulta previa, al 
resolver los casos de la comunidad indígena 
Xákmok Kásek vs. Paraguay, sentencia de 24 
de agosto de 2010; del Pueblo Saramaka vs. 
Surinam, sentencia del 28 de noviembre de 
2007; comunidad indígena Sawhoyamaxa 
vs. Paraguay, sentencia de 29 de marzo de 
2006 Yatama vs. Nicaragua, sentencia de 23 
de Junio de 2005; comunidad indígena Yak-
ye Axa vs. Paraguay, sentencia de 17 de junio 
de 2005; de la comunidad Moiwana vs. Su-
riname, sentencia de 15 de junio de 2005; de 
la comunidad Mayagna (Sumo) Awas Ting-
ni vs. Nicaragua, sentencia de 31 de agosto 
de 2001; Aloeboetoe y otros vs. Surinam, 
sentencia de 4 de diciembre de 1991.

En suma, los instrumentos internacio-
nales y la jurisprudencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos 
han establecido parámetros de protec-
ción de los derechos a la propiedad y a la 
participación de los pueblos indígenas y 
tribales en la adopción de decisiones am-
bientales y sociales que los involucran, a 
través de la consulta previa.77

En este orden de ideas, la consulta previa 
se constituye como un derecho funda-
mental para los sujetos de especial pro-
tección, particularmente en lo relativo al 
derecho a la propiedad colectiva de las 
comunidades indígenas: 

3.2.2. La consulta previa como derecho 
fundamental

De acuerdo con la sentencia SU-039 de 
1997, la consulta previa tiene como ob-
jetivos: “(i) dotar a las comunidades de 
conocimiento pleno sobre los proyectos y 
decisiones que les conciernen directamen-
te -como los proyectos destinados a explo-
rar o explotar los recursos naturales en los 
territorios que ocupan o les pertenecen, 
así como los mecanismos, procedimientos 
y actividades requeridos para ponerlos en 
ejecución; (ii) ilustrar a las comunidades 
sobre la manera como la ejecución de los 
referidos proyectos puede conllevar una 
afectación o menoscabo a los elementos 
que constituyen la base de su cohesión 
social, cultural, económica y política y, 

77 Corte Constitucional, Sentencia T-005 del 19 de enero de 2016
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por ende, el sustrato para su subsistencia 
como grupo humano con características 
singulares; (iii) brindar la oportunidad a 
las comunidades para que libremente y sin 
interferencias extrañas, mediante la convo-
catoria de sus integrantes o representantes, 
valoren conscientemente las ventajas y 
desventajas del proyecto; sean oídas en re-
lación con las inquietudes y pretensiones 
que tengan en lo que concierne a la defensa 
de sus intereses y puedan pronunciarse so-
bre la viabilidad del proyecto”.

[…] dada la identidad étnica y cultural pro-
pia de los pueblos indígenas o tribales, de-
rivada de una cosmovisión y valores parti-
culares, debe garantizárseles el derecho a la 
supervivencia como grupo diferenciado a 
través del ejercicio a la libre autodetermina-
ción, en virtud de lo cual pueden establecer 
sus instituciones y autoridades, darse sus 
propias normas, tomar decisiones y optar 
por formas de desarrollo o proyectos de 
vida. Sin que ello implique que se trate de 
una garantía absoluta, ya que dicha prerro-
gativa debe ejercerse “de conformidad con 
sus referentes propios y conforme con los 
límites que señalen la Constitución y la ley, 
pues el pluralismo y la diversidad no son 
ajenos a la unidad nacional, ni a los valores 
constitucionales superiores”. 

4.2. Derecho de propiedad colectiva de las 
comunidades indígenas

El derecho de propiedad colectiva sobre los 
territorios indígenas reviste gran impor-
tancia para la supervivencia de la cultura y 
valores espirituales de los pueblos aboríge-

nes. Esta circunstancia fue reconocida por 
el Convenio 169 de 1989 de la OIT, al esta-
blecer el deber de los Estados de promover 
la plena efectividad de los derechos socia-
les, económicos y culturales de esos pue-
blos, respetando su identidad social, sus 
costumbres y tradiciones, y sus institucio-
nes. Además, le impuso ayudar a los pue-
blos interesados a eliminar las diferencias 
socioeconómicas que puedan existir entre 
los miembros indígenas y de la comunidad 
nacional, de una manera compatible con 
sus aspiraciones y formas de vida.

[…] esta Corte desde sus inicios, en la sen-
tencia T-188 de 1993 destacó “la especial 
relación de las comunidades indígenas con 
los territorios que ocupan, no sólo por ser 
éstos su principal medio de subsistencia 
sino además porque constituyen un ele-
mento integrante de la cosmovisión y la 
religiosidad de los pueblos aborígenes”.

[…] este Tribunal ha ratificado el carácter 
de derecho fundamental de la propiedad 
colectiva de los grupos étnicos sobre sus 
territorios, atendiendo el significado que 
tiene para las comunidades indígenas, como 
elemento que constituye un aspecto esen-
cial de su cosmovisión y religiosidad y es la 
base de su subsistencia, así no esté incluido 
dentro del catálogo de garantías previsto en 
el capítulo 1 del título II de la Constitución.

[…] en la sentencia T-693 de 2011 esta Cor-
poración sostuvo que la noción de territo-
rio que tienen los pueblos indígenas es di-
ferente a la visión de la cultura occidental, 
porque “Para estos pueblos, la tierra está 
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íntimamente ligada a su existencia y super-
vivencia desde el punto de vista religioso, 
político, social y económico; no constituye 
un objeto de dominio sino un elemento del 
ecosistema con el que interactúan. Por ello, 
para muchos pueblos indígenas y tribales 
la propiedad de la tierra no recae sobre un 
solo individuo, sino sobre todo el grupo, de 
modo que adquiere un carácter colectivo 
[...]. Esta visión contrasta con la de la cultu-
ra occidental, para la que el territorio es un 
concepto que gira en torno al espacio físico 
poblado en el que la sociedad se relaciona, 
coopera y compite entre sí, y sobre el que 
se ejerce dominio. Otro aspecto que vale la 
pena resaltar, se relaciona con la propiedad, 
ya que, contrario al concepto comunal que 
manejan las comunidades étnicas, la cultu-
ra occidental mantiene una visión privatis-
ta de la propiedad”.

En ese orden de ideas, el territorio indíge-
na está asociado a una noción de ances-
tralidad y no al reconocimiento estatal 
a través de los títulos de dominio, ya que 
para los pueblos étnicos la tierra significa 
el espacio donde desarrollan su identidad 
cultural. Así lo sostuvo este Tribunal en 
sentencia T-698 de 2011, al concluir que: 
“en relación con el contenido del concep-
to de territorio de una comunidad étnica 
conducen a anticipar que un título de pro-
piedad no descarta, de suyo, la realización 
de la consulta. Sencillamente, porque la 
eventual afectación que puede sufrir una 
comunidad étnica como consecuencia 
de una medida administrativa que avala 

la ejecución de un proyecto u obra sobre 
determinado predio no depende de que el 
mismo pueda clasificarse o no como terri-
torio ancestral. Para efectos de la consulta, 
lo relevante es que la intervención avalada 
por la administración tenga la capacidad 
de generar la afectación directa a la que 
tantas veces se ha hecho referencia. Y esa 
afectación puede ocurrir cuando la medi-
da interviene en una zona con presencia 
de minorías étnicas, independientemente 
de quién aparezca como su propietario”.

En conclusión, la protección a la propiedad 
colectiva y al territorio ancestral se derivan 
de la relación espiritual y ancestral que exis-
te con la tierra, por ser el lugar donde desa-
rrollan sus actividades culturales, religiosas 
y económicas de acuerdo con sus tradicio-
nes y costumbres, de modo que el concepto 
va más allá del título de propiedad, y en ese 
orden de ideas, es deber del Estado prote-
ger a las comunidades indígenas frente a 
las perturbaciones que puedan sufrir en el 
ejercicio de sus actividades en lo que han 
considerado su territorio ancestral, y adop-
tar todas las medidas pertinentes para evi-
tar que conductas de particulares puedan 
afectar sus derechos, siendo el mecanismo 
idóneo la consulta previa.78

Con base en lo anterior, la Corte le ordenó 
a la Nación que le dé libre acceso a la comu-
nidad indígena arahuaca, a fin de que pue-
dan realizar las ceremonias de pagamento de 
acuerdo con sus costumbres ancestrales. 

78Corte Constitucional, Sentencia T-005 del 19 de enero de 2016.
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Así mismo, ordenó a la Nación lo siguiente:

[…] realizar el proceso consultivo con los 
representantes de la comunidad, orienta-
do a determinar el impacto cultural cau-
sado por la construcción y operación de la 
base militar y la instalación de las antenas, 
torres de comunicaciones, datos, telefo-
nía, televisión, radio, aeronavegación y 
las subestaciones eléctricas en el cerro El 
Alguacil, estableciendo medidas de com-
pensación. Además, deberán incluir un 
diálogo concertado y continuo entre las 
partes, encaminado a considerar la posibi-
lidad futura de que en un plazo razonable, 
se lleve a cabo el retiro definitivo de la base 
militar, los tendidos eléctricos, las antenas 
y torres de comunicaciones.79

Es posible evidenciar que, en la sentencia de 
tutela mencionada anteriormente, el Estado 
protegió los derechos de las comunidades in-
dígenas a participar democráticamente en las 
decisiones que este tome, a través del proceso 
de consulta previa, que va de la mano con el 
derecho establecido en el artículo 8 de la De-
claración de Friburgo de 2007. Así mismo, 
se garantiza lo establecido en el artículo 9 de 
dicha Declaración, en el sentido de que se im-
pusieron unas obligaciones a los sectores pú-
blicos, privados y a la ciudadanía en general 
para velar por el respeto de los derechos cul-
turales, de sus costumbres y territorios de es-
pecial protección, ya que, atendiendo a lo es-
tablecido en el artículo 10 de la Declaración, 
dichos bienes —en este caso el cerro— no 
pueden ser explotados y utilizados de manera 

79Ibidem. .
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que atenten contra las creencias y prácticas 
de las comunidades indígenas. 

Derecho a la identidad y patrimonio cul-
turales

La Sentencia C-742 de 2006 realiza un aná-
lisis profundo en la interpretación del con-
cepto de patrimonio cultural de la nación y 
el derecho a la protección de bienes declara-
dos de interés cultural. En esta sentencia, la 
Corte establece lo siguiente: 

El concepto de patrimonio cultural de 
la Nación es general y el de interés cul-
tural es especial, de ahí que los bienes 
que hacen parte de la primera catego-
ría no siempre pertenezcan a la segun-
da, pero los que adquieren el carácter 
especial de interés cultural, dada su 
declaratoria, siempre hacen parte del 
patrimonio cultural de la Nación. La 
segunda, la declaratoria de bienes de 
interés cultural no quiere decir que se 
excluye la protección de los bienes que 
hacen parte del patrimonio cultural de 
la Nación, simplemente significa que 
aquellos gozan de la protección especial 
que otorga la Ley 397 de 1997. Dicho 
de otro modo, las expresiones impug-
nadas no están dirigidas a excluir la pro-
tección de los bienes del patrimonio 
cultural de la Nación, sino a otorgar 
especial cuidado y garantía a los que 
se consideran de interés cultural. Y, la 

tercera, al aplicar la ley general de la cul-
tura y las normas que la reglamentan 
únicamente a los bienes que han sido 
declarados de interés cultural, eviden-
temente se establecen restricciones y 
garantías solamente para esos bienes, 
excluyéndose, de esta forma, los bienes 
que hacen parte del patrimonio cultu-

80Corte Constitucional, Sentencia T-005 del 19 de enero de 2016.
81Ver Corte Constitucional, Sentencia C-434 de 2010.
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ral de la Nación que no han sido decla-
rados de interés cultural.80

Es importante mencionar, también, la Sen-
tencia C-434 de 2010, pues “esta decisión 
presenta un recuento de la jurisprudencia 
constitucional sobre derechos culturales, 
así como de las normas constitucionales e 
internacionales relativas al tema” (Alcaldía 
mayor de Bogotá et al., 2011). La demanda 
sobre la cual se emitió dicha sentencia hizo 
referencia a que “la declaración del Carnaval 
de Blancos y Negros de Pasto como patri-
monio cultural era violatorio de la igualdad, 
pues no incluía a los carnavales de blancos 
y negros celebrados en los demás munici-
pios del departamento de Nariño”. Frente a 
esta demanda, la Corte concluyó que el re-
conocimiento del Carnaval de Pasto como 
patrimonio no generaba discriminación ni 
violaba este mandato, pues este hecho no 
hacía que los demás carnavales dejaran de ser 
importantes y que el legislador se encontra-
ba en pleno ejercicio de promover la cultura, 
“particularmente cuando las medidas y po-
líticas necesarias para lograr estos objetivos 
implican la destinación de recursos para fi-
nanciar prestaciones que van más allá de los 
contenidos mínimos que el Estado debe ase-
gurar de manera inmediata” .81

Por su parte, la Sentencia C-671 de 1999 con-
tribuye a construir una visión de promoción 
de la cultura y los derechos culturales, en la 
medida en la que en este pronunciamiento de 
la Corte se declaró la exequibilidad de la cons-
titución de fondos mixtos para la promoción 
de la cultura y las artes; “la Corte se refirió al 
carácter primordial que ocupa la cultura en 
la Constitución de 1991 y destacó que es im-

perativo que tanto el Plan Nacional de Desa-
rrollo, como los planes de desarrollo de las en-
tidades territoriales, incluyan actividades que 
permitan el acceso a la cultura en condiciones 
de igualdad y que eleven el nivel artístico e in-
telectual de todos los colombianos” (Alcaldía 
mayor de Bogotá et al., 2011).

Cabe resaltar también el dictamen realizado 
por el Consejo de Estado en materia de patri-
monio cultural sumergido, tomando como 
hecho el hallazgo del Galeón San José. Como 
antecedentes, se encuentran los siguientes: 

La acción popular se originó en la pe-
tición de amparo de los derechos e in-
tereses colectivos a la moralidad admi-
nistrativa, a la defensa del patrimonio 
cultural de la Nación y al patrimonio 
público, supuestamente vulnerados 
por la Dirección General Marítima y 
Portuaria (DIMAR) al expedir una re-
solución en el año 1982 por la cual se 
reconoce como denunciante de tesoros 
o especies náufragas a la Sociedad Gloc-
ca Morra Company, en relación con el 
presunto hallazgo del galeón San José, 
uno de los naufragios más importantes 
de la historia que se encuentra en aguas 
de la jurisdicción de Colombia, cerca de 
Cartagena de Indias, Distrito Turístico 
y Cultural (Consejo de Estado, 2018).

En esta acción popular, el accionante soli-
citaba que “se declarara la nulidad del acto 
administrativo”, y aunque el Tribunal Ad-
ministrativo de Cundinamarca negó las 
pretensiones en segunda instancia en el año 
2011, el Consejo de Estado tomó las riendas 
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de este hecho para definir, entre otras cosas, 
“la procedencia de la acción popular para 
proteger derechos colectivos vulnerados con 
anterioridad a la Constitución de 1991; y la 
posibilidad de anular un acto administrati-
vo mediante la acción popular cuando este 
es la causa directa de violación o amenaza de 
un derecho colectivo” (Consejo de Estado, 
2018). Las decisiones tomadas por el Conse-
jo de Estado son que “las piezas provenientes 
del presunto hallazgo del galeón San José que 
sean declaradas patrimonio cultural sumer-
gido, pertenecen a la Nación” y concluyó 
que este patrimonio “quedó blindado con la 
decisión proferida por la Corte Suprema de 
Justicia en sentencia ordinaria civil del 5 de 
julio de 2007, en la que definió el litigio pro-
tagonizado entre la sociedad norteamericana 
Sea Search Armada y el Estado colombiano” 
(Consejo de Estado, 2018).

Para concluir este capítulo, es posible eviden-
ciar que el Estado colombiano, a través del 

mecanismo de protección de los derechos 
fundamentales o mecanismo de tutela, ha 
protegido y garantizado la preservación de 
los derechos culturales de las comunidades 
indígenas y los sujetos de especial protección. 
Esto ha sido crucial para que estas comu-
nidades y personas en particular no se vean 
perjudicadas y para preservar las costumbres 
que por años han conservado. Sin lugar a du-
das, los derechos culturales abarcan a todos 
los individuos, pero merece especial atención 
poner la lupa sobre las prácticas que hacen de 
Colombia un país culturalmente diverso.
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CAPÍTULO 3. PERSPECTIVAS 
INTERNACIONALES EN LA 
MATERIALIZACIÓN DE LOS 
DERECHOS CULTURALES

CONCLUSIONES

Los Estados firmantes del Pacto Internacio-
nal de Derechos Económicos, Sociales y Cul-
turales han presentado avances significativos 
en materia de reconocimiento y respeto por 
los derechos culturales, a pesar de que siempre 
han sido considerados como la cenicienta de 
los derechos humanos, pues, de acuerdo con 
la Relatora Especial de las Naciones Unidas 
en el ámbito de los Derechos Culturales, estos 
“no se discuten en profundidad y con dema-
siada frecuencia se los deja de lado en nombre 
de otros derechos, especialmente los derechos 
económicos o la seguridad nacional y la mora-
lidad” (Xanthaki, 2022). 

A pesar de ello, la cultura es un concepto que 
debe destacarse porque está muy cerca de las 
identidades de los individuos; este constituye 
“un impulso positivo para la realización de los 
derechos humanos. Los recursos culturales y 

las experiencias son la forma en que construi-
mos nuestra identidad, nuestro sentido de 
identidad y nuestro lugar en el mundo” (Xan-
thaki, 2022). En este sentido, se debe pensar 
que uno de los éxitos de los derechos huma-
nos es que la cultura se ha logrado democra-
tizar hasta el punto de significar una forma de 
vida. Se ha materializado, entonces, una tran-
sición del concepto de cultura, donde este ha 
pasado de objetos de belleza a expresiones co-
tidianas de identidad.

En este apartado se busca resaltar los avan-
ces de algunos países en materia de dere-
chos culturales
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3.1	 Egipto

De acuerdo con el embajador de Egipto en Co-
lombia, el enfoque adoptado por este país es 
hacia la cultura como patrimonio. Se han dise-
ñado y puesto en marcha una serie de políticas 
orientadas a conservar y manejar el patrimonio 
material e inmaterial, articulado al conoci-
miento que se ha adquirido a partir del turismo 
como sector de desarrollo económico. De igual 
forma, merece la pena destacar el apoyo que ha 
brindado Egipto a las industrias culturales, y 
que este busca mejorar los esfuerzos para pro-
teger los sitios patrimoniales como las pirámi-
des o el Monte Sinaí, y las artesanías por su va-
lor cultural. Así, mediante el gasto cultural, se 
busca sensibilizar a la ciudadanía y aumentar el 
rechazo al extremismo (Salem, 2022).
Egipto ha promulgado varias leyes en materia 
de promoción y protección de los derechos 
culturales, haciendo énfasis en la diversidad 
cultural y la influencia de esta en los países don-
de se ha exportado su cultura durante milenios. 
Entre las leyes y acuerdos suscritos más desta-
cados, se encuentran la Ley de Regulación de 

Antigüedades de 1883; la compilación de re-
gulaciones legislativas sobre herencia cultural 
de 1926; la Ley 14 de antigüedades, emitida en 
1912; la Ley de Protección de Antigüedades de 
1983; y acuerdos bilaterales con países como 
Perú, Italia, Jordania, Ecuador, Cuba y China. 
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3.2. España

El caso de España resulta de interés cuando se 
revisan elementos como el fomento a la crea-
ción y comunicación cultural. En la Consti-
tución de este país, se reconoce que “la propie-
dad intelectual tiene una función social que 
colabora a garantizar el derecho a la cultura, 
fundamentalmente en dos sentidos: límites al 
acceso y límites al ejercicio” (FIO, 2013). De 
acuerdo con lo estipulado en el Real Decre-
to Legislativo 1/1996, que aprueba el texto 
de la Ley de Propiedad Intelectual, se inclu-
yen algunas obligaciones de los particulares 
destinadas a garantizar el derecho a la cultu-
ra. Por ejemplo, en el artículo 40 de esta Ley 
se establece “la posibilidad de intervención 
judicial para evitar la no divulgación de de-
terminadas obras culturales por parte de los 
derechohabientes, afectando al derecho a la 
cultura. Cuando la no divulgación responda 
a un encargo de confianza del autor a los dere-
chohabientes, los poderes públicos no podrán 
obligar a éstos a divulgar la obra” (FIO, 2013). 
Por otro lado, se puede establecer que España 

ha orientado sus esfuerzos a reconocer pobla-
ción especial, destacada por la diversidad cultu-
ral, como es el caso del pueblo gitano: “La nor-
mativa que afecta al pueblo gitano en España 
se ha caracterizado, a lo largo de la historia, por 
la transformación de un sistema jurídico perse-
guidor e incriminador, a un ordenamiento jurí-
dico que garantiza el respeto a todas las culturas 
en el marco de un Estado democrático de De-
recho”. Con el artículo 9 y el artículo 14 de la 
Constitución Española, “se ha desarrollado un 
marco legal de lucha contra la discriminación 
por motivos étnicos a todos los niveles: penal, 
laboral, social, político, etc.” (FIO, 2013). 
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3.3	 Sudafrica

Como en otros países, en el caso de Sudáfrica 
se manifiesta de forma explícita el derecho in-
dividual y colectivo al lenguaje y la cultura. La 
Constitución Política de este país garantiza el 
derecho de cada individuo a alcanzar y expresar 
su lenguaje y cultura dentro de un grupo con 
el reconocimiento de ciertos derechos, como el 
derecho a la asociación y el derecho a reuniones, 
demostraciones y peticiones (Wiechers, 2011). 
De igual forma, la libertad de movimiento, 
como se establece en la sección 21 de esta Car-
ta Política, es también importante en este país 
para que el lenguaje y la cultura se desarrollen 
dentro de un contexto grupal de forma exitosa. 

Cabe destacar que la Constitución Política de 
Sudáfrica, en sintonía con la diversidad cultural 
que enriquece este país, reconoce y declara once 
lenguas como los idiomas oficiales de la Repú-
blica. Aunque ninguno de ellos sea declarado 
como el idioma preferente, sí se reconoce que 
todos poseen igual importancia y, por tanto, 
los gobiernos regionales y provinciales tienen 
como compromiso emplear cualquiera de es-

tos idiomas para cumplir con sus propósitos 
gubernamentales. En la mayoría de los casos, se 
espera que el Gobierno emplee al menos dos de 
estas lenguas teniendo en cuenta las caracterís-
ticas del contexto y las preferencias de los resi-
dentes de las municipalidades. 

En cuanto a la cultura, la sección 31 de la Cons-
titución Política de la República de Sudáfrica 
garantiza el derecho de los miembros de comu-
nidades culturales, religiosas o lingüísticas a dis-
frutar de su cultura, religión y lenguaje, y para 
ello, se admite la conformación de asociaciones 
y organizaciones de carácter civil enfocadas a 
cumplir con esta finalidad, sin que esto infiera 
la existencia de discriminación por ninguno de 
estos motivos. Sin embargo, cabe resaltar que 
en la Constitución no se protege directamente 
la cultura, la religión o el lenguaje en sí, sino el 
derecho de cada individuo a escoger libremente 
su cultura, religión y lenguaje por medio de la 
asociación libre que les permita participar en la 
comunidad de su escogencia. 
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3.4	 Nuevos esfuerzos internacionales

En este mismo contexto, y entendiendo que 
la cultura y los derechos culturales deben ocu-
par un papel importante en la agenda de dere-
chos humanos de los Estados, los organismos 
internacionales se han puesto en la tarea de 
impulsar los valores y principios de las comu-
nidades desde una óptica de relación bidimen-
sional con los modelos actuales de desarrollo. 

Ejemplo de lo anterior es la Observación 
General número 25 del año 2020, emitida 
por el Consejo Económico y Social de la Or-
ganización de las Naciones Unidas, parte de 
la premisa básica de que “el intenso y rápido 
desarrollo de la ciencia y la tecnología ha teni-
do muchos beneficios para el disfrute de los 
derechos económicos, sociales y culturales”. 
Aunque la evolución sobre la discusión frente 
al lugar de la ciencia en este grupo de derechos 
ha dado lugar a riesgos como la distribución 
desigual de los beneficios que de la ciencia 
derivan, se ha dado un “un rico y creciente 
debate sobre la relación entre la ciencia y los 
derechos económicos, sociales y culturales” 
(Consejo Económico y Social, 2020).

A pesar de lo anterior, la ciencia continúa 
siendo una de las esferas del Pacto de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales a las 

que menos se presta atención, por lo que suge 
la necesidad de elaborar documentos, como la 
Observación General 25, donde se aborde la 
relación que existe entre los derechos huma-
nos de tipo económico, social y cultural y la 
ciencia. Teniendo en cuenta que existe el dere-
cho a que toda persona goce de los beneficios 
del progreso científico y de sus aplicaciones tal 
y cómo se estipula en el artículo 15 del Pacto 
antes mencionado, y que además existen otros 
derechos como las obligaciones de los Estados 
por adoptar medidas para la conservación, el 
desarrollo y la difusión de la ciencia, el derecho 
a respetar la indispensable libertad para la in-
vestigación científica, y el derecho a promover 
la cooperación y las relaciones internacionales 
en cuestiones científicas, surge la necesidad de 
continuar explorando las formas en las que los 
Estados parten deben hacer cumplir el acceso 
a los derechos relacionados con la ciencia. 

Ejemplo de lo anterior es que en esta Obser-
vación General, se abordan elementos que 
permiten profundizar sobre el concepto de 
ciencia, de progreso científico y las diferentes 
expresiones de las ciencias. Asimismo, se re-
fiere al disfrute de los beneficios de los apor-
tes científicos de la siguiente forma: 
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El término “benef icios” se ref iere en 
primer lugar a los resultados materiales 
de las aplicaciones de la investigación 
científica, como las vacunas, los fertili-
zantes, los instrumentos tecnológicos y 
similares. En segundo lugar, los benefi-
cios se refieren a los conocimientos y la 
información científicos derivados direc-
tamente de la actividad científica, pues-
to que la ciencia proporciona beneficios 
mediante el desarrollo y la difusión del 
propio conocimiento. Por último, los 
beneficios se refieren también al papel de 
la ciencia en la formación de ciudadanos 
críticos y responsables capaces de partici-
par plenamente en una sociedad demo-
crática. (Consejo Económico y Social, 
2020)

Frente al derecho a participar en la vida cul-
tural, la Observación comenta lo siguiente: 

La cultura es un concepto inclusivo que 
comprende todas las expresiones de la 
existencia humana. Por consiguiente, la 
vida cultural es más amplia que la cien-
cia, puesto que incluye otros aspectos 
de la existencia humana. Sin embargo, 
es razonable incluir la actividad cientí-
fica en la vida cultural. Por lo tanto, el 
derecho de todos a participar en la vida 
cultural incluye el derecho de toda per-
sona a participar en el progreso científi-
co y en las decisiones relativas a su direc-
ción. Esa interpretación también está 
implícita en los principios de participa-
ción e inclusión que subyacen al Pacto y 
en la expresión “gozar de los beneficios 
del progreso científico”. Esos beneficios 

no se limitan a los beneficios materiales 
o los productos del avance científico, 
sino que incluyen el desarrollo de la 
mente crítica y las facultades asociadas 
a la práctica de la ciencia. (Consejo Eco-
nómico y Social, 2020)

Así, esta Observación permite seguir pro-
fundizando frente a la forma en la que se 
interconectan todos los derechos culturales 
reconocidos en el Pacto de Derechos Eco-
nómicos, Sociales y Culturales, no solo con 
respecto al derecho a participar en la vida 
cultural sino también frente al beneficio de 
la protección de los intereses morales y ma-
teriales que correspondan por razón de las 
producciones científicas, literarias o artísti-
cas de que se sea autor, así como de la liber-
tad para la investigación científica y la activi-
dad creativa, y la adopción de medidas para 
la conservación, el desarrollo y la difusión 
de la ciencia. Lo anterior, además, teniendo 
en cuenta que los Estados, en su espíritu por 
eliminar todas las formas de discriminación, 
deben continuar prestando especial aten-
ción a grupos de interés que, normalmen-
te, se ven afectados por una discriminación 
sistémica, como por ejemplo las mujeres, 
las personas en situación de discapacidad, 
miembros de la comunidad LGBTIQ, pue-
blos indígenas o grupos étnicos, y personas 
en situación de pobreza. 

Existe una mención especial que reciben 
los derechos culturales en la Observación 
General número 25, emitida en 2021, re-
lativa a los derechos de los niños en el en-
torno digital. Aunque este sea un esfuerzo 
del Comité para los Derechos de los Ni-
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ños, su objetivo se orienta a explicar: 

La forma en que los Estados partes deben 
aplicar la Convención en relación con el 
entorno digital y ofrece orientación sobre 
las medidas legislativas, normativas y de 
otra índole pertinentes destinadas a garan-
tizar el pleno cumplimiento de las obliga-
ciones contraídas en virtud de la Conven-
ción y sus Protocolos Facultativos, habida 
cuenta de las oportunidades, los riesgos y 
los desafíos que plantean la promoción, el 
respeto, la protección y el ejercicio efectivo 
de todos los derechos de los niños en el en-
torno digital. (ONU, 2021)

Frente a lo relacionado con el derecho a la cul-
tura, el literal b de esta observación plantea 
que “el entorno digital promueve el derecho 

de los niños a la cultura, el ocio y el juego, que 
es esencial para su bienestar y su desarrollo”, 
en la medida en la que les permitía experimen-
tar placer, interés y relajación. Al tener acceso 
a formas digitales de cultura, se permite apo-
yar y beneficiar a los niños, así como reflejar y 
promover “las diferentes identidades de estos, 
en particular sus identidades culturales, idio-
mas y patrimonio”. De acuerdo con el Comi-
té de Derechos del Niño, “la participación en 
la vida cultural en línea contribuye a la crea-
tividad, la identidad, la cohesión social y la 
diversidad cultural. Los Estados partes deben 
lograr que los niños tengan la oportunidad de 
utilizar su tiempo libre para experimentar con 
las tecnologías de la información y las comu-
nicaciones, para expresarse y para participar 
en la vida cultural en línea” (ONU, 2021).



102

DEFENSORÍA DEL PUEBLO 

El más reciente esfuerzo corresponde a la 
Conferencia Mundial de la UNESCO sobre 
las Políticas Culturales y el Desarrollo Sos-
tenible (MONDIACULT), realizado en la 
Ciudad de México en septiembre de 2022. 
El propósito fundamental de este evento fue 
compartir la visión de esta institución acerca 
del futuro de las políticas culturales y reafir-
mar el compromiso de la comunidad inter-
nacional ante los desafíos contemporáneos 
de sociedades multiculturales. En el marco de 
esta Conferencia, se aprobó una declaración 
que integra prioridades comunes y plantea 
un programa a futuro que aprovecha el efec-
to que puede traer la cultura como agente de 
transformación para el desarrollo sostenible 
(UNESCO, 2022). 

En la Declaración MONDIACULT 2022, se 
hace un llamado a la acción dirigido a todos 
los Estados miembros, con el propósito de al-
canzar acuerdos esenciales, como se presenta 
a continuación, en palabras de estos mismos: 

•	 Reaf irmamos nuestro compromiso de 
proteger y promover la diversidad cul-
tural, como fundamento de la identidad 
de los pueblos y principio fundador de 
todas las convenciones, recomendacio-
nes y declaraciones de la UNESCO en el 
ámbito de la cultura;

•	 Reiteramos la responsabilidad individual 
y colectiva, en nombre de las generacio-
nes futuras, de velar por la conservación, 
la salvaguardia y la promoción de todo el 
sector cultural, incluido el patrimonio 
cultural, tanto material como inmaterial; 

•	 Nos comprometemos, a tal efecto, a fo-
mentar un entorno propicio para el res-
peto y el ejercicio de todos los derechos 
humanos, en particular los derechos cul-
turales —individuales y colectivos—, en 
todos los ámbitos de la cultura; 

•	 Abogamos por un anclaje sistémico de la 
cultura en las políticas públicas, mediante 
la adaptación de las estrategias y los mar-
cos de desarrollo, en los planos interna-
cional, regional, subregional, nacional 
y local, así como dentro de las políticas 
de otros fondos y programas pertinen-
tes de las Naciones Unidas, como vector 
y motor de resiliencia, inclusión social y 
crecimiento económico, desde la educa-
ción, el empleo —especialmente para las 
mujeres y los jóvenes—, la salud y el bien-
estar emocional hasta la reducción de la 
pobreza, la igualdad de género, la sosteni-
bilidad ambiental, el turismo, el comercio 
y el transporte, y fomentando al mismo 
tiempo modelos de desarrollo económico 
y social pertinentes para cada contexto; 

•	 Instamos a que se fortalezcan y adapten 
nuestras políticas culturales a los desa-
f íos contemporáneos, mediante la apli-
cación efectiva de las correspondientes 
convenciones y recomendaciones de la 
UNESCO en materia de cultura, según 
proceda, especialmente favoreciendo 
una participación más sistémica de di-
versas partes interesadas;

•	 Subrayamos la importancia de potenciar 
las sinergias entre la cultura y la educa-
ción, reconociendo el imperativo de una 
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educación adaptada al contexto, que 
abarque el patrimonio cultural, la his-
toria y los conocimientos tradicionales; 

•	 Apoyamos la elaboración de un marco 
revisado de la UNESCO sobre la cul-
tura y la educación artística, a f in de 
incorporar las evoluciones del sector 
cultural, en colaboración con las par-
tes interesadas pertinentes, como las 
comisiones nacionales para la UNES-
CO y las redes de expertos; 

•	 Reiteramos nuestro llamamiento para 
la protección del patrimonio cultural, 
material e inmaterial, así como de las 
expresiones culturales, especialmen-
te en tiempos de crisis, incluidos los 
fenómenos climáticos extremos y los 
peligros naturales;

•	 Destacamos la importancia de integrar 
el patrimonio cultural y la creatividad 
en los debates internacionales sobre el 
cambio climático, habida cuenta de su 
repercusión multidimensional en la 
salvaguardia de todas las formas de pa-
trimonio y expresiones culturales, y del 
reconocimiento de la función de la cul-
tura para la acción climática, especial-
mente mediante los sistemas de conoci-
mientos tradicionales e indígenas; 

•	 Resaltamos nuestro compromiso de 
luchar contra el tráfico ilícito de bienes 
culturales velando por la aplicación 
efectiva de la Convención de la UNES-
CO de 1970 y sus mecanismos conexos 

y fortaleciendo la cooperación interna-
cional con todos los socios pertinentes, 
como INTERPOL, la Organización 
Mundial de Aduanas (OMA), UNI-
DROIT, el Consejo Internacional de 
Museos (ICOM) y la Of icina de las 
Naciones Unidas contra la Droga y 
el Delito (UNODC), así como con 
el mercado del arte; y solicitamos a la 
UNESCO que intensifique su respues-
ta a escala mundial; 

•	 Instamos a un diálogo internacional 
abierto e inclusivo para el retorno y la 
restitución de los bienes culturales, in-
cluidos los bienes exportados ilegalmen-
te, a los países de origen, bajo el auspicio 
de la UNESCO, así como a los que están 
fuera del ámbito de la Convención de la 
UNESCO de 1970, como imperativo 
ético para fomentar el derecho de los 
pueblos y las comunidades al disfrute 
de su patrimonio cultural, y a la luz de 
las crecientes reclamaciones de los países 
afectados, con miras a fortalecer la cohe-
sión social y la transmisión intergenera-
cional del patrimonio cultural;

•	 Estamos decididos a fomentar el desa-
rrollo de sectores culturales y creativos 
sostenibles para apoyar la economía crea-
tiva en los Estados Miembros mediante la 
aplicación efectiva de la Convención de la 
UNESCO de 2005 y la Recomendación 
de la UNESCO de 1980, garantizando 
los derechos sociales y económicos de los 
artistas y los profesionales de la cultura. 
(UNESCO, 2022) 
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Finalmente, los últimos años han representado un pe-
riodo de cambio en la percepción del grado de impor-
tancia de los derechos culturales en el contexto de los 
derechos humanos. Este esfuerzo debe ser mantenido, 
con el propósito de cumplir los objetivos de desarrollo 
que cada Estado se ha trazado, así como los Objetivos 
de Desarrollo Sostenible (ODS) definidos por los ins-
trumentos internacionales para la agenda multilateral. 
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Conclusiones

El Sistema Internacional, desde el nacimiento 
de la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos de 1948, ha emprendido un impor-
tante esfuerzo por identificar, priorizar y carac-
terizar a profundidad cada derecho del que go-
zan los individuos, particularmente, teniendo 
presente los elementos de disponibilidad, acce-
sibilidad, aceptabilidad e idoneidad. 

Después de hacer una revisión exhaustiva de 
los diferentes instrumentos internacionales y 
regionales, cuyo objetivo es proteger los dere-
chos culturales, se puede considerar que estos 
incorporan un amplio rango de elementos y 
situaciones como la expresión y la creación de 
formas materiales e inmateriales de arte; la in-
formación, la comunicación y el lenguaje; la 
identidad cultural, la diversidad cultural y los 
valores culturales que se comparten en con-
textos comunitarios; el desarrollo de visiones 
específicas de observar el mundo; la educación 
y el entrenamiento; el acceso, contribución y 
participación en la vida cultural y las prácticas 
culturales; el acceso a herencias tangibles e in-
tangibles; los derechos de autor y de propiedad 
intelectual en materia de desarrollo de activida-
des de ciencia, tecnología y artes; la protección 
del patrimonio y los bienes de interés cultural; 
entre muchos otros. 

Con el objetivo de identificar el contenido y el 
alcance de los derechos culturales en Colom-
bia, es importante revisar lo que los diferentes 
instrumentos internacionales han identificado 
en documentos de interés sobre dichos dere-
chos, particularmente teniendo en cuenta que 
estos han generado obligaciones para los Esta-
dos como Colombia, que han suscrito y rati-
ficado dichas declaraciones. A continuación, 
se destacan algunos de los derechos culturales 
reconocidos en estos instrumentos: 

•	 Derecho a participar en la vida cultural, 
reconocido en el artículo 27 de la Decla-
ración Universal de Derechos Humanos 
y el artículo 15 del Pacto Internacional 
de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, así como en la Observación 
General 21 del Comité de Derechos Eco-
nómicos, Sociales y Culturales. 

•	 Derecho a disfrutar de los beneficios del 
progreso científ ico y sus aplicaciones, 
como es estipulado en el artículo 27 de 
la Declaración Universal de Derechos 
Humanos y el artículo 15 del Pacto In-
ternacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales. 
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•	 Derecho a la protección de los intereses mo-
rales y materiales resultado de la producción 
científica, literaria o artística de la que una 
persona sea autora, reconocido en el artí-
culo 27 de la Declaración Universal de De-
rechos Humanos y el artículo 15 del Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, así como en la Obser-
vación General 17 del Comité de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales.

•	 Derecho a la libertad para la investigación 
científica y la actividad creativa, como es 
reconocido en el artículo 15 del Pacto Inter-
nacional de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales y el artículo 19 del Pacto Inter-
nacional de Derechos Civiles y Políticos, 
que incorpora el derecho a buscar, recibir e 
impartir información e ideas de toda clase, 
sin importar las fronteras, tanto de forma 
oral como escrita, en forma de arte o cual-
quier otro medio de escogencia por parte 
del individuo. 

•	 Derecho a la educación, que ha sido plas-
mado en una diversidad de instrumentos, 
como lo establecido en los artículos 13 y 14 
del Pacto Internacional de Derechos Econó-
micos, Sociales y Culturales, los artículos 28 
y 29 de la Convención Internacional de De-
rechos del Niño, entre otros documentos. 
Este derecho, aunque resulte identificado 
como uno transversal, es también compe-
tencia de los derechos culturales en la medi-
da en la que la educación permite el acceso 
y la creación de conocimiento, valores y he-
rencia cultural. 

•	 Derecho a la identidad y patrimonio cultu-
rales, como fue plasmado en la Declaración 
de Friburgo de 2007, que guarda especial re-
lación con el derecho al libre pensamiento, 
la libertad de cultos, de opinión y de expre-
sión. En esta medida, los individuos tienen 
como derecho el conocer y que se vea respe-
tada su propia cultura y las demás culturas 
que hacen parte del patrimonio común de 
la humanidad. 

•	 Derecho a la información y comunicación, 
en concordancia con el derecho al acceso a 
la información y la libertad de expresión, 
como es estipulado en el artículo 13 de la 
Convención Americana de Derechos Hu-
manos de 1969 y la Declaración de Friburgo 
de 2007. 

•	 Derecho a la cooperación cultural, que hace 
referencia a que los individuos tienen el de-
recho a participar, de manera democrática, 
en el desarrollo cultural de las comunidades 
a las que pertenecen, como es establecido en 
la Declaración de Friburgo de 2007, y desa-
rrollado con más detalle en la Declaración 
de los Principios de la Cooperación Cultu-
ral de la UNESCO de 1966. 

Es importante mencionar, de igual forma, que 
los sujetos de especial protección también tienen 
un rol importante en materia de protección de 
los derechos culturales, especialmente consi-
derando las numerosas referencias que existen 
en los instrumentos internacionales. En el caso 
de las minorías, por ejemplo, se hace referencia 
a sus derechos en el artículo 17 del Pacto Inter-
nacional de Derechos Civiles y Políticos, en la De-
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claración de derechos de personas pertenecientes 
a minorías étnicas, religiosas y lingüísticas, la 
Declaración de Naciones Unidas de Derechos 
de Pueblos Indígenas, la Convención interna-
cional para la protección de los derechos de los 
trabajadores migrantes y sus familias, y sobre 
todo, el principio de no discriminación que 
se ha establecido en un sinnúmero de instru-
mentos jurídicos internacionales. 

Con base en lo anterior, el respeto y la protec-
ción de los derechos culturales se han converti-
do en una obligación para el Estado colombia-
no, así como para toda persona y colectividad. 
Tanto el sector público como el sector privado 
y civil deben procurar brindar garantías para 
estos derechos, especialmente en el caso de los 
sujetos de especial protección, “con el fin de 
sensibilizar y consolidar una conciencia de su 
existencia y ejercicio, y para identificar y to-
mar en consideración la dimensión cultural 
de todos los derechos humanos, con el fin de 
enriquecer la universalidad a través de la diver-
sidad, y de promover que toda persona, indivi-
dual o colectivamente, los haga propios”82. 

De hecho, los esfuerzos de Colombia desde el 
bloque constitucional han estado en sintonía 
con las intenciones internacionales e intera-
mericanas en materia de derechos culturales. 
Al revisar la Constitución Política de 1991, 
se encuentran muchos artículos relacionados 
de forma directa e indirecta con este grupo de 
derechos, sobre todo al reconocer a Colombia 
como un Estado pluralista —artículo 1—, la 
obligación que tiene el Estado de reconocer 

y proteger la diversidad étnica y cultural de la 
Nación —artículo 7—, y de proteger las rique-
zas culturales y naturales de la Nación —artí-
culo 8—. Específicamente, frente a los dere-
chos culturales, hacen referencia los artículos 
70, 71 y 72, que articulan los derechos cultu-
rales identificados en el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
de las Naciones Unidas, así: 

Artículo 70. El Estado tiene el deber de 
promover y fomentar el acceso a la cultu-
ra de todos los colombianos en igualdad 
de oportunidades, por medio de la educa-
ción permanente y la enseñanza científica, 
técnica, artística y profesional en todas las 
etapas del proceso de creación de la iden-
tidad nacional. La cultura en sus diversas 
manifestaciones es fundamento de la na-
cionalidad. El Estado reconoce la igualdad 
y dignidad de todas las que conviven en el 
país. El Estado promoverá la investigación, 
la ciencia, el desarrollo y la difusión de los 
valores culturales de la Nación.

Artículo 71. La búsqueda del conocimien-
to y la expresión artística son libres. Los pla-
nes de desarrollo económico y social inclui-
rán el fomento a las ciencias y, en general, a 
la cultura. El Estado creará incentivos para 
personas e instituciones que desarrollen y 
fomenten la ciencia y la tecnología y las de-
más manifestaciones culturales y ofrecerá 
estímulos especiales a personas e institu-
ciones que ejerzan estas actividades.

82Ver Declaración de Friburgo, 2007.



109

LOS DERECHOS CULTURALES EN COLOMBIA:

Artículo 72. El patrimonio cultural de la 
Nación está bajo la protección del Estado. 
El patrimonio arqueológico y otros bienes 
culturales que conforman la identidad 
nacional, pertenecen a la Nación y son 
inalienables, inembargables e imprescrip-
tibles. La ley establecerá los mecanismos 
para readquirirlos cuando se encuentren 
en manos de particulares y reglamentará 
los derechos especiales que pudieran tener 
los grupos étnicos asentados en territorios 
de riqueza arqueológica. 

De hecho, de acuerdo con la Dirección de Fo-
mento Regional, los derechos culturales van más 
allá de los antes mencionados y pueden ser reco-
gidos en cuatro categorías adicionales, a saber: 

1.A la identidad de los diversos pueblos que 
conviven en el país: en esta categoría se reco-
gen derechos como el derecho de los pueblos 
y grupos étnicos a ser educados respetando su 
lengua e identidad cultural (artículo 10 y artí-
culo 68); el derecho a la inalienabilidad, impres-
criptibilidad e inembargabilidad de sus tierras 
comunales (artículo 63); el derecho a tener re-
presentatividad en el Congreso, a gobernarse 
en sus territorios de acuerdo con su integridad 
cultural y a participar en los ingresos corrientes 
de la Nación (artículos 176, 246, 330 y 357); y 
el derecho a la protección de la identidad de los 
nativos del archipiélago de San Andrés y Provi-
dencia (artículo 310). 

2.A las comunicaciones: que recoge derechos 
como el derecho a la libertad de expresión, di-

fusión del pensamiento, información y fun-
dación de medios masivos de comunicación 
(artículo 20); el derecho a la protección a la ac-
tividad periodística para garantizar su libertad 
e independencia profesional (artículo 73); y el 
derecho al acceso a los servicios de comunica-
ción (artículo 64). 

3.Lo referente a derechos de autor, como se re-
coge en los artículos 61, 150 y 174. 

4. Al conocimiento: como el derecho de acceso 
al conocimiento, la ciencia, la técnica, y demás 
bienes de l cultura (articulo 67) y a la libertad de 
enseñanza, aprendizaje, investigación y cátedra 
(artículo 27). (DAFP,2019)
 
En este sentido, es válido considerar que el 
esfuerzo por proteger los derechos culturales 
desde la Constitución Política, en línea con 
los instrumentos jurídicos internacionales e, 
incluso, con el derecho internacional consue-
tudinario, ha sido significativo en Colombia. 
Tanto es así que resulta imprescindible desta-
car todas las categorías y artículos previamente 
mencionados, ya que están orientados a pro-
teger los derechos culturales tanto de manera 
indirecta como directa. 

Sin embargo, a pesar de la importancia que 
poseen los derechos culturales con elementos 
como el desarrollo de la diversidad cultural 
y económica del país, esta categoría ha sido 
identificada como subdesarrollada en el uni-
verso académico y jurídico de los derechos hu-
manos. En correspondencia con esta observa-

83Ver Constitución Política de Colombia, 1991. 
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ción, en el contexto colombiano, “el grado de 
judicialización de los derechos culturales es 
muy escaso en comparación con el de los de-
rechos civiles y el de los derechos sociales”84, 
de acuerdo con los dictámenes realizados por 
la Corte Constitucional en materia de dere-
chos humanos. Esto sucede y se exacerba, se-
gún investigaciones académicas, porque “no 
solo la doctrina jurídica sobre este tema sea 
aún bastante pobre”, sino que, además, exis-
ten “controversias sobre cuál es la teoría o la 
visión constitucional adecuada para amparar 
esos derechos culturales”85.
En efecto, al comprender el contenido y alcan-
ce de los derechos culturales, así como las defi-
ciencias que han existido en su comprensión, 

protección y respeto, se abre la puerta para 
continuar orientando los esfuerzos desde la 
gestión pública hacia una mejor aplicación de 
los mismos, sobre todo al entender la articula-
ción que existe entre el desarrollo económico y 
social y el desarrollo cultural. En suma, el res-
peto por los derechos culturales, bajo la óptica 
de la convivencia, la solidaridad, la intercultu-
ralidad, el pluralismo y la tolerancia constitu-
yen una base esencial para la construcción de 
la paz y el fomento del crecimiento y desarrollo 
económico y social para el país.  

84Ver Alcaldía mayor de Bogotá et al., 2011.
85Ibidem. 
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GLOSARIO

•	 Bienes culturales: Todos aquellos bie-
nes muebles materiales e inmateriales 
originales que reúnen valor estético, 
histórico o intelectual relevante como 
producto de la creatividad humana en 
cualquiera de las manifestaciones cien-
tíficas, artísticas y literarias86.

•	 Cultura: Es el conjunto de rasgos dis-
tintivos, espirituales, materiales, intelec-
tuales y emocionales que caracterizan a 
los grupos humanos y que comprende, 
más allá de las artes y las letras, modos 
de vida, derechos humanos, sistemas de 
valores, tradiciones y creencias .87

•	 Sujetos de especial protección: La 
Corte Constitucional, en lo que respec-
ta a la condición de sujetos de especial 
protección, la ha definido como la que 
ostentan aquellas personas que, debido 
a condiciones particulares, a saber, físi-
cas, psicológicas o sociales, merecen un 
amparo reforzado en aras de lograr una 

igualdad real y efectiva88.

•	 Derechos culturales: De acuerdo 
con la Observación General N.° 21 de 
2009, los derechos culturales son parte 
integrante de los derechos humanos y, 
al igual que los demás, son universales, 
indivisibles e interdependientes. Su pro-
moción y respeto cabales son esenciales 
para mantener la dignidad humana y 
para la interacción social positiva de in-
dividuos y comunidades en un mundo 
caracterizado por la diversidad y la plu-
ralidad cultural.

•	 Diversidad cultural o diversidad de 
las expresiones culturales: Multiplici-
dad de formas en que se manifiestan las 
culturas de los grupos y sociedades. Es-
tas expresiones se transmiten dentro de 
los grupos y sociedades y también entre 
ellos. La diversidad cultural se manifies-
ta no solo a través de las diversas formas 
en las que se expresa el patrimonio cul-

86Ver Ley 397 de 1997.  
87Ver Ministerio de Cultura de Colombia, 2023. 
88Ver Ministerio de Justicia de Colombia.
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tural de la humanidad, enriquecido y 
transmitido gracias a una variedad de ex-
presiones culturales, sino también a través 
de los distintos modos de creación artís-
tica, producción, distribución, difusión y 
disfrute, cualquiera que sea el medio y la 
tecnología utilizados (UNESCO, s. f.a) . 

•	 Patrimonio o patrimonio cultural: 
El patrimonio es el legado cultural que 
recibimos del pasado, que vivimos en el 
presente y que transmitiremos a las gene-
raciones futuras. Con la Convención de 
1972 para la Protección del Patrimonio 
Mundial Cultural y Natural, la UNES-
CO establece que ciertos lugares de la 
Tierra tienen un “valor universal excep-
cional” y pertenecen al patrimonio co-
mún de la humanidad, como la selva de 
Serengueti en el África oriental, las pirá-
mides de Egipto, la Gran Barrera de Coral 
en Australia y las catedrales barrocas de 
América Latina. El patrimonio cultural 
no se limita a monumentos y colecciones 
de objetos. Comprende también expre-
siones vivas heredadas de nuestros ante-
pasados, como tradiciones orales, artes 
del espectáculo, usos sociales, rituales, 
actos festivos, conocimientos y prácticas 
relativos a la naturaleza y el universo, y sa-
beres y técnicas vinculados a la artesanía 
tradicional. Pese a su fragilidad, el patri-
monio cultural inmaterial o patrimonio 

vivo es un importante factor del manteni-
miento de la diversidad cultural89.

•	 Identidad cultural: Conjunto de pecu-
liaridades propias de una cultura o grupo 
que permiten a los individuos identificarse 
como miembros de este grupo, pero tam-
bién diferenciarse de otros grupos cultu-
rales. La identidad cultural comprende 
aspectos tan diversos como la lengua, el sis-
tema de valores y creencias, las tradiciones, 
los ritos, las costumbres o los comporta-
mientos de una comunidad. Este conjunto 
de particularidades, patrimonio y herencia 
cultural de la colectividad es lo que viene 
definiendo históricamente la identidad 
cultural de los pueblos90 .

•	 Desarrollo: El desarrollo es una empresa 
multidimensional para lograr una mejor 
calidad de vida para todos los pueblos. El 
desarrollo económico, el desarrollo social 
y la protección del medio ambiente son 
componentes del desarrollo sostenible 
que tienen una relación de interdepen-
dencia y se refuerzan recíprocamente91.

•	 Minoría étnica: Grupo humano con va-
lores culturales, idiomáticos, raciales y de 
procedencia geográfica, numéricamente 
inferior respecto al grupo mayoritario92.

•	 Multiculturalidad: Es la existencia de va-
rias culturas que conviven en un mismo 

89Ver UNESCO.  
90Ver Significados. 
91Ver ONU, 2022. 
92Ver RAE. 
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espacio físico, geográfico o social. Abar-
ca todas las diferencias que se enmarcan 
dentro de la cultura, ya sea religiosa, lin-
güística, racial, étnica o de género. La 
multiculturalidad es un principio que 
reconoce la diversidad cultural existente 
en todos los ámbitos y promueve el dere-
cho a esta diversidad93.

•	 Vida cultural: La expresión “vida cultu-
ral” hace referencia explícita al carácter 
de la cultura como un proceso vital, his-
tórico, dinámico y evolutivo, que tiene 
un pasado, un presente y un futuro . 

•	 Participación en la vida cultural: La 
participación en la vida cultural com-
prende, en particular, el derecho de 
toda persona (sola, en asociación con 
otras o como una comunidad) a actuar 
libremente; a escoger su propia identi-
dad; a identificarse o no con una o con 
varias comunidades, o a cambiar de 
idea; a participar en la vida política de la 
sociedad; a ejercer sus propias prácticas 
culturales y a expresarse en la lengua de 
su elección. Toda persona tiene igual-
mente derecho a buscar, desarrollar y 
compartir con otros sus conocimientos 
y expresiones culturales, así como a ac-
tuar con creatividad y tomar parte en 
actividades creativas95.

•	 Acceso a la vida cultural: El acceso a 
la vida cultural comprende, en parti-
cular, el derecho de toda persona (sola, 
en asociación con otras o como una co-
munidad) a conocer y comprender su 
propia cultura y la de otros, a través de 
la educación y la información, y a recibir 
educación y capacitación de calidad con 
pleno respeto a su identidad cultural. 
Toda persona tiene también derecho a 
conocer formas de expresión y difusión 
por cualquier medio tecnológico de in-
formación y comunicación; a seguir un 
estilo de vida asociado al uso de bienes 
culturales y de recursos como la tierra, el 
agua, la biodiversidad, el lenguaje o insti-
tuciones específicas, y a beneficiarse del 
patrimonio cultural y de las creaciones 
de otros individuos y comunidades96.

•	 Contribución a la vida cultural: Se re-
fiere al derecho de toda persona a contri-
buir a la creación de las manifestaciones 
espirituales, materiales, intelectuales y 
emocionales de la comunidad. Le asis-
te también el derecho a participar en 
el desarrollo de la comunidad a la que 
pertenece, así como en la definición, for-
mulación y aplicación de políticas y deci-
siones que incidan en el ejercicio de sus 
derechos culturales97. 

93Ver Significados. 
94Ver Observación General N.° 21 de 2009.
95Ver Observación General N.° 21 de 2009.
96Ibidem. 
97Ver Observación General N.° 21 de 2009.
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